 DECRETO /      , de, …, de…………….., de 2010, POR EL QUE SE APRUEBA EL REGLAMENTO GENERAL DE DESARROLLO DE LA LEY 14/2007, DE 26 DE NOVIEMBRE, DEL PATRIMONIO HISTÓRICO DE ANDALUCÍA 
El vigente Estatuto de Autonomía para Andalucía, aprobado por Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, contempla el Patrimonio Histórico desde cuatro perspectivas complementarias: como objetivo básico de la Comunidad Autónoma (artículo 10.3), como derecho-deber de los ciudadanos (artículos 33 y 36), como principio rector de la actuación de los poderes públicos (artículo 37) y, finalmente, como competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma (artículos 68 y 92). 

En ejercicio, precisamente, de esa competencia, que a su vez trae causa de la previsión contenida en el artículo 148.1.16ª de la Constitución Española, el Parlamento de Andalucía aprobó la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, que vino a sustituir a la hasta entonces vigente Ley 1/1991, de 3 de julio. 

La Disposición final segunda de la referida Ley 14/2007 autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para su desarrollo y ejecución. El presente Reglamento se dicta en ejercicio de esa habilitación normativa y, ante todo, pretende servir de complemento indispensable para que la nueva Ley del Patrimonio Histórico de Andalucía pueda cumplir todos sus objetivos, desplegando al máximo su eficacia en orden a la salvaguarda, protección y fomento del valioso Patrimonio Cultural Andaluz. 

Junto a ello, el nuevo Reglamento nace con una vocación decididamente integradora, pues surge de la necesidad de refundir en un solo cuerpo normativo las normas reglamentarias que, hasta la fecha presente, venían desarrollando parcialmente distintos aspectos del régimen jurídico del Patrimonio Histórico de Andalucía: el Decreto 4/1993, de 26 de enero, por el que se aprobó el Reglamento de organización administrativa del Patrimonio Histórico de Andalucía; el Decreto 19/1995, de 7 de febrero, por el que se aprobó el Reglamento de protección y fomento del Patrimonio Histórico de Andalucía y el Decreto 168/2003, de 17 de junio, por el que se aprobó el Reglamento de Actividades Arqueológicas. Precisamente por ello, este objetivo unificador se ha querido enfatizar desde el propio título del Reglamento, al que se califica de “general” para dar una idea clara de su propósito. 

Partiendo de la experiencia acumulada durante los años de vigencia de la Ley 1/1991 y de las tres normas reglamentarias antes mencionadas, el nuevo Reglamento sigue en todo momento la sistemática de la Ley 14/2007 y, así, se estructura en un total de trece Títulos, una disposición transitoria, una disposición derogatoria, y dos disposiciones finales. La rúbrica de los Títulos reproduce, igualmente, la de la Ley y, así, tras unas primeras disposiciones generales, el Título I se dedica a la protección del Patrimonio Histórico, desarrollando el régimen del Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, que, con las adaptaciones necesarias al texto de la nueva Ley, respeta las líneas básicas del Reglamento de 1995. Novedad destacable es el desarrollo del Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico Andaluz, figura introducida por el artículo 13 de la Ley 14/2007, con respecto a la cual se regulan los procedimientos y formas de acceso de los bienes a dicho instrumento, aunque teniendo en cuenta que el Inventario no pretende ser una categoría específica de protección, ya que el régimen de los bienes y espacios inscritos en él será el dispensado por los catálogos urbanísticos. Asimismo, se introduce un capítulo sobre la importante cuestión de la descontaminación visual o perceptiva, desarrollando las novedosas previsiones del artículo 19 de la Ley. Por último, en el último capítulo de este Título I se regulan las Cartas Patrimoniales, respondiendo así a la necesidad de regular este tipo de documentos que tanta incidencia tienen en el planeamiento y en las transformaciones del territorio, y que constituyen una de las líneas de trabajo prioritarias llevadas a cabo en el Centro Directivo competente en la materia. 

En el Título II, referido a la conservación y la restauración, se aborda la regulación pormenorizada de los proyectos de conservación, como instrumentos indispensables para toda intervención que se realice sobre bienes inscritos en el Catálogo General. 

Uno de los elementos centrales del nuevo Reglamento es, sin duda, el Título III, dedicado al Patrimonio inmueble. La propia Ley 14/2007 establece como uno de sus objetivos básicos coordinar la normativa de protección del Patrimonio Histórico con la urbanística, territorial y medioambiental. Por ello, el Reglamento procura sistematizar y aclarar aspectos fundamentales relacionados con el planeamiento de protección que incida sobre bienes históricos y el régimen de las actuaciones sobre inmuebles protegidos, con especial atención a las autorizaciones y comunicaciones previas, al régimen de la ruina y las demoliciones de los edificios históricos y al necesario restablecimiento del orden jurídico perturbado. 

El Título IV aborda el Patrimonio mueble actualizando los contenidos de la anterior normativa reglamentaria, mientras que el Título V, sobre Patrimonio arqueológico, incorpora y refunde los aspectos esenciales de la regulación que hasta ahora estaba contenida en el Reglamento de actividades arqueológicas. No obstante, en aras de una mayor uniformidad y coherencia del contenido de la norma, las cuestiones de carácter formal se remiten a su desarrollo mediante Órdenes de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, dejando al Reglamento General sólo los elementos sustanciales de la regulación. 

Los Títulos VI, VII y VIII se refieren a los llamados “patrimonios especiales”, incorporados igualmente al contenido de la Ley 14/2007, si bien su desarrollo está ya consolidado en materia de Archivos y Bibliotecas, mientras que  se definen con mayor detalle en cuanto al Patrimonio etnológico y al industrial. 

Otro aspecto muy destacable se encuentra en el Título IX, dedicado íntegramente a las Instituciones del Patrimonio Histórico. En especial, resulta de gran interés la regulación de los Espacios Culturales, novedosa figura que comprende, a su vez, dos categorías: los Conjuntos y los Parques Culturales. Así mismo, se regula en nuestro derecho autonómico la figura de los Centros Temáticos de Documentación como instituciones del Patrimonio Histórico que se constituyen para reunir toda la documentación existente relativa a un aspecto, tema concreto o periodo sobre el conocimiento de la historia de Andalucía, sobre cuya base se permita la investigación y difusión del legado o hecho cultural objeto de su custodia. Todos ellos, además de los denominados enclaves, forman la Red de Espacios Culturales de Andalucía, cuya organización y funcionamiento constituye el objeto central de este Título, en cumplimiento de la previsión contenida en el artículo 83.2 de la Ley 14/2007. 

El Título X, relativo a las medidas de fomento, incorpora lo que sobre este punto establecía el Reglamento de 1995, a excepción del uno por ciento cultural, que será objeto de regulación específica. Además de incorporar las modificaciones necesarias por aplicación de la normativa sectorial en materia patrimonial, financiera y de subvenciones. 

Por su parte, el Título XI integra la regulación que hasta ahora se contenía en el Reglamento de organización administrativa del Patrimonio Histórico de Andalucía, adaptando sus disposiciones a la nueva Ley y actualizando las competencias de los diferentes órganos, incluida la reciente modificación operada a nivel de órganos consultivos de carácter periférico. 

La Inspección del Patrimonio Histórico es objeto del Título XII, que introduce una regulación hasta ahora inédita en el ámbito normativo que nos ocupa. Se detallan las facultades del personal inspector y, a la vez, los derechos y obligaciones de la ciudadanía ante la inspección, estableciéndose las garantías precisas para que tales actuaciones respeten siempre los derechos y libertades fundamentales. Igualmente, se abordan las cuestiones de carácter adjetivo, procurando que el procedimiento inspector sea ágil y eficaz. 

Por último, el Título XIII incorpora el régimen sancionador de la Ley y complementa aquellas cuestiones necesitadas de desarrollo reglamentario. En especial, el Reglamento se detiene en el procedimiento sancionador, cuyos trámites son, en sí mismos, y sin perjuicio de su finalidad principal que es el de la protección del patrimonio histórico andaluz, una garantía fundamental para el presunto infractor. 

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en la Disposición final segunda de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, a propuesta de la Consejera de Cultura, visto el informe de las Consejerías de **************, de acuerdo con el Consejo Consultivo de Andalucía y previa deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión de ***********,  

DISPONGO 
Artículo único. Aprobación del Reglamento General de desarrollo de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 
Se aprueba el Reglamento General de desarrollo de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, cuyo texto se incluye a continuación. 

Disposición transitoria única. 
Los Ayuntamientos que a la entrada en vigor de esta norma posean la Comisión a la que se refiere el artículo 40 de la Ley 14/2007 del Patrimonio Histórico de Andalucía, tendrán un plazo de dos meses para su adecuación a los preceptos de este Reglamento. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.  
1. Quedan derogados los siguientes reglamentos dictados para la ejecución de la Ley 1/1991, de 3 de julio, de Patrimonio Histórico de Andalucía:  

a) Decreto 4/1993, de 26 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Organización Administrativa del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

b) Decreto 19/1995, de 7 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de Protección y Fomento del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

c) El Decreto 168/2003, de 17 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Actividades Arqueológicas. 

2. Asimismo, quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en el presente Decreto. 

Disposición final primera.  Desarrollo y ejecución. 
Se habilita a la persona titular de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico para dictar, en el ámbito de sus competencias, cuantas disposiciones sean necesarias en orden al desarrollo y ejecución del presente Decreto. 

Disposición final segunda. Entrada en vigor. 
El presente Decreto entrará en vigor al año de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

TÍTULO PRELIMINAR DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 1. Objeto. 
El presente Reglamento tiene por objeto el desarrollo de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

Artículo 2. 
Ámbito de aplicación. 
1.  El Reglamento es de aplicación a los bienes muebles, inmuebles o actividades integrantes del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

2.  El Patrimonio Histórico de Andalucía se compone de todos los bienes de la cultura, materiales e inmateriales, incluidas las particularidades lingüísticas, que se encuentren en Andalucía y revelen un interés artístico, histórico, arqueológico, etnológico, documental, bibliográfico, científico, industrial o cualquier otro interés o valor cultural digno de tutela para la Comunidad Autónoma. 

3.  La Consejería competente en materia de patrimonio histórico podrá realizar las gestiones oportunas conducentes al retorno a la Comunidad Autónoma de aquellos bienes que se consideren representativos de la cultura andaluza y se encuentren fuera del territorio de Andalucía. 

4.  Los bienes integrantes del Patrimonio Histórico de Andalucía se podrán incluir, según los casos, en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz o en el Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico Andaluz, todo ello de conformidad con los requisitos y procedimientos que se regulan en el presente Reglamento. 

Artículo 3. Cooperación de otras Administraciones Públicas y entidades. 
1.  Para la mejor ejecución de los contenidos establecidos en la ley y en el presente reglamento, particularmente en materia de protección, investigación, conservación, fomento y difusión del Patrimonio Histórico de Andalucía, las Administraciones Públicas y otras instituciones tienen el deber de colaborar con la Consejería competente en la materia, aplicando los principios de reciprocidad, cooperación y asistencia mutua, en el marco de una plena comunicación. 

2.  Los municipios tienen el deber de proteger y conservar los bienes integrantes del Patrimonio Histórico de Andalucía que radiquen en su término municipal, en especial a través de la ordenación urbanística, así como realzar y dar a conocer el valor cultural de los mismos. Particularmente, en caso de urgencia, adoptarán las medidas necesarias para salvaguardarlos. 

3.  La Consejería competente en materia de patrimonio histórico y las entidades locales y otras instituciones, públicas o privadas, que desarrollen actuaciones en materia de protección, investigación, documentación, conservación, restauración, difusión y puesta en valor de los bienes integrantes del Patrimonio Histórico de Andalucía cooperarán mediante medidas de fomento, colaboración, coordinación y asistencia científica y técnica. 


Todas las personas propietarias, titulares de derechos o simples poseedoras de bienes integrantes del Patrimonio Histórico de Andalucía, se hallen o no inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz o incluidos en el Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico Andaluz, tienen que cumplir las obligaciones establecidas en la ley y en el presente reglamento.  

Artículo 5. Colaboración ciudadana. 
1. Las personas que observen peligro de destrucción o deterioro en un bien integrante del Patrimonio Histórico de Andalucía deberán, con la mayor brevedad posible y por cualquier medio, ponerlo en conocimiento de la Administración o de las fuerzas y cuerpos de seguridad, que llevarán a cabo las actuaciones que procedan para la salvaguarda del bien, incluyendo, en su caso, el decomiso, precintado y depósito forzoso en una institución de carácter público hasta tanto no se garantice su conservación. A estos efectos, la Administración autonómica y las entidades locales podrán recabar el auxilio de las fuerzas y cuerpos de seguridad para lograr la protección cautelar de los bienes integrantes del Patrimonio Histórico de Andalucía que se encuentren en peligro de destrucción o deterioro. 

2. Las personas físicas o jurídicas podrán denunciar ante la Administración de la Junta de Andalucía el incumplimiento de las obligaciones y deberes impuestos por la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía y el presente Reglamento en orden a su protección, conservación y difusión. 

La denuncia no otorga a quien la formula la condición de persona interesada en el procedimiento administrativo que, en su caso, pueda incoar la Administración, sin perjuicio de que se le informe del inicio del procedimiento. 

Título I PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO HISTÓRICO 
CAPÍTULO I Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz 
Sección 1ª Principios generales 
Artículo 6. Concepto. 
El Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz es el instrumento administrativo y científico en el que se inscriben, de forma individual o colectiva, para su salvaguarda, consulta y divulgación, los bienes objeto de tutela y aquellos datos de relevancia para los mismos. 

Artículo 7. Objetivos. 
El Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz tiene por objetivos: 

a) Facilitar la tutela jurídico-administrativa del Patrimonio Histórico de Andalucía a través de las diversas modalidades de inscripción y la aplicación del régimen jurídico que corresponda. 

b) Contribuir al conocimiento del patrimonio histórico sirviendo de apoyo a las actividades de investigación, conservación y enriquecimiento del mismo, así como a la planificación administrativa. 

c) Hacer posible la difusión del Patrimonio Histórico Andaluz mediante el acceso y consulta de su contenido. 

Artículo 8. Estructura. 
1. El Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz se estructura en las siguientes secciones: a) Bienes de Interés Cultural. b) Bienes de Catalogación General. c) Bienes incluidos en el Inventario General de Bienes Muebles del Patrimonio Histórico Español. 

2. Los Bienes de Interés Cultural y los Bienes de Catalogación General se clasifican en las siguientes categorías: 

a) Patrimonio Inmueble. 

b) Patrimonio Mueble. 

c) Actividades de Interés Etnológico. 

3. Los Bienes de Interés Cultural de la categoría Patrimonio Inmueble  se incluirán en alguna de las siguientes tipologías: a) Monumentos. b) Conjuntos Históricos. c) Jardines Históricos. d) Sitios Históricos. e) Zonas Arqueológicas. f) Lugares de Interés Etnológico. 

g) Lugares de Interés Industrial. h) Zonas Patrimoniales. 

4. La inscripción de bienes en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz podrá realizarse de manera individual o colectiva. 

Artículo 9. Formato del Catálogo 
El Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz se materializa en una aplicación informática que responde a la estructura establecida en el artículo 8 y contiene los datos administrativos y técnicos de los bienes inscritos. 

Esta aplicación informática permitirá el acceso y la gestión de la información de forma que se garantice el cumplimiento de los objetivos del Catálogo. 

Artículo 10. Órgano competente. 
La formación y conservación del Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz corresponde a la Consejería que tenga atribuidas las competencias en materia de patrimonio histórico, a través de la Dirección General correspondiente, que será la encargada de iniciar y tramitar los procedimientos de inscripción, así como de efectuar la inscripción o anotación preventiva de los bienes y de los actos y resoluciones administrativas que se dicten sobre los mismos. 

Artículo 11. Consulta y certificaciones. 
1. El Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz será objeto de consulta pública, presencial o telemática, en las condiciones que se especifican a continuación: 

a) Será necesario el consentimiento expreso del titular de los bienes para la consulta pública de los datos referentes a su titularidad y valoración, debiendo respetarse en todo caso las exigencias de la normativa vigente en materia de protección de datos de carácter personal. 

b) La localización de los bienes muebles se hará pública únicamente en los supuestos en que resulte exigible la visita pública a los mismos o conste la autorización expresa de su titular. 

c) La consulta de la documentación administrativa del Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz se realizará en los términos previstos en la legislación general sobre procedimiento administrativo común, así como en la legislación andaluza en materia de patrimonio documental. 

2. Se podrán solicitar a la Dirección General que tenga atribuida la competencia en materia de patrimonio histórico, certificaciones acreditativas de la inscripción de los bienes del Catálogo. 

Sección 2ª Inscripción de bienes 
Artículo 12. Incoación del procedimiento. Efectos. 
1. Corresponde a la persona titular de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico incoar el procedimiento para la inscripción de bienes en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz. 

2. La incoación del procedimiento será siempre de oficio. Cualquier persona física o jurídica podrá instar dicha incoación, mediante solicitud suficientemente razonada en la que se identifique de forma precisa el bien cuya inscripción se pretende. La solicitud se entenderá desestimada si transcurren tres meses desde su presentación sin haberse dictado y notificado la correspondiente resolución expresa por la que se acuerde la iniciación del procedimiento. 

3.  La resolución de incoación llevará aparejada la anotación preventiva del bien en el Catálogo que determinará la aplicación provisional del régimen de protección que le corresponda en función de la categoría de inscripción promovida y, en su caso, las medidas cautelares que se establezcan. 

4.  La resolución de incoación será objeto de publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

Artículo 13. Contenido del acto de incoación. 
La incoación del procedimiento se realizará mediante resolución motivada, que incluirá, como mínimo, los siguientes extremos: 

1. En el supuesto de Bienes de Interés Cultural: 

a) Identificación, localización y justificación de los valores del bien. 

b) Descripción y determinación de las partes del bien que son objeto de inscripción, así como la relación provisional de aquellos bienes, documentos, actividades y objetos que se consideren vinculados al mismo por contribuir a su conservación, conocimiento y valoración. En el caso de actividades de interés etnológico se describirá, cuando proceda, su ámbito de desarrollo. 

c) En el supuesto de bienes inmuebles, se incluirá, en su caso, la delimitación y justificación del entorno provisional en el que se aplicarán las medidas cautelares derivadas de la incoación del procedimiento. 

d) Medidas cautelares propuestas, cuando se considere necesario, para el período de duración de la protección cautelar, que revestirán la forma de instrucciones particulares provisionales, conforme a lo previsto en el artículo 

11.2 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

e) Orden de redacción de las instrucciones particulares, en su caso. Asimismo, la redacción de instrucciones particulares podrá ordenarse por el órgano competente en cualquier momento posterior a la incoación, siempre que se incorporen al expediente antes del trámite de información pública o, en su caso, de audiencia. 

f) Orden de traslado al Ministerio competente en materia de protección del patrimonio histórico. 

2. En el supuesto de Bienes de Catalogación General:

  a) Identificación, descripción, localización, y justificación de los valores del bien. En el caso de actividades de interés etnológico se describirá, cuando proceda, su ámbito de desarrollo. 

b) Las medidas cautelares que, en su caso, se establezcan. 

3. En el supuesto de Bienes incluidos en el Inventario General de Bienes Muebles del Patrimonio Histórico Español: 

a) Identificación, descripción, localización y justificación de los valores del bien. 

b) Las medidas cautelares que, en su caso, se establezcan. 

c) Orden de traslado al Ministerio competente en materia de protección del patrimonio histórico 

 Artículo 14. Instrucción del procedimiento para la inscripción de los Bienes de Interés Cultural. 
1. En los supuestos de Monumentos, Jardines Históricos y Bienes Muebles se notificará la incoación del procedimiento a las personas cuyos derechos sobre dichos bienes, reconocidos en fuentes de acceso público, puedan verse afectados. 

La notificación personal será sustituida por la publicación a que alude el artículo 12.4 del presente reglamento en el caso de personas titulares de derechos afectados por la concreción del entorno de Monumentos y Jardines Históricos. 

1.  En el resto de bienes inmuebles y actividades de interés etnológico, la incoación se notificará únicamente al municipio del término donde radiquen. 

2. Tras la incoación y antes de los trámites de información pública, en su caso, y audiencia, se requerirá informe favorable de alguno de los órganos consultivos  reconocidos en la Ley 14/2007, de Patrimonio Histórico de Andalucía. 

Artículo 15. Información pública y audiencia en los procedimientos de inscripción de Bienes de Interés Cultural. 
1. En el procedimiento para la inscripción de Bienes de Interés Cultural que tengan naturaleza inmueble, así como en el caso de actividades de interés etnológico, se acordará, tras la emisión de informe favorable del órgano consultivo, la apertura de un trámite de información pública, que se prolongará por espacio de veinte días naturales y se anunciará oportunamente en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

2. Cuando se trate de Bienes de Interés Cultural de naturaleza inmueble 

o de actividades de interés etnológico, se dará audiencia a los Ayuntamientos y organismos públicos afectados, por espacio de diez días. Este trámite de audiencia se podrá desarrollar simultáneamente al de información pública, debiendo constar en el expediente, en su caso, las instrucciones particulares, conforme a lo establecido en el artículo 11.2 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

3. Asimismo, en las inscripciones como Monumentos y Jardines Históricos se ampliará dicho trámite de audiencia a los particulares directamente afectados en sus derechos. La notificación personal del trámite de audiencia será sustituida por la publicación a que alude el artículo 12.4 del presente reglamento en el caso de personas titulares de derechos afectados por la concreción del entorno de Monumentos y Jardines Históricos. 

4. Para la inscripción de Bienes de Interés Cultural de naturaleza mueble sólo será preceptivo el trámite de audiencia a los particulares directamente afectados, en las mismas condiciones que expresa el apartado anterior. 

Artículo 16. Incoación, Información pública y audiencia en los procedimientos de inscripción de Bienes de Catalogación General. 
1. La incoación del procedimiento para la inscripción de Bienes de Catalogación General que tengan naturaleza inmueble, así como en el caso de actividades de interés etnológico, será notificada únicamente al Ayuntamiento del término donde radiquen los bienes o actividades. 

2. Tras la incoación se requerirá informe favorable de órgano consultivo y, emitido éste, se ordenará la apertura de un trámite de información pública, por espacio de veinte días naturales, que se anunciará en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

3. En los supuestos a que se refiere el apartado anterior se dará audiencia a los Ayuntamientos en cuyos términos municipales radiquen el bien o la actividad. Este trámite se podrá desarrollar simultáneamente al de información pública, prolongándose por espacio de diez días. En la inscripción de bienes inmuebles individualizados se dará, además, dicho trámite de audiencia a los particulares directamente afectados en sus derechos. La duración de este trámite será la misma del apartado anterior. 

4. Para la inscripción de Bienes de Catalogación General de naturaleza mueble se procederá a la notificación de la resolución de incoación a los particulares directamente afectados en sus derecho, tras la que se requerirá informe favorable de órgano consultivo, antes de proceder a otorgar un trámite de audiencia a los mismos, en las mismas condiciones y plazo que expresa el apartado anterior. 

Artículo 17. Otros Informes y alegaciones. 
1.  Durante la tramitación del procedimiento de inscripción, podrán recabarse asimismo otros informes que, en atención a las circunstancias del caso, se estimen procedentes. 

2.  Las alegaciones e informes recibidos se unirán al expediente y serán objeto de consideración para la redacción de la resolución. 

Artículo 18. Resolución. 
1. La resolución del procedimiento de inscripción en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz corresponderá: 

a) Al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía cuando se trate de Bienes de Interés Cultural. 

b) A la persona titular de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico cuando se trate de la inscripción de Bienes de Catalogación General. 

2. La resolución será objeto de publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. En todo caso, incluirá la delimitación y descripción del bien objeto de catalogación. Cuando se trate de Bienes de Interés Cultural de naturaleza inmueble se incluirá, en su caso, la delimitación y justificación del entorno afectado, así como la descripción de los bienes muebles y actividades que por su íntima vinculación con el inmueble deban quedar adscritos a los mismos. 

1.  En el supuesto de Bienes de Interés Cultural, la resolución incluirá, en su caso, el texto íntegro de las instrucciones particulares correspondientes. 

2.  Las personas titulares de las Delegaciones Provinciales de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico remitirán al Registro de la Propiedad correspondiente una certificación acreditativa de la inscripción de los Bienes de Interés Cultural de naturaleza inmueble en el Catálogo General, instando la inclusión de los mismos en dicho Registro, que será gratuita de acuerdo con lo previsto en el artículo 12.1 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. Las personas responsables de estos Registros adoptarán en todo caso las medidas oportunas para asegurar la efectividad de dicha inscripción. 

3.  Conforme a lo previsto en la normativa estatal, de las inscripciones y anotaciones preventivas de los Bienes de Interés Cultural se dará traslado a la Administración General del Estado, para su constancia en el Registro correspondiente. 

Artículo 19. Inscripción en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz de bienes del Inventario General de Bienes Muebles del Patrimonio Histórico Español. 
1.  Sin perjuicio de lo dispuesto en la normativa estatal, en los procedimientos para la inscripción de bienes en el Inventario General de Bienes Muebles del Patrimonio Histórico Español se seguirán los trámites y requisitos previstos en este Reglamento para los Bienes de Catalogación General que tengan naturaleza mueble, salvo la competencia para resolver el procedimiento, que corresponderá a la persona titular de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico. 

2.  De las inscripciones y anotaciones preventivas de los bienes en el Inventario General de Bienes Muebles del Patrimonio Histórico Español se dará traslado por la persona titular de la Dirección General competente a la Administración General del Estado, para su constancia en dicho instrumento y a los efectos que prevén los artículos 24 y siguientes del Real Decreto 111/1986, de 10 de enero, de desarrollo parcial de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, en la redacción dada por el Real Decreto 64/1994, de 21 de enero. 

Artículo 20. Caducidad del procedimiento. 
1. En los supuestos de Monumentos y Jardines Históricos, transcurridos dieciocho meses desde la fecha de incoación del procedimiento sin haberse dictado y notificado resolución expresa, se entenderá caducado el expediente, procediéndose a la cancelación de la anotación preventiva y cesando el régimen de protección cautelar que resultara aplicable. Los efectos de la caducidad serán los previstos en la legislación general reguladora del procedimiento administrativo común. 

En el resto de supuestos de inscripción de bienes inmuebles y actividades de interés etnológico como de interés cultural, así como los bienes inmuebles y actividades de interés etnológico de Catalogación General, el plazo a que se refiere el apartado anterior, será de doce meses. 

En el caso de bienes muebles, el plazo para resolver el procedimiento, será de seis meses, en todos los supuestos, excepto en la inscripción como Bien de Interés Cultural que será de doce meses. 

2. Declarada la caducidad del procedimiento, éste no podrá volver a iniciarse en los tres años siguientes, salvo a instancia del titular del bien o de al menos dos instituciones consultivas no dependientes de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

Artículo 21. Instrucciones particulares. 
1.  Las instrucciones particulares concretarán, si procede, para cada Bien de Interés Cultural y su entorno, la forma en que deben materializarse las obligaciones generales previstas en la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía y en el presente Reglamento para las personas propietarias, titulares de derechos o simples poseedoras de dichos bienes. 

2.  El contenido de las instrucciones particulares, se adecuará, en cada caso, a las características de los bienes inscritos, determinando las cautelas necesarias y específicas para la idónea protección, conservación, investigación y difusión del mismo. 

3. Dichas instrucciones se determinarán de acuerdo con las características del bien o bienes inscritos y se ajustarán a los siguientes contenidos, total o parcialmente: 

a) Estudios y condicionantes previos a la intervención. 

b) Intervenciones, elementos y materiales que pueden ser aceptables y aquellos otros expresamente prohibidos. 

c) Usos y actividades que pueden ser aceptables y aquellos otros expresamente prohibidos. 

d) Actuaciones de mantenimiento y escasa entidad que podrán ser eximidas de la presentación del proyecto de conservación, aunque quedarán sujetas a la obligación de información previa a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico 

e) Recomendaciones para la salvaguarda, mantenimiento y custodia de las actividades de interés etnológico y del patrimonio inmaterial. 

f) Medidas a adoptar para preservar el bien de acciones contaminantes de todo tipo y de variaciones atmosféricas, térmicas o higrométricas. 

g) Medidas a adoptar para evitar la contaminación visual o perceptiva. 

h) Régimen de investigación y técnicas de análisis que resulten adecuadas o contraproducentes.  

i) Determinación de las reproducciones o análisis susceptibles de producir algún tipo de riesgo para el bien y que, en consecuencia, quedan sujetos al régimen de autorización tanto de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico como del titular del bien. 

j) Señalamiento de los inmuebles a cuyas transmisiones pueda aplicarse el derecho de tanteo y retracto. 

k) Cualquier otra determinación, consecuencia de los deberes de conservación, mantenimiento y custodia que se considere necesario matizar o concretar. 

1.  Las instrucciones particulares que, en su caso, se establezcan serán susceptibles de aplicación tanto para el bien o bienes inscritos de interés cultural, como para los bienes muebles y actividades adscritas a los mismos, entornos y ámbitos de desarrollo de las actividades de interés etnológico que se incluyan en los procedimientos. 

2. La entrada en vigor de las instrucciones particulares se producirá con la inscripción del bien de interés cultural en el Catálogo General de Patrimonio Histórico. Su revisión se realizará con arreglo a los mismos trámites seguidos para su aprobación. 

Artículo 22. Cancelación. 
1. La cancelación de inscripciones en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz se tramitará siguiendo el mismo procedimiento establecido para la inscripción, correspondiendo la resolución al mismo órgano que resolvió sobre esta última. En todo caso, será preceptivo el informe favorable de alguno de los órganos consultivos reconocidos en la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, en términos similares a los previstos por el artículo 9.6 de dicha Ley. 

2. La resolución de cancelación será notificada, cuando corresponda, al Registro de la Propiedad y a los demás órganos y registros que, en cada caso, resulte procedente. 

3.  En el supuesto de que se hayan concedido ayudas a los titulares de los bienes catalogados, no podrá hacerse efectiva la cancelación de la inscripción en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz a instancia de dichos titulares hasta tanto éstos no hayan dado cumplimiento a las obligaciones derivadas de tales ayudas. 

Sección 3ª Efectos de la inscripción 
Artículo 23. Efectos. 
1.  La inscripción de un bien en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz determinará la aplicación de los procedimientos y medidas de protección previstos en la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía y en el presente Reglamento. 

2.  La inscripción de Bienes de Interés Cultural les hará gozar de una singular protección y tutela, de acuerdo con lo previsto en la legislación y en las instrucciones particulares que, en su caso, se establezcan conforme a los artículos 11 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía y 21 de este Reglamento. 

3.  La inscripción de bienes de catalogación general supondrá la aplicación de las normas previstas en la Ley y en el presente Reglamento. 

4.  La inscripción de bienes del Inventario General de Bienes Muebles del Patrimonio Histórico Español supondrá la aplicación del régimen jurídico establecido para dicho Inventario en la Ley 16/1985, de 25 de junio, de Patrimonio Histórico Español o la normativa que la sustituya, así como de las normas previstas en la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, en el presente Reglamento y en sus disposiciones de desarrollo. 

5.  La anotación preventiva de un bien en el Catálogo determinará la aplicación provisional del régimen de protección que le corresponda en función de la clase de inscripción promovida y, en su caso, las medidas cautelares que se establezcan. 

CAPÍTULO II 
Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico Andaluz 
Sección 1ª Principios generales 
Artículo 24. Definición y objetivos. 
1.  El Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico Andaluz tiene por objeto facilitar la identificación de los bienes inmuebles, así como los espacios vinculados a actividades de interés etnológico que, por razón de sus valores, deban ser reconocidos como integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz. No formarán parte de este Inventario los bienes que se inscriban en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz. 

2. Corresponde a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, a través de la Dirección General correspondiente, la formación, conservación y difusión de este Inventario, así como establecer las normas para la gestión, consulta y acceso al mismo. 

Artículo 25. Contenido. 
1. Se integrarán en el Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico Andaluz aquellos bienes inmuebles, así como espacios vinculados a actividades de interés etnológico que, en virtud de resolución de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico, sean reconocidos como integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz. 

2.  También forman parte de este Inventario los bienes inmuebles, así como los espacios vinculados a actividades de interés etnológico que se hallen incluidos en los Catálogos urbanísticos de los municipios de la Comunidad Autónoma de Andalucía, una vez que los mismos hayan sido incluidos en el registro administrativo previsto en la legislación urbanística andaluza. 

Sección 2ª Inclusión de bienes 
Artículo 26. Procedimiento de inclusión de bienes inmuebles y espacios vinculados a actividades de interés etnológico mediante resolución de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico. 
1.  Para la inclusión en este Inventario de bienes inmuebles y espacios vinculados a actividades de interés etnológico, será necesario que se acredite la concurrencia de alguno de los valores a que se refiere el artículo 2 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

2.  La inclusión en el Inventario se realizará siempre de oficio. Cualquier persona física o jurídica podrá instar dicha inclusión, mediante solicitud suficientemente razonada en la que se identifique de forma precisa el bien cuya inclusión se pretende. La solicitud se entenderá desestimada si transcurren tres meses desde su presentación sin haberse dictado y notificado la correspondiente resolución expresa por la que se acuerde la inclusión del bien. 

3.  La persona titular de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico dictará resolución motivada por la que, si procede, y previa valoración de la documentación justificativa, acordará la inclusión del bien inmueble o espacio vinculado a actividades de interés etnológico en el Inventario. Dicha resolución contendrá, al menos, la identificación, descripción y localización de los bienes inmuebles o espacios vinculados a actividades de interés etnológico reconocidos. 

4.  La resolución se publicará en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y se notificará al Ayuntamiento correspondiente, a los efectos de la inclusión del bien inmueble o espacio vinculado a actividades de interés etnológico en el catálogo urbanístico del municipio. 

Artículo 27. Procedimiento de inclusión de bienes inmuebles y espacios vinculados a actividades etnológicas contenidos en los catálogos urbanísticos. 
1. Se incluirán en el Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico Andaluz todos aquellos bienes inmuebles y espacios vinculados a actividades de interés etnológico contenidos en los catálogos urbanísticos e inscritos en el registro administrativo que, a estos efectos, prevé la legislación urbanística andaluza. 

2.  Una vez inscritos los inmuebles y espacios en el registro que prevé la legislación urbanística, el órgano encargado del mismo dirigirá comunicación individualizada a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico, haciendo constar el inmueble o espacio objeto de inscripción y todos los datos necesarios para su completa descripción e identificación, incluyendo la indicación expresa del nivel de protección asignado por el catálogo o instrumento urbanístico y los aspectos fundamentales de su régimen jurídico. Esta comunicación deberá efectuarse en el plazo de un mes, a contar desde la inscripción del inmueble o espacio en el registro aludido. 

Sección 3ª Efectos Artículo 28. Obligaciones para los municipios. 
1. Los municipios, cuando elaboren o modifiquen sus catálogos urbanísticos, incluirán necesariamente en los mismos aquellos bienes inmuebles y espacios vinculados a actividades de interés etnológico del Inventario, reconocidos por resolución de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico, que radiquen en su término municipal. 

2.  A tales efectos, con carácter previo a la redacción de los catálogos urbanísticos o instrumentos de finalidad análoga, así como cuando haya de procederse a su modificación, actualización o revisión, los Ayuntamientos dirigirán consulta a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico para que ésta les informe de los bienes inmuebles y espacios vinculados a actividades de interés etnológicos situados en sus respectivos términos municipales que hayan sido incluidos en el Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico Andaluz en virtud de resolución expresa, conforme a lo previsto en los artículos 13.2, primer párrafo, de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, de Patrimonio Histórico de Andalucía y a lo expuesto en el apartado anterior . 

Artículo 29. Exclusión de bienes del Inventario. 
1. El procedimiento para la exclusión de un bien inmueble o espacio vinculado a actividades etnológicas en el Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico Andaluz será el mismo que para su inclusión. 

2. La inclusión de bienes inmuebles o espacios vinculados a actividades de interés etnológico en el Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico Andaluz mediante resolución de Dirección General competente en materia de patrimonio histórico determina la imposibilidad, para los municipios, de proceder a la descatalogación urbanística de los mismos sin que previamente haya sido anotada su baja en dicho Inventario. 

3. La conclusión del procedimiento de inscripción de un bien en el Catálogo General del Patrimonio Histórico tiene como efecto directo la exclusión de dicho bien en el Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico Andaluz. 

Artículo 30. Régimen de protección. 
1. El régimen de protección de los bienes inmuebles y espacios incluidos en el Inventario a que se refiere este Capítulo será, en todo caso, el establecido por el respectivo catálogo urbanístico o instrumento equivalente. Concretamente, los incorporados por Resolución de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico tendrán el máximo nivel de protección de su catálogo correspondiente hasta que incluidos en él se les asigne el considerado adecuado a sus valores. 

2. Además de las obligaciones impuestas por la normativa urbanística y el planeamiento que les afecte, los bienes inventariados estarán también sujetos a las obligaciones generales que establece el artículo 14.1 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, de Patrimonio Histórico de Andalucía. 

3.  Los inmuebles situados en los conjuntos históricos que estén incluidos en los catálogos urbanísticos y formen parte del Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico Andaluz estarán sujetos al derecho de tanteo y retracto en los términos establecidos en este Reglamento. 

CAPÍTULO III Régimen jurídico 
Sección 1ª Obligaciones de las personas titulares 
Artículo 31. Obligaciones generales. 
1. Las personas propietarias, titulares de derechos o simples poseedoras de bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz, se hallen o no catalogados, tienen el deber de conservarlos, mantenerlos y custodiarlos de manera que se garantice la salvaguarda de sus valores. A estos efectos, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico podrá asesorar sobre aquellas obras y actuaciones precisas para el cumplimiento del deber de conservación. 

2. Las personas propietarias, titulares de derechos o simples poseedoras de bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, además de estar obligadas a su conservación, mantenimiento y custodia, deberán permitir su inspección por las personas y órganos competentes de la Junta de Andalucía, su estudio por las personas investigadoras acreditadas por la misma, así como facilitar la información que pidan las Administraciones Públicas competentes sobre el estado de los bienes y su utilización. 

Artículo 32. Investigación. 
1. Las personas propietarias, titulares de derechos o simples poseedoras de bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, deberán permitir su estudio por los investigadores acreditados, previa solicitud razonada de éstos. 

2. Las personas investigadoras a las que no se permitiera el acceso a los bienes inscritos podrán dirigirse a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico exponiendo las circunstancias del hecho y solicitando su intervención. 

3. La Dirección General, si estima fundada la solicitud, se dirigirá a la persona propietaria, titular de derechos o simple poseedora del bien, para que en el plazo de 10 días presente cuantas alegaciones estime oportunas. 

4. Una vez examinadas las alegaciones, la Dirección General dictará resolución fundada que deberá notificar tanto a la persona investigadora como a la persona propietaria, titular de derechos o poseedora del bien. 

5. Si la resolución fuese favorable a la persona investigadora, contendrá un requerimiento fijando el período de tiempo en que deberá permitirse el acceso al bien para su estudio. Si el bien fuera de naturaleza mueble, la persona propietaria, titular de derechos o poseedora podrá optar por depositarlo en un centro de carácter público durante el tiempo necesario para su estudio. 

6. En el supuesto de que las personas titulares de los bienes se nieguen a permitir la investigación de los mismos o adopten medidas que en la práctica la imposibiliten, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico podrá adoptar medidas de ejecución forzosa siguiendo el procedimiento establecido en este Reglamento. 

7. El estudio de los bienes se llevará a cabo siempre de tal manera que quede garantizada la seguridad e integridad de los mismos. La utilización de técnicas de análisis o de reproducción que puedan llevar aparejado riesgo para el bien deberán ser autorizada expresamente por la persona titular del bien, así como por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

Artículo 33.  Visita pública gratuita a los Bienes de Interés Cultural. 
1. Conforme a lo previsto en el artículo 14.3 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, cuando se trate de Bienes de Interés Cultural, además de las obligaciones generales a que se refieren los artículos anteriores, las personas propietarias, titulares de derechos o simples poseedoras de los bienes deberán permitir la visita pública gratuita, durante al menos cuatro días al mes, en días y horario habitual previamente señalados. Esta visita comprenderá, en todo caso, el acceso y la contemplación de los bienes en su integridad, sin perjuicio, de la posibilidad de dispensa, total o parcial, regulada en los apartados siguientes.   

2. En el plazo de tres meses, contados a partir de la publicación de la inscripción del Bien de Interés Cultural en el Catálogo General, las personas propietarias, titulares de derechos o simples poseedoras, deberán presentar a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico una propuesta en la que se concreten días y horas de visita pública gratuita. Recibida dicha comunicación, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico resolverá de acuerdo a las circunstancias expuestas, teniendo en cuenta las características del bien protegido. Cualquier modificación del horario de la visita pública gratuita se ajustará a lo dispuesto anteriormente. 

3. Fijados el calendario y el horario, éstos se expondrán de forma permanente al público, en un lugar adecuado, accesible y visible desde el espacio público, que sea compatible con los valores del bien, utilizando medios que no perturben su contemplación, entorno o estética. 

4. En el caso de bienes muebles, se podrá acordar como obligación sustitutoria el depósito del bien en un lugar que reúna las adecuadas condiciones de seguridad y exhibición durante un período máximo de cinco meses cada dos años o, preferentemente, su préstamo temporal para exposiciones organizadas por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

5. Se podrá dispensar total o parcialmente del cumplimiento de la obligación de permitir la visita pública gratuita cuando concurra causa justificada, que deberá invocarse y acreditarse suficientemente por el interesado, ponderándose, en cada caso, las circunstancias existentes. 

Artículo 34. Inspección. 
1.  Corresponde a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, conforme a lo previsto en el Título XII del presente Reglamento, inspeccionar los bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz. 

2.  La inspección de bienes inscritos incluye la visita y el examen directo de los mismos, comprobación del cumplimiento de la legislación sobre patrimonio cultural o los actos dictados en aplicación de esta normativa por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, así como la constatación, en su caso, de situaciones de emergencia. Sin perjuicio de las demás facultades constituidas en el título XII del presente Reglamento. 

Sección 2ª Órdenes de ejecución 
Artículo 35. Órdenes de ejecución. 
1. En el supuesto de que, para garantizar la conservación, mantenimiento o custodia de los bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, resulte necesario llevar a cabo obras o actuaciones de cualquier tipo en los mismos, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, a la vista de los informes técnicos de los que se desprenda dicha necesidad, notificará a las personas propietarias de los bienes, titulares de derechos sobre los mismos o simples poseedoras, que puedan verse afectadas, las actuaciones que deben llevarse a cabo, su coste y plazo de ejecución. 

2. Recibida la notificación, las personas destinatarias de tales órdenes dispondrán de un mes para alegar cuantas razones estimen oportunas para liberarse de la ejecución en los términos previstos en el artículo 36 de este Reglamento, o manifestar su conformidad con las medidas propuestas. 

3. Transcurrido dicho plazo, y a la vista, en su caso, de las alegaciones recibidas, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico dictará resolución requiriendo a las personas propietarias, titulares de derechos o simples poseedoras que puedan verse afectadas, la ejecución de las actuaciones ordenadas. En dicha resolución se señalarán con detalle las actuaciones a realizar y se fijarán las condiciones y plazos en que deben llevarse a cabo. En el requerimiento a que hace referencia este párrafo se apercibirá expresamente a los titulares de que, en caso de incumplimiento, se procederá a la ejecución forzosa. 

4. En el supuesto de que las actuaciones acordadas no sean ejecutadas en los plazos o condiciones que se señalen, se procederá a la ejecución forzosa, bien mediante multa coercitiva o ejecución subsidiaria, sin perjuicio de la apertura del correspondiente expediente sancionador y del ejercicio, en su caso, de la potestad expropiatoria. 

5. En el supuesto de que se produzcan situaciones que entrañen riesgo grave para las personas o para los bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico podrá ordenar al propietario, o mero poseedor en su caso, la ejecución de actuaciones de emergencia encaminadas a eliminar dicho riesgo, poniéndolo en conocimiento del Ayuntamiento en cuyo término radique el bien, a fin de que tome las medidas cautelares correspondientes. En tal caso, los plazos previstos en los párrafos 1 y 2 de este artículo quedarán reducidos a la mitad. 

Artículo 36. Liberación de las órdenes de ejecución. 
1. Conforme a lo dispuesto en el artículo 15.2 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, las personas destinatarias de las órdenes de ejecución de obras o actuaciones obligatorias para la conservación, mantenimiento o custodia de bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, podrán liberarse de la carga impuesta siempre que las actuaciones ordenadas excedan del cincuenta por ciento del valor del bien y sus titulares ofrezcan a la Consejería, para ella misma o para un tercero, la transmisión de sus respectivos derechos sobre el indicado bien. 

2. La valoración del bien a efectos de la transmisión de derechos prevista en el párrafo anterior no podrá exceder del valor declarado por sus titulares para calcular su relación con el coste de las actuaciones a realizar. 

3. La oferta de transmisión de derechos deberán realizarla sus titulares, mediante escrito dirigido a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico dentro del plazo fijado para la iniciación de las actuaciones ordenadas. El precio de la transmisión será el resultado de detraer del valor total del bien el coste de las obras o actuaciones impuestas, actualizado en su cuantía al momento de la oferta. 

4. Recibida la oferta de transmisión, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico dispondrá de un mes para responder, durante dicho plazo no se suspenderá el cómputo de los plazos de ejecución previstos en el artículo anterior. 

5. En el supuesto de que la Consejería opte por no adquirir el bien ofrecido, la persona propietaria, titular o poseedora del bien vendrá obligada a adoptar únicamente aquellas previsiones cuyo coste no supere el cincuenta por ciento del valor del bien con arreglo a las prioridades señaladas en cada caso por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

Artículo 37. Multas coercitivas. 
1. En el caso de que las personas obligadas por las órdenes de ejecución no las realicen voluntariamente ni procedan a optar por las medidas indicadas en el artículo anterior, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico podrá imponer multas coercitivas cada mes en que se mantenga la situación de desobediencia, por importe máximo cada una de ellas del diez por ciento del coste de las obras o actuaciones impuestas. 

2. El importe de las multas coercitivas será exigible por la vía de apremio, siendo de aplicación en todo caso el régimen jurídico que, para este medio de ejecución forzosa, se establece en la legislación general de procedimiento administrativo común. 

3. El importe de las multas impuestas por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico en concepto de sanciones se destinarán a la conservación de los bienes integrantes del Patrimonio Histórico de los que sea titular la Comunidad Autónoma de Andalucía o que la misma gestione. 

Artículo 38. Ejecución subsidiaria. 
1.En el supuesto de que la Consejería competente en materia de patrimonio histórico opte por la ejecución subsidiaria de las actuaciones necesarias para la conservación, mantenimiento o custodia de los bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, conforme a lo previsto en el artículo 16 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, la autoridad u organismo actuante realizará las actuaciones, por sí o a través de las personas que determine, a costa del obligado. El importe de los gastos podrá exigirse antes de la ejecución, a reserva de la liquidación definitiva. 

1.  Terminada la ejecución de las actuaciones se girará la liquidación al titular del bien por el importe de las mismas, deduciendo, en su caso, las cantidades que hubiera ya satisfecho en concepto de adelanto. 

2. Las cantidades debidas tanto en concepto de adelanto como de liquidación final serán exigibles por la vía de apremio. En todo caso, el ejercicio de estas potestades se atendrá a los principios y requisitos que, a este respecto, expresa la legislación general de procedimiento administrativo común. 

3. En el supuesto de que no se realizara el pago a que se refiere el apartado primero de este artículo, las cantidades invertidas por la Administración serán deducibles del precio del bien siempre que la Administración lo adquiera, por tanteo, retracto o expropiación, con fines culturales dentro de los diez años siguientes a la fecha de liquidación del gasto. 

Sección 3ª Derechos de tanteo y retracto 
Artículo 39. Derecho de tanteo: notificación. 
1. Las personas propietarias o titulares de derechos sobre bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz que se propongan transmitir a título oneroso sus derechos sobre los mismos lo comunicarán por escrito a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico y a los Ayuntamientos en que los mismos se hallen radicados. Idéntica obligación recaerá sobre los subastadores que pretendan enajenar los bienes del patrimonio histórico. 

2. En la notificación se indicarán los datos relativos a la identificación fehaciente e individualiza del bien, así como el precio y las condiciones de la transmisión, en particular las relativas a la entrega y pago, y los datos del comprador. En caso de subasta, se harán constar los datos contenidos en el catálogo o documento que cumpla la información correspondiente. 

3. La notificación a la Consejería y al Ayuntamiento deberá realizarse con una antelación mínima de dos meses con respecto a la fecha propuesta para la transmisión. En el caso de enajenación mediante subasta se entenderá que la fecha propuesta para la transmisión es la asignada para la celebración de ésta, y su notificación se hará en un plazo de al menos siete días anteriores a su celebración, adjuntando el catálogo o documento en el que figuren los datos expresados en el apartado anterior. En el caso de subasta por medios electrónicos, se estará a lo dispuesto en la legislación sectorial aplicable, siendo el plazo de notificación igualmente de siete días. 

Artículo 40. Derecho de tanteo: ejercicio. 
1. Recibida la notificación a que hace referencia el artículo anterior, la Consejería o el Ayuntamiento podrán ejercer durante el plazo de dos meses el derecho de tanteo, notificándolo a los interesados en dicho plazo. La resolución o acuerdo por el que se ejercite el derecho de tanteo será objeto de publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. A efectos de cómputo de plazos se considerará la fecha de la notificación a los interesados. 

2. A fin de coordinar las iniciativas de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico con las de los Ayuntamientos, podrán éstos, en el plazo de un mes a partir de la recepción de la notificación de la persona titular del bien, comunicar a dicha Consejería su interés por la adquisición del mismo. Recibida la comunicación del Ayuntamiento, la Consejería dispondrá de quince días para manifestar su renuncia a la preferencia que le corresponde con arreglo al artículo 17.6 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

3. Cuando la enajenación se lleve a cabo mediante subasta pública el derecho de tanteo se ejercerá mediante comparecencia en la misma. En el momento de adjudicarse el remate, el representante de la Consejería o del Ayuntamiento correspondiente hará constar el propósito de la Administración y quedará en suspenso la adjudicación del bien por espacio de siete días, en el curso de los cuales deberá comunicarse al subastador de forma fehaciente el ejercicio del derecho de tanteo. 

4. En el supuesto de que se optara por ejercitar el derecho de tanteo, el precio de transmisión será el indicado en la notificación a que se refiere el apartado segundo de este artículo o, en el caso de subasta, el precio de remate. Cuando la subasta se declare desierta se tomará como precio el de salida. A dicho precio se sumarán los gastos que debiera soportar el adquirente conforme a la legislación sectorial aplicable. 

5. El plazo máximo para el abono del precio será de dos ejercicios económicos, contados desde la fecha de la transmisión, salvo acuerdo expreso con los interesados. 

6. Conforme al artículo 17.3 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico podrá ejercer el derecho de tanteo para sí o para entidades locales, entidades de derecho público o entidades privadas sin ánimo de lucro que tengan una destacada finalidad cultural, previa iniciativa o aceptación de las mismas. En el supuesto de que la citada Consejería ejercite el tanteo en beneficio de otras Administraciones o entidades, el documento público en que se formalice la transmisión se otorgará directamente a nombre de estas últimas. En tales casos, la Consejería o la entidad beneficiaria quedarán obligadas a abonar el precio por el que se iba a enajenar el bien de que se trate. 

Artículo 41. Derecho de retracto. 
1. La Consejería competente en materia de patrimonio histórico, o el Ayuntamiento del municipio en cuyo término municipal se halle radicado el bien objeto de transmisión, podrán ejercitar el derecho de retracto cuando concurra cualquiera de las siguientes circunstancias: 

a) Cuando no se produzcan las notificaciones previas a que se refiere el artículo 39 o se haga defectuosamente. 

b) Cuando la transmisión se realice antes de transcurrir el plazo de dos meses señalado en el artículo 40 para el ejercicio del derecho de tanteo. 

c) Cuando la transmisión se produzca por precio o condiciones distintos de los indicados en las notificaciones. 

d) Cuando se produzca una transmisión a título oneroso encubierta mediante negocio simulado, una vez que se haya ejercitado la oportuna acción de nulidad. 

2. El plazo para el ejercicio del derecho de retracto será de seis meses a partir de la fecha en que se tenga conocimiento explícito y fehaciente de la transmisión. 

3. El ejercicio del derecho de retracto corresponde preferentemente a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico y, en su defecto, al Ayuntamiento donde se halle radicado el bien sobre el que verse la transmisión. Los Ayuntamientos interesados en el ejercicio del derecho de retracto lo pondrán en conocimiento de la citada Consejería en el plazo de un mes, con el fin de que la misma pueda, en idéntico plazo, expresar su voluntad de ejercer el derecho prioritario reconocido por el artículo 17.6 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

4. El precio de adquisición en el supuesto de ejercicio del derecho de retracto será el incluido en la notificación en el supuesto de que ésta se haya producido, o el que conste en el documento de transmisión cuando no haya existido tal notificación, o sea menor que el precio notificado. En el caso de que no exista o no se presente documentación acreditativa del precio de transmisión, se procederá a la tasación contradictoria del bien aplicando las reglas previstas para la expropiación forzosa de bienes del patrimonio histórico. 

5. A efectos de ejercer el derecho de retracto, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que tenga conocimiento de la transmisión, abrirá el correspondiente expediente y notificará al adquirente para que comparezca y, en el plazo de diez días, formule las alegaciones que considere oportunas. Dentro del plazo de seis meses previsto en el artículo 17.4 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, la Consejería citada adoptará la resolución correspondiente y la pondrá en conocimiento de los interesados, ordenándose además la publicación en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía». Idénticos plazos serán de aplicación a los Ayuntamientos para el ejercicio de este derecho. 

6. La Consejería competente en materia de patrimonio histórico podrá ejercer el derecho de retracto para sí o para entidades locales y otras entidades de derecho público o entidades privadas sin ánimo de lucro que tengan una destacada finalidad cultural, siendo de aplicación a estos efectos lo previsto en el apartado sexto del artículo anterior. 

Artículo 42. Inmuebles en ámbitos protegidos. 
1.  En el caso de la tipología recogida en el artículo 25 de la Ley Patrimonio Histórico de Andalucía, el ejercicio de los derechos de tanteo y retracto se limitará a los inmuebles individualmente inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz y, en su caso, a los señalados a estos efectos en las instrucciones particulares. 

2.  Asimismo, tales derechos se podrán ejercitar sobre los inmuebles que, estando situados dentro de un Conjunto Histórico, se hallen incluidos en los catálogos urbanísticos y formen parte a su vez del Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico Andaluz. 

Artículo 43. Custodia de bienes muebles. 
Cuando se trate de bienes muebles, o de elementos o fragmentos de inmuebles que sean desplazables, y la Consejería competente en materia de patrimonio histórico considere que existe riesgo de desaparición, destrucción o deterioro de los mismos, tales bienes podrán quedar bajo su custodia o la del Ayuntamiento que haya ejercido el derecho, en el lugar que se designe a estos efectos, debiendo hacerlo constar así en el acuerdo de inicio del procedimiento para el ejercicio de los derechos de tanteo o retracto, que será notificado a los interesados.  

Sección 4ª Expropiaciones 
Artículo 44. Expropiación por incumplimiento de obligaciones. 
La expropiación de bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz o de derechos sobre los mismos por causa de interés social, prevista en el artículo 18.1 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, exigirá la previa constatación de incumplimiento de obligaciones por parte de las personas propietarias, poseedoras o titulares de derechos, que se realizará mediante resolución motivada, a la vista de los informes técnicos que procedan. 

Artículo 45. Expropiaciones para conservación o mejora. 
1.  La Consejería competente en materia de patrimonio histórico, o los Ayuntamientos de los municipios en que radiquen los bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico, podrán ejercer la potestad expropiatoria para posibilitar la contemplación de los mismos, facilitar su conservación o eliminar usos incompatibles u otras circunstancias que atenten contra los valores o la seguridad de dichos bienes, en los términos del artículo 18.2 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

2.  A estos efectos, se consideran de interés social las obras y adquisiciones necesarias para lograr las finalidades indicadas en el apartado anterior. 

Artículo 46. Ejercicio de la potestad expropiatoria por las entidades locales. 
1.  Para poder ejercer la potestad expropiatoria prevista en el artículo 18 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, las entidades locales deberán solicitarlo con carácter previo, notificando su propósito a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, al objeto de que ésta pueda manifestar su intención de ejercer por sí misma la potestad expropiatoria que le otorga el artículo 18.2 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

2.  Transcurrido un plazo de dos meses desde el recibo de la comunicación a la que se refiere el apartado anterior sin pronunciamiento expreso de dicha Consejería o a partir del momento en el que ésta renuncie a ejercer su potestad, la entidad local podrá iniciar el expediente expropiatorio con arreglo a lo previsto en la legislación de expropiación forzosa. 

CAPÍTULO IV Contaminación visual o perceptiva 
Artículo 47. Definición. 
Se entiende por contaminación visual o perceptiva, conforme a lo previsto en el artículo 19 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, aquella intervención, uso o acción en el bien o su entorno de protección que degrade los valores de un bien inmueble integrante del Patrimonio Histórico Andaluz y toda interferencia que impida o distorsione su contemplación. 

Artículo 48. Obligaciones para los municipios. 
1.  Los municipios en los que se encuentren bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz deberán recoger, en el planeamiento urbanístico o en las ordenanzas municipales de edificación y urbanización, medidas que eviten su contaminación visual o perceptiva. 

2.  Las medidas tendentes a evitar la contaminación visual o perceptiva comprenderán, al menos, el control de los siguientes elementos: 

a) Las construcciones o instalaciones de carácter permanente o temporal que por su altura, volumetría o distancia puedan perturbar su percepción. 

b) Las instalaciones necesarias para los suministros, generación y consumo energéticos. 

c) Las instalaciones necesarias para telecomunicaciones. 

d) La colocación de rótulos, señales, vallas y publicidad exterior. 

e) La colocación del mobiliario urbano, incluidos toldos, veladores, quioscos y demás elementos análogos. 

f) La ubicación de elementos destinados a la recogida de residuos urbanos. 

g) Cualesquiera otros elementos o actuaciones que puedan distorsionar o incidir negativamente en la percepción, disfrute, contemplación o integridad de los bienes inmuebles inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, poniendo en riesgo de algún modo los valores protegidos. 

1. Dichas medidas se regularán en el planeamiento urbanístico municipal o en las ordenanzas de edificación y urbanización, y se establecerán de forma concreta y pormenorizada en el caso de ámbitos espaciales protegidos conforme a los artículos 25 y 28 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

2. A los efectos indicados en este artículo, los catálogos urbanísticos incorporarán, de forma individualizada para cada bien, las medidas específicas de descontaminación visual o perceptiva que resulten necesarias para su protección. 

Artículo 49. Planes de descontaminación visual o perceptiva. 
1. Los planes de descontaminación a que se refiere la Disposición Transitoria Tercera de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía se ajustarán al siguiente contenido: 

a) Memoria de información, que constará al menos de: 

1º.- Estudios previos sobre el estado actual, planeamiento urbanístico, movilidad, paisaje urbano y otros estudios, según el caso, en relación con los bienes y sus entornos existentes en el ámbito del plan. 

2º.- Análisis general e individual de los elementos susceptibles de producir deterioro, así como su afección al patrimonio histórico. 

3º.-Diagnóstico, en el que deberá tenerse en cuenta de forma especial la incidencia de nuevos sistemas generales, suelos vacantes y posibles nuevas edificaciones en relación con el patrimonio histórico. 

b) Memoria de ordenación, que incluirá: 

1º.-Medidas y actuaciones de corrección de elementos que inciden negativamente en el patrimonio histórico. 

2º.- Normativa de control y de prevención.  

3º.- Propuesta, en su caso, de modificación de planeamiento urbanístico, otros planeamientos sectoriales u ordenanzas. 

c) Estudio económico-financiero del coste de las actuaciones propuestas en el plan. 

d) Cronograma y fases de ejecución. 

1. Una vez elaborado y aprobado por el órgano municipal correspondiente, el plan de descontaminación visual o perceptiva se remitirá a la Consejería competente en materia de Patrimonio Histórico, que resolverá sobre el mismo en el plazo máximo de seis meses. Transcurrido dicho plazo sin que haya recaído resolución expresa, el plan se entenderá aprobado, debiendo el municipio proceder a su aplicación y cumplimiento. 

2.  Cuando el plan sea informado desfavorablemente se procederá a su corrección según los términos del informe emitido, volviendo a realizar la tramitación recogida en el apartado anterior. 

Artículo 50. Obligación de retirada de instalaciones y elementos causantes de contaminación visual o perceptiva. 
1.  Las personas o entidades titulares de instalaciones o elementos causantes de contaminación visual o perceptiva, y a los que se refiere el artículo 19 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, de Patrimonio Histórico de Andalucía, estarán obligadas a retirarlos en el plazo de seis meses cuando se extinga su uso. 

2.  Las autoridades municipales velarán por que se cumpla la previsión del apartado anterior, debiendo utilizar para ello los medios de ejecución forzosa que les atribuyen las leyes, incluida, en su caso, la ejecución subsidiaria si no se produjera la retirada voluntaria, en el plazo indicado, de las instalaciones o elementos por parte de las personas o entidades obligadas a ello. 

3.  Lo dispuesto en el apartado anterior también será de aplicación a aquellas instalaciones o elementos preexistentes que, conforme a lo establecido en el párrafo segundo de la Disposición Transitoria Tercera de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, de Patrimonio Histórico de Andalucía, deban ser retirados en el plazo de tres años a partir de la entrada en vigor de dicha Ley. 

CAPÍTULO V Cartas Patrimoniales 
Artículo. 51. Definición y objetivos. 
1.- La Carta Patrimonial es un instrumento técnico de evaluación y diagnóstico de todos los bienes de la cultura, materiales e inmateriales, que revelen interés artístico, histórico, arqueológico, etnológico, científico o industrial, incluidas las particularidades lingüísticas. 

La Carta Patrimonial podrá atender a todas las tipologías de bienes de la cultura presentes en un territorio, o bien exclusivamente a una sola de ellas.  

2. El ámbito de estudio y aplicación de una carta patrimonial podrá ser tanto municipal, como supramunicipal. 

3.- Los objetivos básicos de las Cartas Patrimoniales son: identificar, caracterizar y evaluar, en su estado actual, los bienes del Patrimonio Histórico; diagnosticar las actuaciones que, en un futuro próximo, incidan o puedan incidir sobre su conservación; establecer directrices sobre el tratamiento preventivo de dichos elementos o bienes patrimoniales dentro de todos los procesos de transformación territoriales y urbanos; y proponer distintas actuaciones que permitan proteger, conservar, investigar y hacer accesible este patrimonio a la ciudadanía. 

4.- Corresponde a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico fomentar la redacción de estos documentos y su aplicación a través de los instrumentos normativos y administrativos adecuados; así como su coordinación interadministrativa. 

Artículo. 52. Contenido. 
1.- Las Cartas  Patrimoniales contendrán, como mínimo, los siguientes apartados: 

a) Justificación del ámbito de actuación y antecedentes. 

b) Programa de trabajo, que incluirá información general del ámbito de 

estudio y de su situación histórica y territorial, así como la 

actualización de las fuentes susceptibles de información aplicables a los 

bienes culturales objeto de estudio. 

c) Delimitación de ámbitos de análisis, diagnóstico, elementos de riesgo, 

protección y conservación. 

d) Propuesta de acciones para mejorar y favorecer la tutela y la gestión de 

los bienes culturales. 

2.- Estos contenidos se podrán ampliar o desarrollar mediante Orden de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

Artículo 53. Redacción y tramitación de las Cartas Patrimoniales. 
1.- Al objeto de coordinar y supervisar la redacción del documento se constituirá, en cada caso, una comisión de seguimiento integrada por representantes designados por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico y por las otras instituciones o administraciones implicadas. 

2.- Una vez finalizada la redacción, la Carta Patrimonial será validada y aprobada por la persona titular de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico, cuya resolución, en su caso, determinará los aspectos vinculantes de la misma. 

3.- La carta Patrimonial podrá actualizarse a propuesta de alguna de las instituciones implicadas. 

Artículo 54. Efectos de la aprobación de las Cartas Patrimoniales. 
1.- La Consejería competente en materia de patrimonio histórico procederá a la inscripción en el Catálogo General de Patrimonio Histórico Andaluz, o su inclusión en el Inventario de Bienes Reconocidos, según proceda, de aquellos bienes del patrimonio histórico identificados por la Carta. 

2.- La Consejería competente en materia de patrimonio histórico tendrá en consideración el contenido de la Carta, a la hora de informar los instrumentos de ordenación y planes con incidencia patrimonial, los procedimientos de prevención y control ambiental y las actuaciones previstas sobre inmuebles o actividades etnológicas. 

3.- Los instrumentos de ordenación territorial o urbanística, así como los planes o programas sectoriales, establecerán ordenaciones compatibles con la conservación de los bienes del patrimonio histórico identificados en la Carta. 

TÍTULO II 
CONSERVACIÓN Y RESTAURACIÓN 
CAPÍTULO I Disposiciones generales 
Artículo 55. Intervenciones en el Patrimonio Histórico Andaluz. 
La realización de cualquier intervención sobre bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz exigirá la elaboración de un Proyecto de Conservación, y requerirá autorización o comunicación previa a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, conforme al procedimiento establecido en los artículos 87, 88, 103 y 104 del presente Reglamento.  

Artículo 56. Criterios y metodología. 
1.  Las actuaciones que se realicen sobre bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz deberán respetar los criterios establecidos en el artículo 20 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, y emplear una metodología basada en el conocimiento del bien, por lo que se asegurará que el estudio de éste y el diagnóstico de su estado se realicen de forma previa a la fase de intervención. Todo el proceso quedará fielmente documentado y disponible para su consulta de acuerdo con la normativa vigente. 

2. Las administraciones públicas velarán por el cumplimiento de esta metodología en las intervenciones sobre los bienes del Patrimonio Histórico. 

3.  Las intervenciones en los bienes o conjunto de bienes cuyo conocimiento y conservación revistan especial complejidad se basarán en un Plan Director o instrumento equivalente que ordene las actuaciones relativas a la tutela del bien y, al menos, las relativas a investigación y conservación, y establezca las prioridades en los estudios y actividades a realizar y la estrategia de intervención en el bien. La Consejería competente en materia de 

patrimonio histórico podrá dictar instrucciones para regular el contenido mínimo de dichos Planes o instrumentos. 

Artículo 57. Consulta y asesoramiento. 
1. En cualquier momento con anterioridad a la solicitud de autorización 

o a la comunicación previa, el interesado podrá solicitar asesoramiento a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico sobre la intervención prevista, de acuerdo con el artículo 14.1 de la ley 14/2007, de 26 de noviembre, pudiendo acompañar la solicitud de la documentación técnica que estime conveniente. 

1.  En respuesta a esta solicitud de asesoramiento, la citada Consejería informará al interesado de cuantos antecedentes, estudios y documentación técnica disponga en relación con la intervención que se plantea y, atendiendo a las características o especial complejidad de la misma, podrá indicar al solicitante la conveniencia de elaborar estudios o un Plan Director o instrumento equivalente, de acuerdo con lo previsto en el artículo anterior, con carácter previo a la elaboración del Proyecto de Conservación, determinando el contenido mínimo de los mismos. 

2. Asimismo, atendiendo a la existencia de estudios anteriores sobre el bien, su alcance y adecuación a la complejidad de la actuación proyectada, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico podrá simplificar los requisitos del proyecto de conservación, el grado de definición exigible a sus contenidos, o establecer la posibilidad de realizar algunos de los estudios, exámenes o análisis durante el desarrollo de la intervención, siempre que existan plenas garantías para la conservación y documentación del bien. 

CAPÍTULO II Proyecto de Conservación 
Artículo 58. Contenidos del Proyecto de Conservación. 
1. Los Proyectos de Conservación responderán a criterios multidisciplinares resultantes de la metodología de intervención y definirán con precisión las actuaciones necesarias para la conservación, restauración o puesta en valor del bien, fundadas en el conocimiento del mismo y la diagnosis de su estado de conservación. 

2.  Los proyectos de conservación incluirán, como mínimo, el estudio del bien y sus valores culturales, la diagnosis de su estado, la descripción de la metodología a utilizar, la propuesta de actuación desde el punto de vista teórico, técnico y económico y la incidencia sobre los valores protegidos, así como un programa de mantenimiento, de acuerdo con lo que se establece en los artículos siguientes. 

3.  La Consejería competente en materia de patrimonio histórico podrá determinar, en cada caso concreto, el grado de detalle a exigir en los contenidos de cada proyecto de conservación, teniendo en cuenta las características del bien y de la intervención propuesta. 

Artículo 59. Estudio y diagnosis. 
1. El proyecto de conservación deberá contener, con carácter general, los siguientes estudios referidos a cada uno de los bienes y elementos afectados: 

a) Representación gráfica, en los soportes y técnicas adecuados, donde se reflejen con la mayor fidelidad posible la realidad material del bien, su contexto espacial y cuantos elementos o circunstancias sean relevantes para definir su situación previa a la intervención, y que sirva como soporte para la definición de las actuaciones previstas. 

b) Estudio de la historia y evolución material del bien, con especial incidencia en aquellos elementos afectados por las actuaciones previstas en el proyecto de conservación. Dicho estudio contendrá las referencias concretas de tipo histórico, etnológico, material o arqueológico, contrastará la realidad previa a la intervención con los datos obtenidos mediante la investigación científica y los procedentes del análisis de las distintas fuentes existentes, y describirá con la mayor aproximación posible el estado original y las diversas transformaciones  experimentadas por el bien, con objeto de poder valorar adecuadamente aquellas actuaciones que consistan en la supresión, sustitución, modificación, reintegración o rememoración de elementos. 

c) Estudio de los sistemas y elementos constructivos que forman el bien, y de los materiales y las técnicas de ejecución empleadas. Dicho estudio se extenderá a los datos obtenidos de las actuaciones arqueológicas e investigaciones que, en su caso, se hayan podido realizar. 

d) Estudio de las condiciones ambientales y factores de deterioro, así como del estado de conservación. En él se evidenciarán las necesidades de intervención tanto sobre el bien como sobre su entorno. 

e) Estudio de viabilidad de la intervención en relación a la preservación de los valores del bien, en base a las nuevas condiciones, usos y necesidades previstas.  

1.  El contenido de los estudios se desarrollará mediante la investigación científica, técnica y humanística que sea precisa para la conservación y documentación del bien. En ellos se deberá describir y justificar los medios empleados para el reconocimiento y la investigación sobre el bien e incluir una valoración de la información obtenida, o, en su caso, señalar la imposibilidad motivada de aportarla. 

2.  Los estudios especializados o colaboraciones pertenecientes a las diferentes disciplinas que intervengan deberán aportarse como anexos al proyecto de conservación o como apartados integrados en su redacción con indicación de la autoría de cada parte del estudio. Se exigirá que los diferentes autores cuenten con la formación y cualificación adecuada en las respectivas disciplinas. 

3.  A partir de los estudios se elaborará el diagnóstico del estado del bien, en el que quedarán identificados los valores del mismo, los problemas relacionados con su conservación y las actuaciones que se deben acometer para su resolución. De igual modo, se definirán los estudios a realizar durante la ejecución de la intervención de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 59.3 

de este Reglamento, y se justificará la viabilidad de la intervención en orden a la preservación de los valores. 

Artículo 60. Actuaciones previas y de apoyo a la intervención. 
1.  Las actividades arqueológicas que sea necesario efectuar tanto con carácter previo como durante la ejecución del proyecto de conservación se someterán a autorización de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico de acuerdo con el procedimiento establecido en este Reglamento. 

2.  La actividad arqueológica, una vez agotadas las posibilidades de estudio previo, podrá formar parte de la intervención prevista en el proyecto de conservación cuando se contemplen actuaciones que supongan remociones del suelo, de revestimientos o de capas pictóricas, o modificaciones de elementos que sean susceptibles de proporcionar información sobre los valores propios del bien o que puedan servir de apoyo a la restauración, y se estime razonablemente que no es previsible obtener resultados que condicionen el contenido del propio proyecto de conservación. 

3.  En cualquier tipo de actuación que excepcionalmente suponga remoción puntual de elementos o toma de muestras para realizar los estudios se deberá contemplar la conservación de los datos correspondientes a los elementos que puedan resultar removidos o modificados, así como la protección de los elementos que puedan verse afectados. La memoria de esta actividad, que deberá incluir específicamente el análisis de los elementos y estructuras hallados, será incorporada al estudio histórico del proyecto de conservación y sus resultados se contrastarán con los obtenidos en las restantes partes del mismo. 

Artículo 61. Metodología a utilizar y propuesta de actuación. 
1. El proyecto de conservación contendrá la propuesta de actuación desde el punto de vista teórico, técnico y económico, que se justificará frente a las distintas alternativas que merezcan ser tenidas en cuenta. Las actuaciones estarán basadas en las conclusiones del diagnóstico y se ajustarán a los criterios establecidos en la ley. 

2. En la propuesta de actuación se concretarán los medios materiales y humanos necesarios para la intervención y el plazo de ejecución previsto. Se contemplarán todos los medios que permita la técnica, tanto en las acciones directas de reparación, conservación y restauración, como en la adopción de medidas externas que eviten la producción de daños al bien o el menoscabo de sus valores. 

3. El proyecto de conservación incluirá al menos las medidas necesarias para la protección de los bienes o elementos que lo requieran o, en su caso, excepcionalmente su desmontaje y montaje, traslado y almacenamiento en lugar adecuado. La intervención garantizará su reposición o, en su caso, la conservación en las condiciones adecuadas. 

4. Las soluciones a adoptar en cuanto a criterios, métodos y materiales deberán ser expresamente justificadas. 

Artículo 62. Programa de mantenimiento. 
El programa de mantenimiento, que tendrá carácter obligatorio, se basará en la diagnosis del estado de conservación del bien y en las nuevas condiciones a las que quedará sometido. Detallará para cada material, sistema estructural, elemento constructivo e instalación que hayan sido objeto de la intervención, así como, en su caso, los bienes muebles u otros bienes integrados en la arquitectura, con los siguientes contenidos: 

-Descripción. 

-Usos adecuados e inadecuados. 

-Tratamientos correctos para su conservación. 

-Tipo de revisión. 

-Período de revisión sistematizada y, en su caso, encuadrada en el 

mantenimiento integral del inmueble. 

-Descripción de posibles situaciones de riesgo, métodos de prevención 

y respuesta a las mismas. 

-Propuestas y recomendaciones específicas para el bien en cuestión. 

Artículo 63. Documentación del proyecto de conservación. 
1. El proyecto de conservación contendrá la documentación necesaria para definir correctamente los contenidos exigidos en los artículos anteriores. En cualquier caso, incluirá los siguientes documentos, además de los exigidos en otras normativas que le sean de aplicación: 

a) Memoria y anexos. 

b) Representación gráfica o planimetría. 

c) Pliego de condiciones. 

d) Mediciones y presupuesto. 

2. Se establecerá siempre una relación clara y precisa entre la documentación gráfica y los restantes contenidos del proyecto de conservación mediante las referencias necesarias, en los textos, a las imágenes, planos o gráficos de cualquier tipo que se empleen. 

3. La Consejería competente en materia de Patrimonio Histórico podrá regular, mediante orden, la aplicación de una sistemática y el cumplimiento de unos requisitos técnicos para normalizar la documentación a presentar y concretar los contenidos expuestos en los artículos anteriores. En todo caso, el promotor estará obligado a entregar a dicha Consejería dos ejemplares completos del proyecto de conservación, así como de la documentación técnica de interés que se genere con ocasión de su redacción o de cualquier otra actividad relacionada sujeta al régimen de autorización o comunicación previa previsto en este reglamento. 

4. Cuando la intervención esté comprendida en el ámbito de aplicación de la normativa de Ordenación de la Edificación, los requisitos previstos en el presente título para el proyecto de conservación podrán quedar recogidos en el proyecto regulado en dicha normativa, de modo que ambos constituyan un documento único. 

5. Las intervenciones sobre los bienes muebles, elementos de carácter plástico o pictórico que formen parte de los inmuebles o cualquier otra 

tipología de bienes integrados en ellos que requieran la participación de personal restaurador especializado serán, siempre que sea conveniente, objeto de proyectos de conservación independientes de los proyectos de obra. 

Artículo 64. Técnicos competentes para redactar el proyecto de conservación. 
1. Los proyectos de conservación deberán estar suscritos por el personal técnico que a continuación se indica: 

a) En los casos a que hace referencia el artículo 63.4, por los profesionales previstos en la normativa de Ordenación de la Edificación. 

b) En el resto de los casos, por los profesionales competentes con la titulación oficial homologada o con la solvencia técnica que le sea exigible en función de la tipología de bienes a intervenir y de los trabajos a desarrollar. 

2. La valoración de los estudios sobre el bien, el contraste de ellos entre sí, y la diagnosis son responsabilidad del redactor del proyecto de conservación, con independencia de que los estudios hayan sido elaborados por otros profesionales o empresas especializadas. 

Artículo 65. Actuaciones exceptuadas del proyecto de conservación. 
1. Quedan exceptuadas del requisito de redacción del proyecto establecido en el artículo 58 del presente Reglamento las actuaciones siguientes: 

a) Las de mantenimiento o de escasa entidad definidas en las instrucciones particulares de los Bienes de Interés Cultural, conforme a lo dispuesto en los artículos 21.3 d) de este Reglamento. 

b) Las incluidas en cualquier programa de mantenimiento, plan de conservación preventiva u otro documento de similares características previamente autorizado por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

c) Las de emergencia previstas en el artículo 70 de este reglamento. 

2. En los casos previstos en los apartados a) y b) del párrafo anterior, el promotor deberá comunicar a la Consejería competente en materia de Patrimonio Histórico la disposición en la que se autorizan las actuaciones, así como las fechas en que se vayan a realizar con al menos 10 días de antelación, salvo que en las instrucciones, plan o programa esté fijada de forma inequívoca su periodicidad. 

CAPÍTULO III DESARROLLO DE LAS INTERVENCIONES 
Artículo 66. Ejecución de las intervenciones. 
1.  Las intervenciones se desarrollarán conforme a lo dispuesto en el proyecto de conservación y en la resolución de autorización correspondiente, sin perjuicio de la obtención por el solicitante de cualesquiera otras autorizaciones, licencias y permisos que sean precisos y del cumplimiento de la normativa aplicable, especialmente la relativa a la materia de prevención de riesgos laborales. 

2.  La dirección de las intervenciones deberá ser encomendada a personal técnico o profesional competente, conforme a los mismos supuestos previstos en el artículo 64 de este Reglamento para la redacción de los proyectos de conservación. Asimismo, los distintos agentes y, en particular, los miembros de los equipos que participen en la intervención deberán poseer la cualificación adecuada para actuar sobre el patrimonio histórico en sus tareas respectivas. 

3.  El promotor de la intervención deberá notificar el inicio de la intervención a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico con, al menos, diez días de antelación, y su finalización en un plazo máximo de diez días. 

4.  Cuando concurran circunstancias que obliguen a modificar, en cualquier aspecto, las condiciones de desarrollo del proyecto de conservación, el promotor estará obligado a comunicarlo con carácter inmediato a la Consejería competente en materia de Patrimonio Histórico. 

Artículo 67. Potestad de inspección. 
1.  La Consejería competente en materia de patrimonio histórico está facultada conforme dispone el artículo 23 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, para inspeccionar en todo momento el desarrollo de las labores de conservación, restauración y rehabilitación de los bienes que formen parte del Patrimonio Histórico Andaluz. Para ello, los propietarios, titulares de derechos o simples poseedores de los bienes, los promotores y quienes tengan a su cargo alguna intervención de conservación o restauración están obligados a facilitar la inspección. 

2. La obstrucción a la tarea inspectora, sin perjuicio de las responsabilidades sancionadoras que pueda ocasionar, facultará a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico para ordenar la inmediata paralización de los trabajos, precintar las obras, instalaciones o usos y, en el caso de bienes muebles, ordenar su depósito forzoso en los términos previstos en el artículo 112.2 de este Reglamento. 

Artículo 68. Informe final de la intervención. 
1. Una vez finalizadas las intervenciones de conservación, por la dirección técnica de las mismas se elaborará un informe final de ejecución, que deberá remitirse a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico en el plazo de dos meses a partir de la finalización de la intervención, pudiendo prorrogarse este plazo cuando concurran causas debidamente justificadas.  

2. El informe de ejecución incorporará a los contenidos del proyecto de conservación los nuevos datos obtenidos durante los trabajos, especialmente aquellos que contribuyan al conocimiento del bien, así como las posibles incidencias producidas en el transcurso de la intervención. En el informe quedarán documentados exhaustivamente el estado previo, el proceso de ejecución de los trabajos y los resultados obtenidos. Asimismo, en el informe se incluirá el programa de mantenimiento pertinente. 

3. La Consejería competente en materia de patrimonio histórico podrá regular, mediante Orden, la aplicación de una sistemática y el cumplimiento de unos requisitos técnicos para normalizar la documentación a presentar y concretar los contenidos del informe final de la intervención. En todo caso, el promotor estará obligado a entregar a dicha Consejería dos ejemplares completos del informe, que requerirá la conformidad de la misma. 

4. El director de obra o profesional que ejerza la dirección de la intervención  será responsable de la entrega correcta del informe de ejecución en los términos previstos en este artículo, así como de cuanta documentación técnica de interés se genere en relación con la intervención hasta la finalización de la misma, con independencia de la responsabilidad que se pudiera exigir a los distintos agentes participantes. 

Artículo 69. Archivo y difusión de las intervenciones. 
1. La Consejería competente en materia de patrimonio histórico promoverá la custodia y archivo del material documental que se origina en las intervenciones de conservación, su traslado al soporte más imperecedero posible y la difusión de las intervenciones antes, durante y después de su finalización. Dicha Consejería disfrutará de los derechos de divulgación y difusión del contenido de las citadas intervenciones. 

2.  Cuando una intervención sea financiada total o parcialmente por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, ésta ejercerá en exclusiva los derechos de explotación sobre la divulgación y difusión del contenido de la citada intervención. 

3.  En toda actuación de conservación sufragada, total o parcialmente, con fondos públicos se destinará hasta un diez por ciento para su difusión.  La cuantía de la partida, en cada caso, será estimada por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

CAPÍTULO IV Intervenciones de emergencia 
Artículo 70. Intervenciones de emergencia. 
1. Quedan exceptuadas del requisito de proyecto de conservación las intervenciones de emergencia que resulten necesarias realizar en caso de riesgo grave e inminente para las personas o los bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz. 

2. La situación de emergencia deberá acreditarse mediante informe suscrito por profesional competente, que será puesto en conocimiento de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico antes de iniciarse las actuaciones. Este Informe previo deberá incluir, como mínimo, la siguiente documentación:  

-Descripción del bien. Denominación, categoría de protección, reseña histórica y características técnicas y constructivas, con especificación de los materiales y acabados existentes. -Delimitación del ámbito y objeto de la intervención. 

-Descripción de las soluciones propuestas. 

-Justificación del criterio de intervención adoptado, especialmente en lo relativo a la reversibilidad y al carácter provisional o definitivo de las actuaciones. 

-Documentación fotográfica original del área o bienes afectados y del contexto en que se ubican. 

-Valoración económica con desglose del presupuesto en partidas y referido a las operaciones concretas a realizar. 

- Profesional competente director de la intervención, constructor o agente que ejecute la intervención y promotor. 

3. Al término de la intervención, se presentará un informe final, en relación con lo establecido en el artículo 68, que deberá incluir, además de los contenidos señalados para el informe previo, desarrollados con el grado de detalle obtenido durante la ejecución de los trabajos, al menos la siguiente documentación: 

-Memoria descriptiva de las técnicas, tratamientos y materiales empleados, y coincidencia o no con las propuestas en el informe previo. 

-Planimetría necesaria para entender la intervención. 

-Memoria fotográfica detallada de la ejecución de los trabajos y de la situación final del bien. 

-Medición y valoración de la intervención ejecutada. 

-Conclusiones y recomendaciones que se puedan formular relativas a la restauración definitiva del bien, así como propuestas de protección, mantenimiento, uso y salvaguardia, dirigidas a su conservación. 

4. Las intervenciones de emergencia o, en su caso, las medidas cautelares se limitarán a las actuaciones que resulten estrictamente necesarias, debiendo evitarse las de carácter irreversible, reponiéndose los elementos retirados al término de las mismas. Si la intervención de emergencia comporta la demolición de bienes, se estará a lo dispuesto en el Capítulo III del Título III de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía y en el artículo 95 de este Reglamento.  

5. En el supuesto de que la situación de riesgo a que hace referencia el apartado primero de este artículo venga motivada por la interrupción de obras 

o intervenciones en los bienes, se requerirá al responsable de las mismas para que proceda a tomar las medidas necesarias con carácter inmediato. En caso de que dicho requerimiento no sea atendido, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico podrá proceder a su ejecución subsidiaria, de conformidad con lo establecido en el artículo 38 de este Reglamento, teniendo la consideración de expediente de tramitación de emergencia a los efectos de su contratación administrativa. 

TÍTULO III PATRIMONIO INMUEBLE 
CAPÍTULO I Delimitación de bienes y su entorno 
Artículo 71. Concepto de bien inmueble. 
1.  A los efectos del presente Reglamento tienen la consideración de bienes inmuebles, además de los enumerados en el artículo 334 del Código Civil, cuantos elementos puedan considerarse consustanciales con los edificios y formen parte de los mismos o de su exorno, o lo hayan formado, aunque en el caso de poder ser separados constituyan un todo perfecto de fácil aplicación a otras construcciones o a usos distintos del suyo original, cualquiera que sea la materia de que estén formados y aunque su separación no perjudique visiblemente a los valores del inmueble al que están adheridos. 

2.  De conformidad con lo dispuesto en el artículo 102 de esta norma, aquellos elementos o fragmentos relevantes de bienes inmuebles que se encuentren separados de éstos se regirán por lo dispuesto en el título relativo a los bienes muebles. 

Artículo 72. Concepto de bienes vinculados 
1.  Tienen la consideración de bienes vinculados aquellos bienes muebles y actividades de interés etnológico que expresamente figuren en la inscripción de un bien inmueble como Bien de Interés Cultural por su íntima vinculación con el inmueble. 

2.  A los efectos de determinar los bienes muebles y las actividades de interés etnológico que deben incluirse en la inscripción de inmuebles se atenderá fundamentalmente al grado de vinculación física, funcional o histórica con los mismos. 

Artículo 73. Delimitación de bienes y espacios 
1. Los procedimientos para la inscripción de inmuebles en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz incluirán, en todo caso, los datos necesarios para la identificación inequívoca de los bienes objeto de inscripción. 

2. La identificación del espacio ocupado por el bien se realizará mediante la enumeración de las parcelas catastrales afectadas y/o el señalamiento de líneas poligonales cerradas basadas en vértices referidos a coordenadas UTM, 

o elementos o puntos de referencia indubitada recogidos en la cartografía obrante en el expediente, o por cualquier otro medio que permita su inequívoca identificación. El espacio así delimitado podrá tener carácter discontinuo. 

Artículo 74. Delimitación del entorno. 
1.  La delimitación del entorno de protección de los inmuebles inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz como Bienes de Interés Cultural se realizará mediante la designación de inmuebles concretos o espacios, continuos o discontinuos, que por su vinculación, situación o características respecto del bien catalogado deban someterse al régimen previsto en el artículo 28 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

2.  En todo caso, se atenderá principalmente a las necesidades de tutela del Bien de Interés Cultural, incluyéndose en la delimitación del entorno todos aquellos elementos o espacios, se hallen o no próximos, cuya alteración pudiera afectar a la contemplación, apreciación, estudio o disfrute del bien objeto central de la protección. 

3.  La delimitación del entorno se hará con una finalidad instrumental y tendrá por objeto el mantenimiento del contexto territorial, urbano y arquitectónico en el que se integra, procurando preservar su ambiente, la silueta paisajística y la armonía del área circundante, ya sea continua o discontinua. 

4.  La delimitación del entorno de protección de los inmuebles inscritos en el Catálogo General como Bienes de Interés Cultural se realizará con arreglo a lo establecido en el artículo anterior para la delimitación de los propios bienes. 

Artículo 75. Delimitación de entornos establecidos en la Disposición Adicional Cuarta de la Ley 14/2007 del PHA. 
1. Los monumentos declarados histórico-artísticos conforme a la legislación anterior a la entrada en vigor de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, y los bienes afectados por el Decreto de 22 de abril de 1949, sobre protección de los castillos españoles, que gozan de la condición de Bienes de Interés Cultural, a los que no se les hubiera establecido individualmente, tendrán un entorno de protección constituido por aquellas parcelas y espacios que los circunden hasta las distancias siguientes: 

a) Cincuenta metros en suelo urbano. 

b) Doscientos metros en suelo urbanizable y no urbanizable. 

1.  El criterio para la delimitación del correspondiente polígono cerrado consistirá en trazar líneas perpendiculares desde todos los lados y vértices del perímetro declarado del Bien de Interés Cultural con la distancia, según la clasificación del suelo, citada en el punto anterior medida en horizontal, y realizar la envolvente de las mismas. El entorno estará formado por los espacios públicos, con la distancia correspondiente a su clasificación, y por la suma de las parcelas afectadas, aún de forma parcial,  completas. 

2.  Este entorno podrá ser revisado mediante expediente de modificación de la declaración del  Bien de Interés Cultural. 

CAPÍTULO II Planeamiento de protección y prevención ambiental 
Artículo  76. Instrumentos de ordenación y planes con incidencia patrimonial. 
1.  Los instrumentos de ordenación territorial o urbanística, así como los planes o programas sectoriales que incidan sobre bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz identificarán, en función de sus determinaciones y a la escala que corresponda, los elementos patrimoniales y establecerán una ordenación compatible con la protección de sus valores y su disfrute colectivo. 

2.  La normativa aplicable a los bienes objeto de protección se ajustará a las instrucciones particulares que, en su caso, se hayan establecido para los bienes de interés cultural incluidos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz. En ausencia de éstas, establecerá medidas adecuadas de protección de los mismos. 

3.  El catálogo de los planes urbanísticos contendrá los bienes protegidos localizados dentro de su ámbito en el que se integrarán todos los bienes inmuebles, los ámbitos de desarrollo de las actividades de interés etnológico incluidos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, o que formen parte del Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico Andaluz incluidos por Resolución de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico, así como cualesquiera otros que se considere por su promotor que deben ser objeto de normas especiales de protección. 

4. A su vez, la ordenación urbanística asumirá las directrices establecidas por las Cartas Patrimoniales, una vez aprobadas por la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico. 

5.  Los ámbitos, elementos o espacios inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz o en el Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico Andaluz tendrán el carácter de ordenación estructural según la legislación urbanística. 

Artículo 77. Información y directrices para la formulación de planes y programas con incidencia patrimonial. 
1. La solicitud de información para planes o programas sectoriales que incidan sobre bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico sobre los bienes existentes dentro del ámbito territorial incluirá las siguientes determinaciones: 

a) Identificación del solicitante, incluyendo un domicilio a efectos de notificaciones.  

b) Tipología del plan o programa sectorial, con expresa identificación de su normativa reguladora. 

c) Identificación del término o términos municipales incluidos en el Plan. 

d) Planos de delimitación del ámbito del Plan a escala adecuada a sus determinaciones y áreas. 

e) En el supuesto de innovación de un plan o programa anterior se identificará éste, especificando los informes que, en su caso, hubiera emitido la Consejería competente durante su tramitación. 

1.  La Consejería competente en materia de patrimonio histórico remitirá la información solicitada en el plazo de un mes, relacionando los bienes identificados y su grado de protección, y las instrucciones particulares si las hubiere. 

2.  La Dirección General competente en materia de patrimonio histórico podrá aprobar, mediante resolución, directrices para la formulación de planes 

o programas sectoriales que incidan sobre bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz, que serán de obligado cumplimiento. 

1.  La Dirección General competente en materia de patrimonio histórico comunicará a la entidad promotora del plan o programa sectorial su intención de establecer directrices para la formulación de los mismos en el plazo máximo de un mes desde la recepción de la solicitud de información prevista en el apartado segundo de este artículo.  

2.  La remisión de las directrices deberá producirse en el plazo máximo de tres meses contados desde la notificación a la entidad promotora del plan o programa de la intención de proceder a su establecimiento. 

3.  Las directrices dadas por la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico contendrán determinaciones relacionadas con la conservación, protección, salvaguarda y difusión del Patrimonio Histórico, que serán de obligado cumplimiento. 

Artículo 78. Análisis y contenido arqueológico en los planes urbanísticos. 
1.  Los planes urbanísticos que ordenen suelos urbanos,  consolidados y no consolidados, urbanizables y no urbanizables, así como, sistemas generales, o categorías de suelo equivalentes previstas en la legislación urbanística, deberán contar con un análisis arqueológico o actividad arqueológica. 

2.  El análisis arqueológico de los planes urbanísticos incluirá, como mínimo, las siguientes determinaciones en función del ámbito de aplicación del plan: 

a) En Suelo Urbano, estudio histórico-arqueológico del núcleo urbano, evolución del mismo, valoración de las intervenciones arqueológicas,  análisis de parcelas que incluyan o limiten con elementos de la arquitectura defensiva en su caso, y otros elementos singulares, caracterización del grado de alteración que ha sufrido la información arqueológica tanto emergente como subyacente,  y aquellos otros estudios que se consideren oportunos. 

Establecimiento de una normativa de protección, con una zonificación actualizada del patrimonio ubicado en el casco urbano, con una delimitación de áreas de ocupación histórica del territorio, su funcionalidad y sus relaciones sincrónicas y diacrónicas. 

b) En Suelo No Urbanizable, estudio histórico-arqueológico y/o actividad arqueológica reglamentada del término municipal, identificación y delimitación de yacimientos, establecimiento de una normativa de protección y un régimen de usos admitidos, autorizados y prohibidos. 

c) En Suelo Urbano No Consolidado, Suelo Urbanizable y Sistemas Generales, estudio arqueológico de los suelos que pretenda desarrollar el planeamiento en tramitación y establecimiento de las cautelas apropiadas. 

Estos estudios consistirán  en una o más de las actividades arqueológicas establecidas en este Reglamento. 

3. Para todos los suelos anteriormente mencionados se aplicarán unos grados de protección y conservación oportunos, que englobarán tanto a elementos soterrados como emergentes. Además, se establecerán las actuaciones arqueológicas preceptivas en cada uno de ellos, en su caso, tanto para el patrimonio arqueológico subyacente como emergente. En el contenido urbanístico se establecerán, en su caso, áreas de reserva arqueológica, entendidas como aquellos ámbitos caracterizados por su reiterado estudio científico, su singularidad diacrónica o sincrónica, y su valor patrimonial, que tengan que ser preservadas para las generaciones futuras, los progresos de la ciencia y la técnica arqueológica. El instrumento de planeamiento condicionará la adquisición y materialización del aprovechamiento urbanístico atribuido al mismo, con el fin  de proteger el patrimonio arqueológico. 

4. Toda la documentación a que alude el apartado segundo del presente artículo quedará reflejada  en la Memoria de Información, Normativa, Memoria de Ordenación-Fichas Urbanísticas, Catálogo Urbanístico de Protección y Planimetría del  documento de  planeamiento urbanístico. 

5. Igualmente esta documentación deberá integrarse en el Documento de Aprobación Inicial del planeamiento en cuestión. 

6. Los estudios arqueológicos serán suscritos por técnicos competentes con titulación académica correspondiente y que acrediten la formación teórica y práctica en arqueología. En el caso de elementos emergentes, en función de la materia a estudiar, se admitirán además estudios suscritos por ingenieros y arquitectos.  

7. Para la regulación de las actividades arqueológicas, que haya que acometer en su caso, se estará a lo dispuesto en este mismo reglamento en cuanto a dichas actividades.  

Artículo 79. Análisis y contenido etnológico en los planes urbanísticos. 
1.  La inscripción en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz de un bien de interés etnológico llevará aparejada la obligación de tener en consideración los valores que se pretendan preservar en el planeamiento urbanístico, adoptando las medidas necesarias para su protección y potenciación. 

2.  El planeamiento urbanístico deberá permitir, y en lo posible fomentar, la continuidad de actividades de interés etnológico, a través de la adecuada clasificación, categorías y calificación de terrenos, la regulación de usos, la creación de dotaciones públicas y cualquier otra medida que se estime necesaria, protegiendo, en su caso, la delimitación de los ámbitos de desarrollo de las mismas. 

3.  A su vez, el planeamiento urbanístico contendrá una normativa específica para la protección del Patrimonio Etnológico en el ámbito territorial afectado, que incluya la zonificación y las cautelas correspondientes. 

4.  El catálogo del documento de planeamiento urbanístico contendrá fichas individualizadas de los inmuebles y espacios vinculados a los valores etnológicos protegidos. 

5.  Los estudios etnológicos serán suscritos por personal técnico competente en la materia. 

Artículo 80. Análisis y contenido del patrimonio industrial en el planeamiento urbanístico. 
1.  El planeamiento urbanístico contendrá una normativa específica para la protección del Patrimonio Industrial, en su caso, en el ámbito territorial afectado, que incluya la zonificación y las cautelas correspondientes. 

2.  La inscripción en el Catálogo General del Patrimonio Histórico de un Lugar de Interés Industrial llevará aparejada la necesidad de tener en consideración los valores que se pretendan preservar, incluido el paisaje asociado a las actividades industriales, en el planeamiento urbanístico, adoptando las medidas necesarias para su protección y potenciación. 

3.- El catálogo del documento de planeamiento urbanístico contendrá fichas individualizadas de los elementos inmuebles industriales. 

Artículo 81. Informe de los planes y programas con incidencia patrimonial. 
1.  Aprobado inicialmente el plan o programa que incida sobre bienes incoados o inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, en el Inventario de Bienes Reconocidos o en Zonas de Servidumbre Arqueológica, o para el supuesto de no preverse dicha aprobación inicial una vez que haya adoptado su forma final y antes de la aprobación definitiva, se remitirá a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico para su informe. 

2.  El informe previsto en el apartado anterior tendrá carácter preceptivo cuando se trate de instrumentos de ordenación territorial, y carácter vinculante cuando se trate de instrumentos de ordenación urbanística o de planes o programas sectoriales. 

3. El informe deberá emitirse en el plazo de dos meses, a partir de la recepción del documento completo. En caso de no ser emitido en dicho plazo, se entenderá favorable. 

4.  Si en el procedimiento de aprobación del plan o programa sectorial se produjeran modificaciones sustanciales en el documento informado que incidan sobre el Patrimonio Histórico o no se hubiera solicitado en el trámite correspondiente, el órgano competente para su tramitación volverá a recabar informe de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, que dispondrá del mismo plazo establecido en el apartado anterior. En caso de no ser emitido en ese plazo, el mismo se entenderá favorable. 

5.  Lo previsto en este artículo será igualmente de aplicación para la revisión o modificación de los planes o programas. 

Artículo 82. Planeamiento urbanístico de protección. 
1.  La inscripción de bienes inmuebles en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz llevará aparejada la obligación de adecuar el planeamiento urbanístico a las necesidades de protección de tales bienes o de aprobar un plan si no lo hubiera, en el plazo de dos años desde la publicación de la inscripción. Dicha obligación no podrá quedar excusada por la existencia de un planeamiento contradictorio con la protección de los bienes inscritos, ni por la inexistencia de planeamiento que contemple a dichos bienes. 

2.  Los planes urbanísticos que afecten al ámbito de Conjuntos Históricos, Sitios Históricos, Lugares de Interés Etnológico, Lugares de Interés Industrial 

o Zonas Patrimoniales se ajustarán a los contenidos establecidos en el artículo 31 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía y en este reglamento. En estos casos, el plazo a que se refiere el apartado anterior podrá prorrogarse, previa petición razonada y siempre que en la misma se establezcan el tipo de planeamiento urbanístico y el plazo para su cumplimiento, que no será superior a un año. 

1.  La elaboración y aprobación de los planes urbanísticos se llevará a cabo de una sola vez para el conjunto del área o, excepcionalmente y previo informe favorable de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, de modo parcial por zonas que merezcan una consideración homogénea. 

2.  Aprobados definitivamente los planes, los municipios podrán solicitar que se les delegue la competencia para autorizar obras o actuaciones que afecten a los bienes inscritos y a sus entornos de acuerdo con lo dispuesto en 

el artículo 40 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía y con este reglamento. 

Artículo 83. Contenido de protección de los planes. 
1.- Los planes urbanísticos que afecten al ámbito de Conjuntos Históricos, Sitios Históricos, Lugares de Interés Etnológico, Lugares de Interés Industrial y Zonas Patrimoniales deberán contener como mínimo las siguientes determinaciones: 

a) La aplicación de las prescripciones contenidas en las instrucciones particulares si las hubiere. 

b) Las determinaciones relativas al mantenimiento de la estructura territorial y urbana, entendida como la definición de ámbitos que deban ser objeto de especial protección, así como los bienes y espacios que requieran dicha protección por sus valores históricos y culturales, estableciendo unas normas de protección adecuadas al efecto con especial incidencia del parcelario histórico, sus alineaciones y de los espacios libres. 

En cuanto a las normas de edificación, se determinarán con detalle: 

1. Las condiciones volumétricas a las que deben someterse las edificaciones, señalando en todo caso las normas de ocupación en planta, alturas de edificación y retranqueos de linderos. 

2. Usos a los que puede dedicarse las edificaciones especificándose los permitidos, los prohibidos y los obligatorios, señalando para estos últimos la porción mínima exigida. 

3. Tratamiento, uso y conservación de los edificios que deban ser protegidos. 

4. Condiciones higiénicas de la edificación. 

5. Condiciones estéticas de la construcción teniendo en cuenta la adaptación al ambiente en que estuviesen situadas. 

6. Condiciones particulares en caso de intervenciones en el subsuelo o en el estudio de paramentos en relación al patrimonio arqueológico. 

c) La catalogación exhaustiva de sus elementos unitarios, tanto inmuebles edificados como espacios libres interiores o exteriores u otras estructuras significativas, así como de sus componentes naturales. Para cada elemento se fijará un nivel adecuado de protección en el catálogo. 

El Catálogo se estructurará de acuerdo con el siguiente esquema y requisitos documentales: 

1.- Memoria descriptiva y justificativa del proceso de selección de elementos a proteger y criterios particulares de valoración, justificando las categorías o tipos establecidos, así como la adscripción de los diversos elementos de protección a la normativa de planeamiento. 

2.- Normativa o memoria de ordenación del catálogo. Se relacionarán las determinaciones normativas con afección a los bienes catalogados. 

3.-Los elementos catalogados se numerarán y se localizarán o delimitarán en planos de catálogo, preferentemente sobre base parcelaria catastral y a una escala que debe oscilar entre 1:500 y 1:1000. 

Se podrá incluir toda aquella documentación histórica planimétrica y fotográfica descriptiva que se considere necesaria para la mejor comprensión del catálogo. 

4.- Tendrán que aparecer, ordenados por grado de protección, todos los elementos protegidos con los siguientes datos para cada uno de ellos: 

- Tipo y grado de protección. 

-Número de orden en el catalogo. 

�.  Denominación. 

�.  Localización, con dirección postal y número de parcela catastral. 

�.  Incluirá un índice por calles y números, que permita la rápida localización de cada inmueble. 

5.- Ficha de cada elemento catalogado, agrupadas por tipos, que debe incidir en los siguientes aspectos: 

�.  Identificación y situación que posibilite su inclusión en el Registro de Bienes y Espacios Catalogados; Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico o Catálogo General del Patrimonio Histórico de Andaluz 

�.  Descripción, características físicas, morfológicas y funcionales de los bienes y espacios catalogados; así como usos, propiedad, estado de conservación y autor, si lo hubiera. 

�.  Documentación gráfica, con inclusión de fotografías y cartografía pertinentes. 

�.  Bibliografía. 6.- En cuanto a la justificación de la protección, se tendrá en cuenta: 

�.  la legislación sectorial aplicable. 

-su valoración cualitativa. En este apartado se describirán y justificarán los valores específicos que hacen al bien acreedor del nivel de protección. Asimismo se enumerarán aquellos elementos o aspectos que se consideren de interés.  

- Actuaciones sobre el bien: acciones que se consideren necesarias para potenciar o conservar los valores existentes, con la siguiente metodología: 

· Actuaciones de conservación necesarias. 

· Actuaciones de mejora. 

· Posible evaluación económica de las actuaciones e iniciativas a cuyo cargo se han de efectuar. 

· Identificación precisa de elementos singulares o puntuales que deban conservarse en las actuaciones posibles sobre el elemento catalogado. 

· - Ordenación. Entre otros apartados incluirá los siguientes:  

· Referencia a las determinaciones del planeamiento al que complementa que le son de aplicación. 

· Condiciones generales de ordenación referidas al régimen de suelo, régimen de calificación y uso y nivel o grado de protección. 

· Condiciones particulares de ordenación en donde se especifiquen las intervenciones autorizables. 

· Programación, si han sido previstas, de las actuaciones sobre el bien, en donde se indiquen el plazo para las mismas, el organismo que las ejecutará y valoración económica. 

d) La identificación de los elementos discordantes con los valores del bien, estableciendo las medidas correctoras adecuadas al mantenimiento de los valores culturales del ámbito. 

e) Las determinaciones para el mantenimiento de los usos tradicionales y las actividades económicas compatibles, proponiendo, en su caso, medidas de intervención para la revitalización del bien protegido. 

f) Las prescripciones para la conservación de las características generales del ambiente, con una normativa de control de la contaminación visual o perceptiva, de acuerdo con lo establecido en este reglamento. 

g) La normativa específica para la protección del Patrimonio Arqueológico subyacente y emergente en el ámbito territorial afectado, que incluya la zonificación y las cautelas arqueológicas correspondientes, de acuerdo con lo establecido en este reglamento. 

h) En su caso, la normativa específica para la protección del patrimonio etnológico e industrial, tanto de carácter material como inmaterial de acuerdo con lo establecido en este reglamento. 

i) Las determinaciones en materia de accesibilidad necesarias para la conservación de los valores protegidos y movilidad en la ciudad histórica. Se procederá al análisis y diagnóstico de la situación actual y a la realización de propuestas de mejora adecuadas a cada caso, basadas en criterios de sostenibilidad y habitabilidad, entendidas como uso y disfrute del espacio público, priorizando un uso peatonal y con respeto a los valores patrimoniales que se deban conservar y transmitir. 

2. Los planes urbanísticos que afecten a Conjuntos Históricos deberán contener, además de las determinaciones recogidas en el apartado primero de este artículo, las siguientes: 

a) El mantenimiento de las alineaciones, rasantes y el parcelario protegido por la declaración o incoación del Bien de Interés Cultural, permitiéndose excepcionalmente remodelaciones urbanas que alteren dichos elementos siempre que supongan una mejora de sus relaciones con el entorno territorial y urbano o eviten los usos degradantes del bien protegido. 

A efectos del mantenimiento de las alineaciones se considerarán protegidas tanto la alineación exterior como la línea de edificación. No son admisibles las agregaciones ni las parcelaciones, tampoco las modificaciones de los linderos entre parcelas, pudiéndose contemplar pequeños ajustes que se valorarán individualmente. 

En caso de los inmuebles catalogados que no puedan cumplir los parámetros urbanísticos de un ámbito, en virtud de sus valores protegidos, el plan determinará unitariamente medidas urbanísticas compensatorias compatibles con los valores. 

b) La regulación de los parámetros tipológicos y formales de las nuevas edificaciones con respeto y en coherencia con los preexistentes. Las sustituciones de inmuebles se consideran excepcionales, supeditándose a la conservación general del carácter del bien protegido. 

A efectos de alteraciones en la edificabilidad se entenderá que ésta la constituye la superficie edificada actual. En caso de sustitución o de reforma de la edificación se deberá mantener la superficie edificada total, permitiéndose su redistribución dentro de la parcela. 

En cuanto a la construcción de solares, si se tienen datos del edificio que ocupó anteriormente la parcela, se deberá mantener la superficie edificada de aquél. Si se trata de un solar nunca edificado o que se desconozca la superficie edificada del edificio anterior, se podrán autorizar una edificabilidad media en relación con los edificios próximos, no necesariamente los colindantes, para respectar la estructura urbana y arquitectónica del Conjunto Histórico. Aquellos vacíos históricos serán considerados preferentemente por el plan como sistemas de espacios libres. 

c) Mantenimiento del sustrato arqueológico, permitiéndose excepcionalmente las construcciones bajo rasante normativamente contemplado y de acuerdo con lo establecido en este reglamento. 

d) Para cada ámbito que el Plan determine como de gestión o para el que señale una figura de planeamiento de desarrollo, se elaborará una ficha en la que, al menos y según el caso concreto, se incorporará la información que se señala a continuación, junto al plano de emplazamiento y, en su caso, de ordenación: 

•  Denominación. 

•  Localización y emplazamiento. 

•  Clasificación y categoría de suelo. 

•  Uso: característico, global y pormenorizado. 

-Condiciones de edificación: edificabilidad, densidad, tipología y ordenanzas de edificación, aprovechamiento medio, alturas, alineaciones, ocupación, grados de protección, parcelario tradicional y entornos de bienes protegidos. 

•  Justificación de la actuación en cuanto afecte al Conjunto Histórico. 

•  Reserva de dotaciones: sistemas generales, sistemas locales u análogos. 

- Determinaciones preceptivas o potestativas para su desarrollo y ordenación. 

- Cautelas arqueológicas en caso de afectar a este tipo de patrimonio. 

e) El inventario de sus elementos unitarios, tanto inmuebles edificados como espacios libres interiores o exteriores u otras estructuras significativas. 

3. Hasta la aprobación de dicho plan solo se admitirán obras de conservación en el ámbito protegido, con la autorización previa de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

Artículo 84. Informe en los procedimientos de prevención y control ambiental. 
1. El titular de una actividad sometida a algunos de los instrumentos de prevención y control ambiental, que requiera la evaluación de impacto ambiental de acuerdo con la normativa vigente en esta materia, incluirá preceptivamente en el estudio o documentación de análisis ambiental que deba presentar ante la Consejería competente en materia de medio ambiente, las determinaciones resultantes de una actividad arqueológica que identifique y valore la afección al Patrimonio Histórico o, en su caso, certificación acreditativa de la innecesariedad de tal actividad, expedida por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

En cuanto a las determinaciones resultantes de una actividad arqueológica que identifique y valore la afección al Patrimonio Histórico, ésta se regirá específicamente por lo dispuesto en el Título V, Capítulo III de este Reglamento. Preferentemente la modalidad de actividad arqueológica será la prospección arqueológica. 

A los efectos del artículo 51.3 de la Ley 14/2007, de Patrimonio Histórico de Andalucía, se considerarán de utilidad pública e interés general la ocupación de los inmuebles necesarios para la realización de actuaciones arqueológicas cuando lo sometido a autorización ambiental sea promovido por la Administración Pública o por entidades de derecho público dependientes de éstas, así como cuando se trate de actuaciones privadas declaradas de utilidad pública e interés general por ley, decreto o acuerdo del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía. 

Para el resto de los casos donde deba acreditarse la autorización de la propiedad de los terrenos para la ocupación de los mismos, dada la pluralidad indeterminada de personas con propiedades, conforme al artículo 59.6 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, ésta podrá ser sustituida por el trámite de información pública de acuerdo con la legislación vigente de forma paralela 

o separada a la tramitación del expediente ambiental. 

En cuanto a la certificación de innecesariedad de la actividad, ésta será solicitada a la Consejería competente en materia de Patrimonio Histórico cuando concurra alguna de las siguientes casuísticas: 

a) Que la afección de la obra o actuación prevista incida sobre bienes del patrimonio histórico inscritos en el Catálogo General de Patrimonio Histórico o formen parte del Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico Andaluz, Zonas de Servidumbre Arqueológicas, Cartas Patrimoniales o cuenten con alguna protección en el planeamiento territorial y urbanístico. 

b) Cuando se tuviera un conocimiento exhaustivo de la zona y que por diversas causas se tuviese la absoluta certeza de la inexistencia de bienes del patrimonio histórico en el ámbito afectado. 

2. La Consejería competente en materia de medio ambiente recabará informe vinculante de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico sobre la afección al Patrimonio Histórico de la actividad proyectada e incluirá, en las correspondientes resoluciones y pronunciamientos, las determinaciones resultantes del informe emitido, que se considerará a todos los efectos como la autorización a que se refiere el artículo 33 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, siempre que se cumplan las determinaciones de dicho artículo. Las determinaciones resultantes de dicha actividad, con el fin de salvaguardar los bienes del Patrimonio Histórico, serán presentadas con anterioridad a que la Consejería competente en materia de Medio Ambiente recabe el informe vinculante de la Consejería competente en materia de Patrimonio Histórico. 

3. El plazo de emisión del informe será de treinta días y, en caso de no ser emitido en este plazo, se entenderá favorable. No obstante, cuando la actividad incida sobre inmuebles objeto de inscripción como Bien de Interés 

Cultural o su entorno, el plazo será de tres meses y de no ser emitido en dicho plazo se entenderá desfavorable. 

CAPÍTULO III Régimen de protección 
Sección 1ª 
Actuaciones sobre inmuebles protegidos 
Subsección 1ª Actuaciones prohibidas sobre bienes inmuebles 
Artículo 85. Actuaciones prohibidas sobre bienes inmuebles. 
1. Todo inmueble inscrito en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz es inseparable del lugar donde se ubica. No se podrá proceder a su desplazamiento o remoción, salvo que resulte imprescindible por causa de fuerza mayor que afecte a su integridad o de interés social y, en todo caso, previa autorización de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico conforme al procedimiento regulado en este Capítulo. 

2.  Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 19 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, queda prohibida la colocación de publicidad comercial y de cualquier clase de cables, antenas y conducciones aparentes en los Jardines Históricos, en las Zonas Arqueológicas y en las fachadas y cubiertas de los Monumentos. 

Subsección 2ª Régimen jurídico de las actuaciones sobre bienes inmuebles sujetas a licencia 
Artículo 86. Autorización de actuaciones sobre inmuebles inscritos como Bienes de Interés Cultural. 
1. Será necesario obtener autorización de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, con carácter previo a las restantes licencias o autorizaciones que fueran pertinentes, para realizar cualquier cambio o modificación que los particulares u otras Administraciones Públicas deseen llevar a cabo en inmuebles objeto de inscripción como Bien de Interés Cultural 

o su entorno, bien se trate de obras de todo tipo, incluyendo remociones de terreno, como de cambios de uso o de modificaciones en los bienes muebles, y en el aspecto de sus revestimientos o acabados, en la pintura, en las instalaciones o accesorios recogidos en la inscripción. 

1.  Será excepcional y requerirá la misma autorización preceptiva la colocación de cualquier clase de rótulo, señal o símbolo en fachadas o en cubiertas de Monumentos, en los Jardines Históricos y en sus respectivos entornos. 

2.  Las instrucciones particulares podrán especificar actuaciones que, por su escasa trascendencia a efectos de la protección del bien, podrán realizarse sin necesidad de autorización previa conforme a lo dispuesto en este Reglamento. 

3.  La concesión de autorización por parte de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico será requisito previo indispensable para el otorgamiento de la licencia municipal que corresponda. 

Artículo 87. Procedimiento de autorización para realizar actuaciones sobre inmuebles inscritos como Bienes de Interés Cultural. 
1. Los promotores de obras o cualquier clase de intervenciones sobre bienes inmuebles sometidas a autorización conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, deberán presentar solicitud acompañada de los siguientes documentos:  

a) El proyecto de conservación correspondiente a la intervención que se pretenda realizar con los contenidos establecidos en el Capítulo II del Título II de este Reglamento. 

b) Copia del proyecto o memoria exigidos para la obtención de la licencia municipal. 

c) En los supuestos del artículo 60.2 de este Reglamento, se adjuntará además el proyecto para la realización de las actividades arqueológicas. 

2. La Consejería competente en materia de patrimonio histórico dispondrá de un plazo de tres meses para resolver sobre la solicitud de autorización. Transcurrido dicho plazo sin haberse notificado resolución expresa, se entenderá desestimada la solicitud de autorización. 

3. Las resoluciones de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico serán vinculantes tanto para los promotores de las intervenciones como para los organismos o Administraciones que deban concurrir en su autorización o ejecución. En el plazo de diez días a partir de su concesión, los Ayuntamientos deberán remitir las licencias correspondientes, al objeto de comprobar su adecuación a los términos de la autorización concedida por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

4. La autorización se entenderá caducada si transcurriera un año sin haberse iniciado las actuaciones para las que fue solicitada, sin perjuicio de que su vigencia pueda prorrogarse, a solicitud de la persona interesada, por una sola vez y por un nuevo plazo no superior al inicial. 

5. En los supuestos del artículo 60.2 la autorización de la actividad arqueológica quedará subsumida en la resolución regulada en el presente artículo, sin perjuicio del cumplimiento de las restantes determinaciones contenidas en el Título V de este Reglamento. 

Artículo 88. Deber de comunicación previa a la realización de actuaciones sobre Bienes de Catalogación General. 
1.  La realización de cualquier obra o intervención en Bienes de Catalogación General deberá ser comunicada a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, con carácter previo a la solicitud de la correspondiente licencia. La comunicación deberá contener los documentos previstos en el artículo anterior que resulten de aplicación en cada caso. 

2.  En el plazo de treinta días a contar desde la recepción de la documentación completa, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico valorará el proyecto y formulará, en su caso, las medidas correctoras que se estimen imprescindibles para la protección del bien, y que la persona interesada deberá cumplir, así como cualesquiera otras recomendaciones técnicas que se consideren convenientes. Transcurrido dicho plazo sin notificación expresa se entenderá aceptado el proyecto. 

Artículo 89. Colaboración con los interesados. 
Tanto en los supuestos de actuaciones sobre bienes de interés cultural, como en los de catalogación general, los interesados podrán, con anterioridad a la solicitud o comunicación previa preceptivas, formular una consulta a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, cuya finalidad será la de facilitarles la elaboración de la documentación técnica correspondiente. 

Subsección 3ª Actuaciones no sometidas a licencia 
Artículo 90. Actuaciones no sometidas a licencia. 
1. Cuando se trate de actuaciones no sometidas legalmente al trámite reglado de la licencia municipal, que hubieran de realizarse en Bienes de Interés Cultural, en su entorno o en Bienes de Catalogación General, los particulares interesados, así como las Administraciones Públicas que hubieran de autorizarlas, remitirán previamente a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico una memoria descriptiva de la actuación en la que figurarán necesariamente los siguientes documentos: 

a) Plano de situación general del inmueble. 

b) Plano de localización detallada a la escala adecuada que defina los límites y parámetros de la actuación para su valoración. 

c) Descripción del estado del inmueble antes de la actuación con fotografías interiores y exteriores.  

d) Explicación de la metodología a utilizar en la actuación. 

e) Resumen de la propuesta de actuación desde el punto de vista teórico, técnico y económico. 

f) Una valoración motivada de la incidencia de la actuación sobre los valores protegidos. 

g) Descripción de usos actuales y previstos. 

2. En el supuesto de que la documentación presentada no resultara completa se requerirá al interesado para que, en un plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos. Asimismo, la Administración podrá solicitar documentación complementaria descriptiva de la actuación si lo considera oportuno, para evaluar la incidencia de la intervención en los valores protegidos. 

3. Cuando se trate de actuaciones sobre Bienes de Interés Cultural o su entorno, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico dispondrá de un plazo de tres meses, contado a partir de la recepción de la documentación completa a que se refiere el presente artículo, para proceder al otorgamiento o denegación de la autorización. Transcurrido dicho plazo sin que la Consejería competente en materia de patrimonio histórico se haya pronunciado al respecto, se entenderá rechazado el proyecto presentado. 

4. En el caso de Bienes de Catalogación General, el plazo de resolución será de treinta días desde la recepción de la documentación completa a que se refiere el presente artículo. Transcurrido dicho plazo sin que la Consejería competente en materia de patrimonio histórico se haya pronunciado al respecto, se entenderá aceptado el proyecto presentado. 

Artículo 91. Actuaciones arqueológicas previas a la intervención sobre un inmueble. 
1.  Conforme a lo previsto en el artículo 59 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, de Patrimonio Histórico de Andalucía, previamente a la concesión de licencia o autorización administrativa de cualquier tipo, para la realización de intervenciones sobre inmuebles afectados por la declaración de Bien de Interés Cultural o de catalogación general, si las medidas correctoras señaladas por la Consejería competente en materia de Patrimonio Histórico así lo establecen o cuando el planeamiento urbanístico así lo disponga, podrá exigirse a la persona o entidad promotora de las mismas la realización de una actividad arqueológica. 

2.  La actividad arqueológica se sujetará al régimen de autorizaciones previsto en este Reglamento, y podrá abarcar tanto las estructuras arquitectónicas del inmueble objeto de intervención como el subsuelo del mismo, según lo requiera el alcance de la actuación arquitectónica y de los valores del inmueble. 

3.- Una vez finalizada la actividad arqueológica, y evaluados sus resultados, se resolverá, por el órgano competente para autorizar la intervención, sobre las previsiones y, si resultara necesario, modificaciones que habrán de incluirse en el correspondiente proyecto de obras para garantizar, en su caso, la protección, conservación y difusión de los vestigios arqueológicos presentes tanto en el inmueble subyacente, como emergente. Dicha resolución condicionará la adquisición y materialización del aprovechamiento urbanístico atribuido a la parcela afectada, que en cualquier caso, estará subordinado a las exigencias del interés público y al derecho demanial de los bienes arqueológicos. 

4.- A los efectos del artículo 59.2 de la 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, el límite del aprovechamiento urbanístico incluirá todas aquellas actuaciones necesarias para su materialización. 

Subsección 4ª Suspensión de actuaciones 
Artículo 92.  Suspensión de obras o actuaciones. 
1.  La Consejería competente en materia de patrimonio histórico podrá ordenar cautelarmente la suspensión inmediata y efectiva de obras o actuaciones en bienes integrantes del Patrimonio Histórico, por espacio de treinta días, con el fin de decidir sobre la conveniencia de incluirlos en alguna de las modalidades de inscripción en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz. 

2.  El requerimiento se realizará directamente a los promotores de la actuación o, cuando ello no fuera posible, a través del Ayuntamiento respectivo. En el caso de actuaciones sometidas a licencia municipal se solicitará simultáneamente del Ayuntamiento correspondiente la suspensión inmediata y efectiva del procedimiento de otorgamiento de la licencia o, en su caso, de la eficacia de la ya otorgada, así como su colaboración para hacer efectiva la suspensión de las actuaciones. 

3.  En el caso de actuaciones no sometidas a licencia, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico notificará al interesado y, en su caso, al organismo o Administración competente que las mismas quedan en suspenso hasta tanto la citada Consejería no resuelva sobre la incoación del procedimiento de inscripción en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz. 

Artículo 93. Suspensión de licencias y paralización de actuaciones en caso de incoación de procedimiento de catalogación. 
1.  La incoación del procedimiento para la catalogación de un inmueble como Bien de Interés Cultural determinará la suspensión de las actuaciones que se estén desarrollando sobre el mismo, y de las licencias municipales de parcelación, edificación o demolición en las zonas afectadas, así como de los efectos de las ya otorgadas, hasta tanto se obtenga la autorización de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

2.  Los promotores de las intervenciones suspendidas con motivo de la incoación del procedimiento de catalogación de un inmueble como Bien de Interés Cultural solicitarán la correspondiente autorización de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico en los términos previstos en el artículo 86 de este Reglamento. 

3. La denegación de la autorización llevará aparejada la necesidad de proceder a la revocación total o parcial de las licencias o autorizaciones que ampararan la intervención, en los términos previstos en el artículo 36.2 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

Sección 2ª Ruina, demoliciones y paralización de obras 
Artículo 94.  Expedientes de ruina. 
1. La Consejería competente en materia de patrimonio histórico deberá ser notificada de la apertura y resolución de los expedientes de ruina que se refieran a bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz. A tal efecto, los Ayuntamientos notificarán, en un plazo máximo de tres días, la incoación y resolución de dichos expedientes a las Delegaciones Provinciales de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

2. La Consejería competente en materia de patrimonio histórico podrá constituirse en parte interesada en cualquier expediente de ruina que pueda afectar directa o indirectamente al Patrimonio Histórico. 

3. La firmeza de la declaración de ruina no llevará aparejada la autorización de demolición de inmuebles incluidos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz. 

4. En el supuesto de que la situación de ruina lleve aparejado peligro inminente de daños a las personas, la entidad que hubiera incoado expediente de ruina deberá adoptar las medidas necesarias para evitar dichos daños, previa obtención de la autorización prevista en el artículo 33 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

5. La solicitud de autorización deberá acompañarse en este caso excepcional del informe previsto para las intervenciones de emergencia regulado en el artículo 70 de este Reglamento.  

En el supuesto de que la documentación presentada no resultara completa se requerirá al interesado para que, en el plazo máximo de dos días hábiles, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos. 

La Consejería competente en materia de patrimonio histórico deberá pronunciarse sobre la concesión de la referida autorización en el plazo de dos días hábiles desde la presentación de la solicitud o su subsanación. Transcurrido dicho plazo sin haberse notificado resolución expresa, podrá entenderse desestimada la solicitud de autorización. 

1.  Las medidas que se adopten se ceñirán a los términos de la autorización y, en ningún caso, podrán incluir más demoliciones que las estrictamente necesarias. 

2.  En el supuesto de ruina física inminente, los Ayuntamientos podrán adoptar las medidas de apuntalamiento y sujeción necesarias compatibles con los valores protegidos, sin necesidad de solicitar la autorización prevista en el apartado 4º de este artículo. Dichas medidas no podrán implicar demoliciones de ningún tipo. 

Artículo 95. Demoliciones. 
1.  No procederá la demolición de inmuebles inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz. Podrán admitirse, excepcionalmente, demoliciones derivadas de la ejecución de proyectos de conservación autorizados por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

2.  Las demoliciones que afecten a inmuebles integrantes del entorno de Bienes de Interés Cultural exigirán la autorización de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

3.  Las demoliciones que afecten a inmuebles incluidos en Conjuntos Históricos, Sitios Históricos, Lugares de Interés Etnológico o Zonas Patrimoniales, que no estén inscritos individualmente en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, ni formen parte del entorno de un Bienes de Interés Cultural, exigirán la autorización de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, salvo que hayan sido objeto de regulación en el planeamiento informado favorablemente conforme al artículo 30 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

Dichas edificaciones formarán parte de un catalogo de inmuebles sustituibles. Compuesto por una ficha por inmueble donde se proporcionarán los siguientes datos: 

a) Identificación por dirección postal y por referencia catrastal. b) Planimetría del estado actual, más reportaje fotográfico del interior y exterior del inmueble, que permita un conocimiento completo del mismo. c) Informe de la inexistencia de valores del patrimonio histórico. d) Justificación razonada de la sustitución, de los cambios de condiciones físicas: ocupación, bajo y sobre rasante, edificabilidad, altura y/o cualquier otro parámetro urbanístico que se modifique en la sustitución. Así como de su no afección al patrimonio arqueológico y de su adecuada inserción en el contexto urbano: calle, manzana, barrio, etc.  

Estos requisitos podrán ser ampliados en contextos especiales de alto valor patrimonial, a exigencia de la Consejería responsable de la protección del patrimonio en estos ámbitos. 

Artículo 96. Actuaciones ilegales. 
1. Serán ilegales las actuaciones realizadas y nulas las licencias otorgadas sin contar con la autorización o, en su caso, la comunicación previa previstas en la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, o sin atenerse a las condiciones impuestas en la autorización. 

2. La Consejería competente en materia de patrimonio histórico ordenará la suspensión inmediata y efectiva de los cambios o modificaciones que se estén realizando en los bienes inscritos, cuando no haya recibido comunicación previa de los mismos o no los haya autorizado o, en su caso, se incumplan los condicionamientos impuestos en la autorización. 

3. En las diligencias previas que se instruyan para averiguar los hechos, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico podrá autorizar las obras o modificaciones, ordenar la demolición de lo construido o la reconstrucción de lo destruido sin autorización o sin haber efectuado la comunicación previa u ordenar las reposiciones necesarias para recuperar la situación anterior, todo ello con independencia de la imposición de las sanciones pertinentes, conforme al procedimiento sancionador que se incoe. 

CAPÍTULO IV Delegación de competencias 
Artículo 97. Solicitud y requisitos. 
1.  Aprobados definitivamente los planes de protección regulados en el artículo 30 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, y publicados en el correspondiente boletín oficial, los municipios interesados podrán solicitar la delegación de la competencia para autorizar directamente las obras y actuaciones que desarrollen o ejecuten el planeamiento urbanístico aprobado y que afecten únicamente a inmuebles que no sean Monumentos, Jardines Históricos o Zonas Arqueológicas, ni estén comprendidos en su entorno o en el ámbito territorial vinculado a una actividad de interés etnológico. 

2.  No obstante, podrá delegarse también la competencia para autorizar obras o actuaciones en los inmuebles incluidos en la delimitación de los entornos de los Bienes de Interés Cultural cuando los referidos entornos se encuentren suficientemente regulados por el planeamiento urbanístico con normas específicas de protección. 

3.  A efectos de lo dispuesto en los apartados anteriores, los municipios interesados deberán remitir a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico una solicitud de delegación de competencias que especifique el ámbito al que debe extenderse la misma y que deberá acompañarse de los siguientes documentos: 

a) Copia del plan aprobado definitivamente y, en su caso, del texto refundido de dicho plan, debidamente diligenciada por el Secretario de la Corporación.  

b) Certificación acreditativa de la composición de la Comisión técnica municipal prevista en el artículo 40.3 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, a la que corresponde informar las obras y actuaciones. 

Dicha Comisión técnica deberá estar integrada, hasta un máximo de nueve miembros, por personal funcionario o laboral de plantilla del propio Ayuntamiento, con titulación suficiente para el ejercicio de la Arquitectura, la Arquitectura Técnica, la Arqueología y la Historia del Arte, además de los especialistas en las materias que procedan en función de las diferentes tipologías patrimoniales incluidas en el Plan. 

En aquellos municipios de población inferior a 20.000 habitantes, los miembros de la Comisión técnica podrán sustituirse por personal funcionario 

o laboral de plantilla de otras Administraciones Locales. 

4. La Consejería competente en materia de patrimonio histórico, una vez verificada la composición de la Comisión técnica municipal, podrá delegar el ejercicio de la competencia solicitada mediante Orden de su titular en la que se incluirá la obligación de comunicar las autorizaciones o licencias concedidas en el plazo máximo de diez días desde su otorgamiento, así como las modificaciones en la composición de la Comisión técnica municipal. La delegación de funciones podrá limitarse a ámbitos o elementos determinados y, en su caso, podrá especificar las clases de obras a las que se extiende y aquellas otras que se excluyen en todo caso de dicha delegación. 

5. En ningún caso, procederá la delegación de competencias en los supuestos de autorización de demoliciones establecidos en el artículo 38 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

Artículo 98. Revocación de la delegación. 
1. La delegación de competencias podrá, previa audiencia del municipio afectado, revocarse en cualquier momento en caso de incumplimiento por éste del plan respecto del que se le delegaron competencias. Se entenderá también por incumplimiento del Plan la inobservancia de la obligación de comunicar las autorizaciones o licencias en el plazo establecido de diez días desde su otorgamiento, así como las modificaciones en la composición de la Comisión técnica municipal. 

2. La derogación, revisión o modificación del planeamiento urbanístico existente en el momento de la delegación supondrá la revocación de ésta, a no ser que aquélla se hubiera llevado a término con el informe favorable de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

Artículo 99. Ejercicio de la competencia delegada. 
1. El ejercicio de la competencia delegada se llevará a cabo de tal manera que las autorizaciones para actuar en bienes culturales y las licencias sean objeto de expedientes y resoluciones separados. 

2. La tramitación de los expedientes podrá realizarse de forma acumulada con arreglo a lo previsto en la legislación general de procedimiento administrativo común. 

Artículo 100. Notificaciones de las licencias y autorizaciones concedidas en ejercicio de la competencia delegada. 
1. Los Ayuntamientos en los que se delegue la competencia para la autorización de actuaciones, notificarán a la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico correspondiente el otorgamiento de licencias y autorizaciones concedidas, así como la aprobación de proyectos de obras municipales referidas a inmuebles incluidos en el ámbito de la delegación. 

2. La notificación se realizará en el plazo máximo de diez días a partir del otorgamiento de tales licencias remitiendo copia de las mismas, así como de las resoluciones por las que se conceden las autorizaciones. 

3. El incumplimiento de la obligación de notificar prevista en el párrafo anterior, así como el otorgamiento de licencias en contra de lo dispuesto en la normativa urbanística o en las condiciones de la delegación serán causa suficiente para acordar su revocación. 

Artículo 101. Suspensión de las obras autorizadas por delegación de competencias. 
1. La Consejería competente en materia de patrimonio histórico podrá ordenar la paralización inmediata de las actuaciones autorizadas en contra de lo previsto en la resolución de delegación de competencias, instando al Ayuntamiento para que proceda a la revocación de la licencia. 

2. Las actuaciones amparadas en autorizaciones dictadas en contra de los términos de la delegación de competencias tendrán la consideración de ilegales. 

TÍTULO IV BIENES MUEBLES 
Artículo 102. Bienes muebles integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz 
1.  Forman parte del Patrimonio Histórico Andaluz los bienes muebles de relevancia cultural para Andalucía que se encuentren ubicados establemente en territorio andaluz. 

2.  El presente Título será también de aplicación a aquellos elementos o fragmentos relevantes de bienes inmuebles que se encuentren separados de éstos. 

CAPÍTULO I 
Régimen de protección 
Artículo 103. Autorización de actuaciones sobre bienes muebles inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz como Bienes de Interés Cultural.  
1. Los bienes muebles inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico como Bienes de Interés Cultural no podrán ser sometidos a tratamiento alguno sin autorización expresa de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

2. Excepcionalmente, las instrucciones particulares podrán especificar, con el mayor grado de detalle posible, actuaciones que, por su escasa trascendencia a efectos de la protección del bien, podrán realizarse sin necesidad de autorización previa conforme a lo dispuesto en el artículo 65 de este Reglamento. 

3. La solicitud de autorización deberá acompañarse del proyecto de conservación correspondiente a la intervención que se pretenda realizar con los contenidos establecidos en el Capítulo II del Título II de este Reglamento. 

4. La Consejería competente en materia de patrimonio histórico dispondrá de un plazo de tres meses, contados a partir de la recepción de la documentación completa a que se refiere el presente artículo, para pronunciarse sobre la solicitud de autorización. En el supuesto de que la documentación presentada no resultara completa se requerirá al interesado para que, en un plazo de quince días, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos. 

5. Transcurrido el plazo de tres meses sin haberse dictado resolución expresa podrá entenderse desestimada la solicitud de autorización. 

6. La autorización se entenderá caducada si transcurriera un año sin haberse iniciado las actuaciones para las que fue solicitada, sin perjuicio de que su vigencia pueda prorrogarse, a solicitud de la persona interesada, por una sola vez y por un nuevo plazo no superior al inicial. 

Artículo 104. Comunicación de actuaciones sobre Bienes muebles de Catalogación General o inscritos en el Inventario General de Bienes Muebles del Patrimonio Histórico Español. 
1.  Será necesario comunicar a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico la realización de cualquier tratamiento sobre Bienes muebles de Catalogación General o inscritos en el Inventario General de Bienes Muebles del Patrimonio Histórico Español. 

2.  La comunicación deberá acompañarse del proyecto de conservación correspondiente a la intervención que se pretenda realizar con los contenidos establecidos en el Capítulo II del Título II de este Reglamento. 

3.  En el plazo de treinta días a contar desde la recepción de la documentación completa, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico valorará el proyecto y formulará en su caso las medidas correctoras que se estimen imprescindibles para la protección del bien, y que la persona interesada deberá cumplir, así como cualesquiera otras recomendaciones técnicas que se consideren convenientes. Transcurrido dicho plazo sin notificación expresa, se considerará aceptado el proyecto. 

Artículo 105. Régimen de los bienes muebles vinculados. 
1. Los bienes muebles incluidos de forma expresa en la inscripción en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz de un inmueble como Bien de Interés Cultural son inseparables del inmueble del que forman parte, excepto cuando resulte necesario para la mejor conservación de los mismos, previa autorización de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. Cualquier intervención sobre ellos estará sometida a los mismos requisitos que se exigen para intervenir sobre el inmueble al que se hallen vinculados. 

2. La transmisión o enajenación de un bien mueble vinculado a un inmueble sólo podrá realizarse conjuntamente con la de éste, salvo autorización expresa de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

CAPÍTULO II 
Obligaciones 
Artículo 106. Traslado de bienes muebles. 
1.  Las personas propietarias, titulares de derechos o simples poseedoras de bienes muebles inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz que se propongan cambiar la ubicación de los mismos deberán notificarlo con carácter previo a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

2.  La notificación deberá realizarse con un mínimo de treinta días de antelación y señalará con precisión el lugar a donde pretende trasladarse el bien. 

3.  Se exceptúa de esta obligación el cambio de ubicación dentro del mismo inmueble en el que se localice el bien, siempre que dicho cambio no conlleve una intervención en el bien afectado o suponga una alteración de sus condiciones de conservación. 

4. Si el traslado es consecuencia del cambio de titularidad del bien, bastará la comunicación prevista en el artículo 39 de este Reglamento. 

Artículo 107. Cambio de titularidad. 
1. Las personas propietarias, titulares de derechos o simples poseedoras, así como las que ejerzan habitualmente el comercio de bienes muebles inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz que se propongan transmitir inter vivos y por cualquier título sus derechos sobre los mismos, lo comunicarán previamente por escrito a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico en los términos previstos en el artículo 39 de este Reglamento. 

2.  Los adquirentes mortis causa de bienes muebles inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz notificarán el cambio de titularidad a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. La notificación deberá realizarse dentro de los quince días siguientes a la aceptación de la herencia. 

Artículo 108. Libro Registro de transacciones. 
1. Las personas o entidades que ejerzan habitualmente el comercio de bienes muebles o de elementos o fragmentos relevantes de bienes inmuebles que se encuentren separados de éstos que formen parte del Patrimonio Histórico Andaluz llevarán un libro registro en el que consten todas las transacciones que realicen con relación a dichos objetos. 

2.  Se presumirá, en todo caso, que se dedican habitualmente a dicho comercio y están, por tanto, obligados a llevar el libro registro los anticuarios, marchantes y las entidades dedicadas a la subasta de bienes que revelen alguno de los valores enumerados en el artículo 2.2 de este Reglamento. 

Artículo 109. Forma y contenido del libro registro. 
1. El libro registro de transacciones recogerá todas y cada una de las operaciones relativas a bienes integrantes del Patrimonio Histórico, haciendo constar los siguientes datos: 

a) Identificación individualizada de cada bien, incluyendo reproducción fotográfica, cronología, autor, técnica, materiales y medidas, así como características morfológicas propias. En ningún caso se entenderá que un lote corresponde a un bien individualizado. 

b) Nombre, apellidos, documento personal de identidad y domicilio del transmitente, así como copia del título jurídico que ostenta sobre el bien. 

c) Nombre, apellidos, documento personal de identidad y domicilio del adquirente. 

d) Precio, condiciones y fecha de la transacción. 

e) Notificación, a efectos de ejercicio del derecho de tanteo, en el caso de bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz. 

1.  El libro registro de transacciones se ajustará al modelo oficial que será aprobado por Orden de la persona titular de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

2.  En tanto no se desarrolle dicha Orden, el cumplimiento de esta obligación se llevará a cabo mediante la aportación en cualquier tipo de soporte de los contenidos mínimos regulados en el apartado primero de este artículo. 

Artículo 110. Diligenciado e inspección. 
1.  Las personas o entidades obligadas a llevar el libro registro al que se refiere el artículo 108 de este Reglamento lo presentarán, con anterioridad a su utilización, ante la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico para su diligenciado. 

2. El libro registro de transacciones estará a disposición de los agentes de los Cuerpos y  Fuerzas de Seguridad del Estado y del personal inspector de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

Artículo 111. Actos inscribibles. 
Se inscribirán asimismo en el libro registro todas las transacciones, cualquiera que sea su título, en las que intervenga la persona obligada a llevar el registro, relativas a los bienes muebles o de elementos o fragmentos relevantes de bienes inmuebles que se encuentren separados de éstos integrantes del Patrimonio Histórico. 

CAPÍTULO III Depósito forzoso 
Artículo 112. Depósito forzoso.  
1. El incumplimiento de las obligaciones previstas en la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía por parte de las personas propietarias, titulares de derechos o simples poseedoras de bienes muebles o de elementos o fragmentos relevantes de bienes inmuebles que se encuentren separados de éstos inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz podrá llevar aparejada la designación de depósito forzoso, de acuerdo con lo previsto en el artículo 46.4 de dicha Ley. 

2. El depósito se realizará en un centro designado por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, que ofrezca las condiciones necesarias para garantizar la seguridad e integridad del bien. 

Artículo 113. Procedimiento de depósito. 
1. Cuando se considere necesario proceder al depósito forzoso de un bien inscrito en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz se iniciará el procedimiento mediante acuerdo de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico, que se notificará al titular del bien, señalándole un plazo de diez días para que formule cuantas alegaciones considere convenientes en trámite de audiencia. A la vista de las alegaciones formuladas, la persona titular de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico dictará resolución motivada ordenando el depósito forzoso, o, en su caso, el archivo de las actuaciones. La resolución que ordene el depósito contendrá el requerimiento señalando plazo para que el titular ponga los bienes a disposición de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, y establecerá las condiciones que han de regir el depósito. 

2. En los supuestos de riesgo grave para la conservación de los bienes la Consejería podrá exigir la constitución del depósito en el plazo de veinticuatro horas, sin perjuicio de que los titulares formulen con posterioridad cuantas alegaciones estimen pertinentes y se establezcan las condiciones definitivas de depósito con arreglo a lo previsto en el apartado anterior. 

TÍTULO V PATRIMONIO ARQUEOLÓGICO 
Artículo 114. Concepto. 
Forman parte del Patrimonio Arqueológico los bienes muebles o inmuebles de interés histórico, susceptibles de ser estudiados con metodología arqueológica, incluyendo los contextos y los estratos, que hayan sido o no extraídos y tanto si se encuentran en la superficie o en el subsuelo, en las aguas interiores, en el mar territorial o en la plataforma continental. Asimismo, forman parte de este Patrimonio los elementos geológicos y paleontológicos relacionados con la historia de la humanidad y sus orígenes y antecedentes. 

CAPÍTULO I Régimen jurídico de los bienes arqueológicos y hallazgos casuales 
Sección 1ª Naturaleza jurídica de los bienes arqueológicos 
Artículo 115. Naturaleza jurídica de los bienes arqueológicos. 
1.  Son bienes de dominio público de la Comunidad Autónoma de Andalucía todos los objetos y restos materiales que posean los valores que son propios del Patrimonio Histórico y sean descubiertos como consecuencia de excavaciones, remociones de tierra, obras o actividades de cualquier índole o por azar, así como por el uso de detectores de metales u otras herramientas o técnicas que permitan localizar restos arqueológicos, tanto en superficie como en el subsuelo, así como en las aguas interiores, en el mar territorial o en la plataforma continental, todo ello de acuerdo con la legislación del Estado. 

2. Se entiende por restos materiales no sólo los restos arqueológico sino también el conjunto de estratos, tanto en superficie como en el subsuelo, así como en las aguas interiores, en el mar territorial o en la plataforma continental, donde se encuentran los objetos arqueológicos y que contiene la información histórica necesaria para su estudio mediante metodología arqueológica. 

3.  Se considera de utilidad pública la ocupación de los inmuebles necesarios para la realización de actuaciones arqueológicas financiadas o subvencionadas por parte de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

4.  Cuando se trate de prospecciones arqueológicas necesarias para la formación del proyecto o el replanteo de una obra pública, será de aplicación el artículo 108.1 de la Ley de Expropiación Forzosa, de 16 de diciembre de 1954. 

Sección 2ª Régimen jurídico de los hallazgos casuales 
Artículo 116. Régimen de los hallazgos casuales. 
1.  A los efectos del presente Reglamento, se reputarán hallazgos casuales los descubrimientos de objetos o restos materiales, incluidos elementos geológicos o paleontológico relacionados con la historia de la humanidad, de carácter arqueológico, que se hayan producido por azar, sea en superficie o como consecuencia de cualquier tipo de remociones de tierras, demoliciones u obras de cualquier índole.  

2.  En ningún caso se considerarán hallazgos casuales los bienes descubiertos en el ámbito de los bienes inscritos en el Catálogo General de Patrimonio Histórico de Andalucía, zonas de Servidumbre Arqueológica en el Inventario de Bienes Reconocidos y aquellos otros que consten en los archivos y publicaciones de cualquier Administración. En ningún caso tendrá dicha condición los producidos en la ejecución de actividades autorizadas por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

3.  La aparición casual de objetos y restos materiales que posean los valores propios del Patrimonio Histórico Andaluz deberá ser notificada inmediatamente a la Consejería o al Ayuntamiento correspondiente quien dará traslado a dicha Consejería competente en materia de patrimonio histórico en el plazo de veinticuatro horas. En ningún caso se podrá proceder sin la autorización y supervisión previa de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico a la remoción de los restos o bienes hallados, que deberán conservarse en el lugar del hallazgo, facilitándose su puesta a disposición de la Administración, garantizándose su custodia. 

4.  La Consejería competente en materia de patrimonio histórico o, en caso de necesidad, la Alcaldía de los municipios respectivos, notificándolo a dicha Consejería en el plazo de veinticuatro horas, podrán ordenar la interrupción inmediata de los trabajos, por plazo máximo de dos meses. Dicha paralización no comportará derecho a indemnización. En caso de que resulte necesario, la Consejería podrá disponer que la suspensión de los trabajos se prorrogue por tiempo superior a dos meses, quedando en tal caso obligada a resarcir el daño efectivo que se causare con tal paralización. 

5.  La Consejería competente en materia de patrimonio histórico podrá ordenar con carácter de urgencia la intervención arqueológica más adecuada de los vestigios aparecidos durante el plazo de suspensión de las obras. 

6.  Los hallazgos casuales deberán ser, en todo caso, objeto de depósito en el museo o institución que se determine por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

Artículo 117. Obligaciones de los descubridores.  
1. Los descubridores de hallazgos casuales están obligados a: 

a) Notificar el hallazgo en el plazo máximo de veinticuatro horas a la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, al Ayuntamiento en cuyo término se haya producido el hallazgo o a los cuerpos y fuerzas de seguridad. 

b) Interrumpir los trabajos de remociones de tierras, actividades pesqueras y mineras, demoliciones u obras de cualquier índole que vinieran realizando hasta que la Consejería competente se haga cargo del hallazgo.  

c) Conservar el hallazgo tal y como fue encontrado con arreglo a las normas del depósito legal hasta que la Consejería competente asuma dicha responsabilidad.  

d) Abstenerse de la remoción de los restos o bienes hallados. 

e) Facilitar el acceso de la Administración a los bienes hallados. 

2. El incumplimiento de las obligaciones previstas en este Reglamento privará al descubridor y, en su caso, al propietario del terreno del derecho al premio en metálico, quedando los objetos inmediatamente a disposición de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, todo ello sin perjuicio de las responsabilidades sancionadoras o penales a que hubiere lugar. 

Artículo 118. Derechos de los descubridores.  
1. El descubridor y el propietario del lugar en el que se hubiese producido el hallazgo casual tendrán derecho, en concepto de premio en metálico, a la mitad del valor que en tasación legal se le atribuya, que se distribuirá entre ellos por partes iguales. 

2. Si fuesen dos o más las personas descubridoras o propietarias se mantendrá igual proporción. En el supuesto de que el descubridor fuera el propietario del terreno tendrá derecho al importe íntegro del premio en metálico. 

3.  En ningún caso será de aplicación a los hallazgos casuales lo dispuesto en la legislación civil sobre el tesoro oculto.  

Artículo 119. Procedimiento de declaración de derechos. 
1. Para hacer efectivo el derecho al premio en metálico, el interesado deberá presentar, en el plazo máximo de un año desde el hallazgo, solicitud a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, en la que hará constar los siguientes extremos: 

a) La fecha, lugar y circunstancias del descubrimiento, que deberá incluir expresamente la descripción literal y gráfica del objeto. 

b) La identificación del descubridor o descubridores con indicación de su nombre, documento de identidad y domicilio. 

c) La identificación del propietario o propietarios del lugar en que se hubiera realizado el hallazgo, salvo que coincidan con el descubridor o descubridores, en cuyo caso se hará constar expresamente dicha circunstancia.  

d) La titularidad de los terrenos que se acreditará mediante documento público o privado, o por cualquier otro medio de prueba admitido en Derecho. 

e) La fecha y hora en que fue comunicado el hallazgo a la Consejería o al Ayuntamiento correspondiente. 

1.  La Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico correspondiente a la provincia en la que se haya producido el hallazgo emitirá un informe sobre la procedencia o no de conceder el premio en metálico, elevándolo a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico. 

2.  A la vista de la documentación obrante en el expediente, y siguiendo en su caso el procedimiento establecido en la Ley de Expropiación Forzosa y en su reglamento, el titular del órgano competente para su tramitación formulará propuesta de resolución sobre la procedencia o no de la concesión al solicitante del premio en metálico. 

3.  En el plazo máximo de seis meses a contar desde que esté la documentación completa, el titular de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico resolverá lo que proceda mediante Orden sobre la solicitud formulada. Transcurrido el plazo señalado sin haberse dictado resolución expresa, se entenderá que la solicitud ha sido desestimada. 

Capítulo II 
Zonas de servidumbre arqueológica 
Artículo 120. Declaración de Zona de Servidumbre Arqueológica. 
1. La declaración de Zona de Servidumbre Arqueológica prevista en el artículo 48 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía sólo podrá realizarse de oficio. 

2. En el procedimiento de declaración de las Zonas de Servidumbre Arqueológica se dará audiencia, por plazo de un mes, a los municipios afectados, a la Comisión provincial competente en materia de urbanismo y, en su caso, a los organismos competentes en el dominio público marítimo. Asimismo se abrirá un periodo de información pública por plazo de un mes, que podrá ser simultáneo al trámite de audiencia. 

3. A la vista de lo instruido la persona titular del órgano competente elevará propuesta al titular de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico para que resuelva mediante Orden. El plazo máximo para resolver el procedimiento es de doce meses, transcurrido el cual sin haberse dictado resolución expresa se entenderá producida su caducidad. 

4. La declaración de Zona de Servidumbre Arqueológica será objeto de publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

Artículo 121. Contenido del planeamiento en Zonas de Servidumbre Arqueológica. 
El planeamiento territorial y urbanístico, así como los planes y programas sectoriales, y sus modificaciones o revisiones, cuyo ámbito coincida total o parcialmente con alguna Zona de Servidumbre Arqueológica incluirá, además de la delimitación detallada de la Zona, medidas preventivas de protección de los posibles valores culturales de las mismas, a través de mecanismos tales como: 

a) Adaptación del ámbito a alguna de las clases y calificaciones de suelo contempladas en la legislación urbanística y de ordenación del territorio andaluza, que mejor puedan prevenir su protección y conservación. 

b) Establecimiento de procedimientos que garanticen el cumplimiento de lo previsto en el artículo 49.1 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía para la realización de obras. 

Artículo 122. Tramitación del planeamiento en Zonas de Servidumbre Arqueológica. 
1.  El planeamiento urbanístico y territorial que afecte a una Zona de Servidumbre Arqueológica deberá contar con el análisis arqueológico previsto en el presente reglamento con la excepción contenida en el apartado segundo de este artículo. 

2.  Los planes urbanísticos elaborados en desarrollo de otros más generales que hayan sido previamente informados por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico a los efectos previstos en este artículo quedarán exentos de este requisito siempre que así se haya dispuesto expresamente en el informe correspondiente a los planes que desarrollan. 

3. La aparición de un yacimiento arqueológico en el ámbito de la Zona de Servidumbre Arqueológica, supondrá su incorporación en el contenido urbanístico del plan y una ordenación compatible con la protección del mismo. 

Artículo 123. Obras en Zonas de Servidumbre Arqueológica. 
1. La realización de obras o actuaciones de cualquier clase que lleven aparejada la remoción de terrenos en Zonas de Servidumbre Arqueológica se notificará previamente a la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico de la provincia donde hayan de desarrollarse. 

2. Corresponde a los promotores de las obras o actuaciones remitir a la Delegación Provincial la notificación a que se refiere el apartado anterior quince días antes, como mínimo, de la iniciación de las obras, contándose dicho plazo a partir de la recepción de la mencionada notificación. 

3.  Recibida la notificación, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico podrá ordenar la realización de actividades arqueológicas, en el plazo de quince días a que se refiere el apartado anterior, fijando los plazos y condiciones que resulte necesario, lo que deberá ser ejecutado por el promotor de las obras. 

4. La realización de las obras y actuaciones a que hace referencia el apartado primero de este artículo estará sometida en todo momento a la inspección de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

5.-Ante el incumplimiento, en cualquier caso, del artículo 49 de la Ley de Patrimonio Histórico de Andalucía, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico podrá ordenar la suspensión de obras o actuaciones en Zonas de Servidumbre Arqueológicas por espacio de treinta días.

 CAPÍTULO III Actividades arqueológicas 
Sección 1ª Disposiciones generales 
Artículo 124. Modalidades de actividades arqueológicas. 
Las actividades arqueológicas, tanto terrestres como subacuáticas, se clasifican de la siguiente manera: 

1. Excavación arqueológica, entendida como la remoción de tierra y el análisis de estructuras realizados con metodología científica, destinada a descubrir e investigar toda clase de restos históricos o paleontológicos, así como los componentes geomorfológicos relacionados con la historia de la humanidad y sus orígenes y antecedentes. 

Las excavaciones arqueológicas pueden, a su vez, presentar los siguientes tipos: 

a) Excavación arqueológica extensiva. Es aquélla en la que predomina la amplitud de la superficie a excavar, con el fin de permitir la documentación del registro en su contexto espacial y la extracción científicamente controlada de los vestigios arqueológicos o paleontológicos. 

b) Sondeo arqueológico. Es la remoción de tierra en la que predomina la profundidad sobre la superficie a excavar, con la finalidad de documentar la secuencia estratigráfica del yacimiento o en su caso bien inmueble perteneciente al patrimonio histórico. 

c) Análisis arqueológico de estructuras emergentes. Es la actividad dirigida a la documentación de las estructuras arquitectónicas que forman o han formado parte de un inmueble. 

1.  Prospección arqueológica, entendida como la exploración superficial y sistemática realizada con metodología científica, sin remoción de tierra, dirigida al estudio, investigación o detección de vestigios arqueológicos o paleontológicos. Se consideran prospección arqueológica los estudios de carácter geofísico y de teledetección así como todos aquellos que sirvan para el fin descrito. 

2.  Control arqueológico de movimientos de tierra, consistente en el seguimiento de las remociones de terrenos realizadas de forma mecánica o manual, con objeto de comprobar la existencia de restos arqueológicos o paleontológicos y permitir su documentación y la recogida de bienes muebles. Tendrán la consideración de control arqueológico de movimientos de tierra las inspecciones de los trabajos de dragados de fondos subacuáticos. Se considerarán controles arqueológicos las limpiezas de yacimientos arqueológicos que lleven aparejada cualquier remoción de tierra. A efectos de 

su  autorización, cualquier toma de muestras en yacimientos arqueológicos tendrá la consideración de control arqueológico. 

En el control arqueológico de los movimientos de tierra, y al objeto de garantizar  la efectividad de  dicho control, el ritmo y los medios utilizados deberán permitir la correcta documentación de las estructuras inmuebles o unidades de estratificación, así como la recuperación de cuantos elementos muebles se consideren de interés. Se podrán paralizar de forma puntual los movimientos de tierra durante el período de tiempo imprescindible para su registro adecuado. 

1  Reproducción y estudio de arte rupestre, entendidos como el conjunto de trabajos de campo orientados a la investigación, documentación gráfica o, excepcionalmente, cualquier tipo de manipulación o contacto con el soporte de los motivos figurados. 

2 Labores de consolidación, restauración y restitución arqueológica, actuaciones de cerramiento, vallado y cubrición. Se ajustarán a lo dispuesto en el Título II de este reglamento. Cuando la intervención vaya a llevarse a cabo en un bien que no esté  inscrito en el Catálogo General del Patrimonio Histórico será de aplicación el régimen de autorizaciones previstos para las actividades arqueológicas. 

3 El estudio con metodología arqueológica de los materiales arqueológicos depositados en los Museos de la Comunidad Autónoma Andaluza. La concesión de autorizaciones para el estudio, y en su caso, documentación gráfica de los materiales arqueológicos depositados en los museos adscritos al Registro de Museos y Colecciones Museográficas de Andalucía se ajustará a lo dispuesto por la legislación museística, excepto en lo que concierne a los Proyectos Generales de Investigación Arqueológica y a los estudios de materiales en museos que no sean de titularidad o gestión de la Junta de Andalucía. 

4  Estudio y Documentación gráfica de yacimientos, que se regulará por lo dispuesto en el artículo 151 de este reglamento. 

Artículo 125. Proyectos Generales de Investigación Arqueológica. 
1. Los Proyectos Generales de Investigación Arqueológica son documentos de carácter básico donde se explicitan los objetivos de investigación histórica, conservación y difusión en un ámbito territorial determinado.  

2. Los Proyectos Generales de Investigación Arqueológica deberán contener los criterios y las estrategias generales de investigación, justificando especialmente su adecuación a la tutela, y la metodología que regirán las actuaciones sobre bienes pertenecientes al patrimonio arqueológico que los desarrollen. 

3. Los yacimientos, zonas arqueológicas, áreas geográficas concretas o conjuntos históricos y ciudades e inmuebles de carácter histórico y arqueológico, donde se produzcan frecuentes intervenciones arqueológicas y los incluidos en la Red de Espacios Culturales deberán contar con uno o varios Proyectos Generales de Investigación, en función de las características y ámbitos de los mismos y en coordinación con los instrumentos urbanísticos. 

4. La Consejería competente en materia de patrimonio histórico promoverá la redacción de los Proyectos Generales de Investigación Arqueológica, cuando lo considere conveniente para mejorar la investigación científica o la valorización de ámbitos territoriales concretos en relación a su tutela. 

5. Los Proyectos Generales de Investigación Arqueológica tendrán una duración máxima de seis años. Este plazo podrá ser prorrogado como máximo por un periodo igual a la duración originaria. Para solicitar esta prórroga, cuyas razones deberán motivarse en cada caso, será imprescindible haber presentado toda la documentación administrativa y científica referida a la investigación ejecutada hasta ese momento. 

Artículo 126. Autorización de actividades. 
1. De conformidad con lo previsto en el artículo 52 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, la realización de cualquier actividad arqueológica requerirá autorización previa de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. Asimismo, deberán ser objeto de autorización los Proyectos Generales de Investigación Arqueológica y las actividades contenidas en ellos. 

2. La autorización de los Proyectos Generales de Investigación Arqueológica y de las actividades arqueológicas a que se refiere el artículo 124 de este reglamento se regirá por el procedimiento establecido en la sección siguiente. 

3. La autorización para la realización de actividades arqueológicas se concederá sin perjuicio de la obligación de obtener las demás autorizaciones o licencias necesarias en aplicación de la legislación urbanística, de prevención de riesgos laborales u otra cualquiera de carácter sectorial, así como del cumplimiento de cualquier otro requisito exigible por la legislación vigente. Asimismo, se requerirá, conforme a lo dispuesto en el artículo  54.3  de la Ley de Patrimonio Histórico de Andalucía, la autorización previa de la propiedad de los terrenos, que deberá acreditarse en la documentación presentada. 

4. La autorización a que se refiere el apartado primero de este artículo será sustituida por el visado previo del proyecto, a efectos de comprobar su idoneidad técnica y conceptual, en el supuesto de que las actuaciones sean promovidas por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. Mediante Orden de la citada Consejería se establecerán los contenidos y el procedimiento por el que se sustanciará dicho visado. 

Artículo 127. Actividades arqueológicas independientes. 
1. Se considerarán actividades arqueológicas independientes y, por lo tanto, quedarán sometidas a expedientes de autorización distintos, las que se desarrollen en un mismo emplazamiento o inmueble, siempre que concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

a) Que el promotor sea distinto en cada una de ellas. 

b) Que las actuaciones que motiven la actividad arqueológica obedezcan a proyectos distintos, aunque el promotor de las obras sea la misma persona. 

c) Que entre el inicio de una actividad arqueológica y otra se haya dictado resolución de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico paralizando las actuaciones, revocando una autorización de actividad arqueológica u ordenando la adopción de medidas urgentes para garantizar la conservación de los vestigios arqueológicos que obligue a la redacción de un nuevo proyecto. 

2. Se considerarán igualmente actividades independientes, las realizadas en emplazamientos suficientemente alejados como para impedir la presencia efectiva en cualquiera de ellas del director, con independencia de que el promotor de las obras y la propiedad de los terrenos coincidan. 

3. No obstante, a criterio de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, podrá considerarse como una única actividad arqueológica a efectos de su autorización, la intervención arqueológica compleja que incluya dos o más modalidades de las previstas en el artículo 124 de este Reglamento, siempre que formen parte del mismo proyecto de actividad arqueológica como fases o etapas diferentes de éste. 

4. Se considerará una actividad arqueológica independiente la que estando impuesta por una resolución  de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, especificando las previsiones referidas a la conservación o remoción de los bienes inmuebles hallados y su afección al proyecto de obras que generó la actividad, se vaya a realizar fuera del periodo de vigencia de la actividad, o por persona distinta a la que la ha dirigido o que la cautela impuesta no sea la realización de un control de movimientos de tierra. 

Artículo 128. Solicitantes de actividades arqueológicas y Proyectos Generales de Investigación Arqueológica. 
1. Podrán solicitar autorización para realizar Proyectos Generales de Investigación Arqueológica así como actividades arqueológicas: 

a) Las personas físicas, individualmente consideradas o formando equipos de investigación, que reúnan los requisitos establecidos en el apartado segundo de este artículo. 

b) Los departamentos de universidades u otras instituciones científicas, españolas o comunitarias, relacionados con la investigación del Patrimonio Arqueológico. 

c) Los museos arqueológicos o que cuenten con sección de Arqueología. 

d) Los Institutos de Prehistoria y Arqueología del Consejo Superior de Investigaciones Científicas, así como cualquier otro instituto del citado Consejo que cumpla con lo establecido en el apartado siguiente. 

e) Las Administraciones Públicas que pretendan realizar tales 

actividades directamente y cuenten con el personal debidamente titulado o 

acreditado para ello. 

Cuando se trate de personas físicas, equipos de investigación o instituciones científicas extranjeras no comunitarias, la solicitud se acompañará de informe emitido por otra persona o institución española de entre las enumeradas en este apartado. 

1. Cumplirán con lo establecido en el apartado 1.a) de este artículo quienes cuenten con la titulación académica de grado en arqueología y acrediten formación práctica en la misma materia; o bien con la titulación académica de licenciatura, grado en cualquier otra del ámbito del conocimiento histórico, y acrediten formación teórica y práctica en arqueología. 

2. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, la formación teórica y práctica en arqueología se acreditará de la siguiente forma: 

a) La formación teórica de las personas tituladas en el ámbito del conocimiento histórico se acreditará mediante la presentación del correspondiente certificado académico de estudios en el que se acredite una formación en arqueología de, al menos, 60 E.C.T.S. del Sistema Europeo de Transferencia de Créditos, de conformidad con lo establecido en el Real Decreto 1125/2003, de 5 de septiembre, por el que se establece el sistema europeo de créditos y el sistema de calificaciones en las titulaciones universitarias de carácter oficial y validez en todo el territorio nacional, y que podrán haber sido obtenidos mediante la realización de cursos y/o asignaturas universitarias, incluidos estudios de tercer ciclo, cuyas áreas de conocimiento estén directamente relacionadas con la materia arqueológica. 

b) La formación práctica se acreditará mediante la certificación, expedida por la autoridad competente en materia de patrimonio arqueológico en cada caso para otorgar las respectivas autorizaciones para la realización de las mismas. En el citado certificado, deberá constar la modalidad  y tipo de intervención arqueológica, su duración, el director o directora y los trabajos desempeñados por el interesado.  Se considerará solvente para dirigir una actividad arqueológica a aquella persona que, reuniendo las circunstancias exigidas de formación teórica, haya participado como arqueólogo en, al menos dos intervenciones de la misma modalidad que el solicitado, con un período de duración mínimo sumando todas intervenciones de un año. Para la acreditación de la experiencia práctica en actividades arqueológicas realizadas en la Comunidad Autónoma de Andalucía, a partir de la entrada en vigor del presente reglamento será necesario que la persona esté incluida y citada como miembro del equipo investigador en el libro-diario de la actividad al que hace referencia al artículo 138 de este Reglamento, especificando las funciones que se le habían encomendado en los trabajos. 

c) Para investigadores extranjeros no comunitarios, se aplicarán criterios análogos.  

Sección 2ª Procedimiento de autorización 
Subsección 1ª Procedimiento general. 
Artículo 129. Solicitudes de iniciación de actividades arqueológicas: contenido y documentación. 
1. El procedimiento para la autorización de las actividades arqueológicas a que se refiere el artículo 126 de este reglamento, así como los Proyectos Generales de Investigación Arqueológica, se iniciará a instancia de parte y se regirá por las normas generales de procedimiento administrativo y por lo regulado en la presente sección, sin perjuicio de lo dispuesto, respectivamente, en los artículos 134 y 135 del presente texto legal para los supuestos en los que dichas actividades deban autorizarse con carácter urgente o ejecutarse con carácter de emergencia. 

2. La solicitud deberá contener los extremos referidos en el artículo 70 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, con identificación expresa del promotor de la actividad, en el supuesto de ser persona distinta al solicitante, y en todo caso deberá ir suscrita por la persona que vaya a dirigir los trabajos, que deberá cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 128 de este Reglamento. 

3. La presentación de las solicitudes se realizará preferentemente en formato digital o análogo en el registro del órgano competente para resolverla, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común. Asimismo, en caso de resultar necesaria, la subsanación se realizará de acuerdo con lo establecido en el artículo 71 de la norma citada. 

4. La solicitud deberá acompañarse de la documentación que se indica en los artículos 131 y siguientes  y, en el caso de las actividades arqueológicas que lo requieran, de acreditación de la autorización del propietario de los terrenos para la ocupación de los mismos. El plazo para la resolución del procedimiento empezará a contar desde la recepción de la documentación completa exigida  junto a la solicitud. 

5. Las solicitudes presentadas por personas físicas o instituciones extranjeras, no comunitarias, deberán acompañarse de un informe emitido por otra persona o institución española de entre las enumeradas en el artículo 

128. 

6. La solicitud deberá acompañarse de una declaración responsable del arqueólogo solicitante de no estar realizando al mismo tiempo ninguna actividad arqueológica fuera de la Comunidad Autónoma Andaluza. 

Artículo 130. Contenido de la solicitud de Proyectos Generales de Investigación Arqueológica. 
1. La solicitud de autorización de un Proyecto General de Investigación Arqueológica deberá acompañarse además de lo expresado en el artículo anterior, de la siguiente documentación, cuyos contenidos mínimos se desarrollarán mediante Orden de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico de un Proyecto en el que se formulen los objetivos perseguidos en el plazo temporal solicitado, así como la metodología a desarrollar para su consecución y su justificación, en el que deberá constar: 

a) Delimitación y caracterización del yacimiento, zona, área o ciudad en la que se desarrollará la investigación. Contexto  geográfico, histórico y los antecedentes histórico-arqueológicos del ámbito de actuación. 

b) Estrategias generales de investigación y su relación con la tutela del patrimonio histórico 

c) La información urbanística, medioambiental y de ordenación del territorio aplicable al patrimonio arqueológico del área objeto de investigación. 

d) Desarrollo temporal del proyecto, reflejando expresamente las distintas fases dentro del mismo, con las actividades que lleva implícitas cada una de ellas y su justificación, metodología a emplear, así como el lugar o ámbito territorial en que se llevarán a cabo. 

e) Presupuesto detallado del Proyecto General de Investigación Arqueológica, así como indicación de las fuentes de financiación. 

f) Documentación gráfica (fotográfica, planimétrica y cartográfica). 

g) Los Proyectos Generales de Investigación Arqueológica, en los que se incluyan excavaciones arqueológicas, contendrán propuestas y recomendaciones en materia de conservación, restauración y difusión, acompañadas de sus correspondientes partidas presupuestarias. 

2. Las personas que dirijan un Proyecto General de Investigación Arqueológica no podrán responsabilizarse de más de uno simultáneamente. 

Artículo 131. Contenido de la solicitud de Actividades arqueológicas. 
1. La solicitud de autorización para la realización de actividades arqueológicas deberá acompañarse, además de los requisitos exigidos con carácter general en el artículo 130 de este reglamento,  de la siguiente documentación, cuyos contenidos mínimos se desarrollarán mediante Orden de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, de un proyecto en el que se formule propuesta detallada y justificada de la actividad 

o actividades arqueológicas, en el que conste: 

a) Los contenidos de la regulación urbanística, medioambiental y de ordenación del territorio aplicable al lugar. 

b) Memoria exhaustiva de los objetivos, estrategia investigadora específica para la actuación,  metodología y fases  si las hubiera. 

c) Delimitación del área del ámbito territorial donde se va a intervenir, con el acompañamiento cartográfico adecuado. 

d) El contexto geográfico así como los antecedentes en la investigación histórico-arqueológica del ámbito de actuación específico. 

e) Informe relativo a las medidas de protección física y conservación preventiva de bienes inmuebles y muebles que se consideren oportunas, garantizando su estabilidad. En su caso, se deberá contemplar la preservación de la zona excavada, al término de la actividad, así como sobre las medidas de extracción, almacenamiento in situ, traslado y depósito definitivo. 

f) Presupuesto detallado de la actividad y de las medidas posteriores de conservación, incluyendo un plan de tiempos y costos, en que se acrediten expresamente las fuentes de financiación. 

g) En las intervenciones generadas por cualquier tipo de obra, de las previstas por el artículo 59 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, de Patrimonio Histórico de Andalucía, el promotor deberá presentar un anteproyecto que ponga de manifiesto los parámetros y posibles afecciones al patrimonio arqueológico o un proyecto de las obras que generan la actividad arqueológica, firmado por técnico competente. Si se tratase de actividades arqueológicas de apoyo a la restauración se presentará igualmente una memoria descriptiva de los objetivos perseguidos por la actuación de conservación. Todo ello acompañado de la documentación planimétrica que se estime necesaria. 

h) Para las excavaciones arqueológicas, los sondeos arqueológicos, los análisis de estructuras emergentes, los controles de movimientos de tierras, las labores de consolidación, restauración y restitución arqueológicas y las actuaciones de cerramiento, vallado y cubrición, tanto terrestres como subacuáticas se estará a lo dispuesto en el artículo 128.3 de este reglamento, siendo en cualquier caso necesaria la presentación de una declaración responsable de cumplir con los requisitos de la legislación en materia de prevención de riesgos laborales por parte de los solicitantes. 

Antes del inicio de la actividad se consignará por parte de la dirección de la actividad arqueológica el responsable de seguridad y salud laboral, en el libro diario, firmando éste su aceptación en el mismo. 

2. La vigencia de la autorización será de un año, prorrogable anualmente, previo informe favorable de la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico que corresponda. 

Artículo 132. Instrucción. 
1. La solicitud de autorización de Proyectos Generales de Investigación Arqueológica, y de sus actividades, así como la de actividades arqueológicas que se extiendan a más de una provincia, se dirigirán a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico que será el órgano competente para su tramitación. 

2. Las solicitudes de autorización de actividades arqueológicas no incluidas en el apartado anterior se dirigirán a la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico correspondiente al territorio en el que las mismas vayan a desarrollarse. 

3. El órgano competente para la tramitación podrá recabar cuantos informes estime oportunos para la adecuada resolución de la solicitud. Sin perjuicio de ello, aquellos procedimientos cuya resolución corresponda a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico deberán ser informados por las Delegaciones Provinciales afectadas en el plazo de un mes. 

4. Asimismo, y en caso necesario, deberá recabarse de la Dirección General competente en materia de Museos informe sobre la institución en la que deban depositarse los materiales extraídos durante el desarrollo de las actividades arqueológicas autorizadas. 

Artículo 133. Terminación. 
1.  La resolución de los procedimientos de autorización de los Proyectos Generales de Investigación Arqueológica y de las actividades arqueológicas corresponderá a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico. Sin perjuicio de ello, estos procedimientos podrán terminar por cualquiera de las formas previstas en los artículos 87 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, así como en la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía cuyas normas se aplicarán íntegramente en estos procedimientos. 

2.  Además de lo dispuesto en el artículo 89 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común y en la Ley de la Administración de la Junta de Andalucía,  excepto en lo previsto para la terminación convencional, la resolución de autorización de los Proyectos Generales de Investigación y de la actividades arqueológicas deberá contener las condiciones especiales a que deban sujetarse los trabajos, así como, en el caso de las actividades arqueológicas con recogida de materiales, el museo o institución en el que deban depositarse los hallazgos. 

3.  En el supuesto de autorización de los Proyectos Generales de Investigación Arqueológica, la resolución deberá ser dictada y notificada en el plazo de seis meses desde que la solicitud tuvo entrada en el registro del órgano competente para su tramitación. Cuando se trate de autorización de actividades arqueológicas este plazo será de tres meses. En ambos casos, la falta de resolución y notificación expresa legitima a la persona interesada para entender desestimada su solicitud. 

4.  La resolución de autorización de un Proyecto General de Investigación Arqueológica no implica la de las actividades arqueológicas a ejecutar en desarrollo del Proyecto autorizado, que deberán someterse al régimen de autorizaciones previsto en el presente Reglamento. No obstante, cuando a la solicitud de autorización del Proyecto se acompañe la de las actividades arqueológicas correspondientes al primer año, podrán autorizarse simultáneamente. 

5.  En el caso de que durante la vigencia de un Proyecto General de Investigación Arqueológica aprobado concurran circunstancias objetivas que motiven un cambio en las fases de las actividades de desarrollo o en la metodología, expuestas en la documentación presentada para su aprobación, se deberá presentar una memoria explicativa de las causas y el alcance de las modificaciones, que deberán ser aprobadas en idéntica forma y por el mismo órgano que el proyecto original, antes de remitir la propuesta de actividades arqueológicas. 

6.  En el supuesto de actividades arqueológicas, la resolución será denegatoria cuando el solicitante no haya entregado, en los plazos previstos, el informe preliminar, las memorias científicas,  la memoria científica final, el resumen  para la publicación por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, no se haya realizado el depósito de los materiales en la institución designada a tal fin, o no haya cumplido las demás obligaciones recogidas en el presente Reglamento, derivadas de autorizaciones anteriores, sin perjuicio de la posibilidad de revocar otra autorización previa, si la hubiera, o de incurrir en responsabilidad administrativa o análogas. 

Subsección  2ª Actuaciones de urgencia y de emergencia. 
Artículo 134. Actuaciones de urgencia.  
1.  Se tramitarán por el procedimiento de urgencia, aquellas actividades arqueológicas en las que concurran circunstancias de peligro de pérdida o destrucción del patrimonio arqueológico. Asimismo, se tramitarán por este procedimiento las actividades arqueológicas que sea necesario realizar como consecuencia de hallazgos casuales, regulados en el artículo 116 de este reglamento. 

2.  El procedimiento tramitado en estos casos se ajustará a lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común y la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de Administración de la Junta de Andalucía. 

Artículo 135. Intervenciones de emergencia. 
1. La Administración acordará de oficio cuantas medidas resulten necesarias para evitar el deterioro o destrucción del Patrimonio Arqueológico Andaluz. En el supuesto de que dichas medidas, por el riesgo inminente que la situación suponga para dicho patrimonio, deban adoptarse sin dilación, se estará a la tramitación de emergencia regulada en la legislación de contratos del sector público. En cualquier caso las actuaciones que se lleven a cabo en estos casos se limitarán a la adopción de medidas que resulten estrictamente necesarias para poner fin a la situación de emergencia producida. 

2. La situación de emergencia deberá acreditarse mediante informe suscrito por arqueólogo que será puesto en conocimiento de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico antes de iniciarse las actuaciones. Este informe previo deberá incluir como mínimo la siguiente documentación: 

�.  Descripción del bien. Denominación, categoría de protección, reseña histórica y características del mismo. 

�. Delimitación del ámbito y objeto de la intervención. 

�.  Descripción de las soluciones propuestas. 

�.  Justificación del criterio de intervención adoptado, especialmente en lo relativo a la reversibilidad y al carácter provisional o definitivo de las actuaciones. 

�.  Documentación fotográfica original del área o bienes afectados y del contexto en que se ubican. 

�.  Valoración económica, con desglose del presupuesto en partidas y referido a las actuaciones concretas a realizar. 

�.  Propuesta de arqueólogo que dirija la intervención y de empresa que ejecute los trabajos. 

En el caso de que la resolución la dicte la persona titular de la Delegación Provincial, la misma deberá ser puesta inmediatamente en conocimiento  de la Dirección General competente en patrimonio histórico. 

3. Una vez acometidas las actuaciones, la persona o institución que las haya llevado a cabo elaborará, en el plazo de un mes, un informe sobre el estado inicial del bien, las medidas adoptadas y el resultado alcanzado como consecuencia de las mismas. A la vista de los resultados, la Delegación Provincial competente en patrimonio histórico resolverá sobre las medidas a tomar y la aceptación del informe, en el mismo plazo. 

Sección 3ª Desarrollo de las actividades arqueológicas. 
Artículo 136. Requisitos previos al inicio de la actividad. 
1.  Con carácter previo al inicio de la actividad, el titular de la autorización deberá contratar un seguro de responsabilidad civil suficiente para garantizar los posibles daños que pudieran derivarse de la ejecución de los trabajos, así como un seguro de accidentes para todo el personal que intervenga o participe en la actuación. En el caso de actividades subacuáticas dicho seguro deberá cubrir además las operaciones de rescate, en la cuantía establecida en la legislación vigente. 

2.  La ejecución de las actividades arqueológicas autorizadas no podrá iniciarse sin haber acreditado el cumplimiento de este requisito, a cuyo efecto el titular de la autorización deberá presentar ante la Delegación Provincial correspondiente copia de las pólizas de seguros suscritas. El incumplimiento de esta obligación determinará la revocación de la autorización concedida. 

Artículo 137. Dirección presencial de la actividad arqueológica. 
1.  La dirección de una actividad arqueológica estará obligada a dirigir los trabajos personalmente, permaneciendo en el lugar de la actividad durante el desarrollo de la misma, asumiendo la responsabilidad del proceso de intervención. 

2.  En supuestos de necesidad de ausentarse del lugar de la actividad, la dirección deberá justificar convenientemente su ausencia en el Libro Diario, y encomendar temporalmente sus funciones a una persona que reúna los requisitos de titulación, especialización y conocimientos de la problemática del yacimiento, reflejándolo igualmente en el Libro Diario. 

3.  En el supuesto de los controles arqueológicos de movimientos de tierra será necesario, además de los requisitos indicados en el apartado anterior, la comunicación previa de la ausencia a la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico correspondiente. 

4.  La suma total de las ausencias en ningún caso podrá exceder del veinticinco por ciento de las jornadas que comprenda la actividad autorizada. 

5.  La ausencia injustificada o el exceso de ausencias será causa de revocación de la autorización. 

Artículo 138. Libro Diario. 
1. La dirección tendrá la obligación de llevar un libro de incidencias y órdenes denominado Libro Diario, de acuerdo con el modelo oficial aprobado por la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico; a tal fin, presentará el mismo debidamente rubricado para que sea diligenciado en la Delegación Provincial de la Consejería correspondiente en materia de patrimonio histórico que corresponda, con anterioridad a la fecha de inicio de los trabajos. En caso de que la actividad se lleve a cabo en varias provincias, solamente se contará con un libro diario. El responsable de seguridad y salud laboral deberá firmar igualmente en el libro diario. 

2. La dirección estará obligada a comunicar de forma fehaciente y con anterioridad, a la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico correspondiente, las fechas de inicio y de finalización de los trabajos, en un plazo no superior a cuarenta y ocho horas, de las que dejará constancia en el Libro Diario. En el supuesto de que el ámbito de la actividad arqueológica sea supraprovincial deberá comunicarlo donde disponga la resolución de autorización. 

3. Al finalizar la actividad arqueológica, se hará entrega del Libro Diario en la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico correspondiente. En el caso de que la actividad arqueológica afecte a varias provincias, bastará con entregarlo en una de ellas, que lo remitirá a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico. 

Artículo 139. Diligencia de finalización. 
Terminada la actividad se extenderá diligencia de finalización en el Libro Diario, que deberá ser suscrita por la dirección de la misma, así como por el inspector designado por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

En la referida diligencia habrá de hacerse referencia expresa al grado de adecuación de los trabajos realizados al proyecto autorizado, a la adopción de las medidas necesarias a partir de ese momento para asegurar la conveniente conservación de los vestigios aparecidos, así como a las incidencias que hayan surgido a lo largo del desarrollo de la actividad y que hayan provocado modificaciones en la misma. 

Artículo 140. Modificación de las condiciones impuestas en las autorizaciones para la realización de actividades arqueológicas. 
1. Las condiciones establecidas en la autorización de una actividad arqueológica podrán modificarse por la Administración como consecuencia de los hallazgos que se produzcan en el curso de la misma o por circunstancias sobrevenidas relacionadas con la seguridad y salud laboral, la adecuada conservación de los restos o cualesquiera otras circunstancias que imposibiliten o desaconsejen la ejecución de la actividad arqueológica conforme al proyecto autorizado. 

2.  Para la modificación de las condiciones establecidas en la autorización de una actividad arqueológica el inspector deberá elaborar un informe que justifique técnicamente las circunstancias que imposibiliten o desaconsejen la ejecución de la actividad arqueológica conforme al proyecto autorizado. 

3. Dicho informe será notificado a los interesados a los que se concederá un plazo de diez días para que puedan formular alegaciones. 

4.  Transcurrido dicho plazo, el órgano autorizante resolverá acordando, en su caso, la modificación de las condiciones establecidas en la autorización de la actividad arqueológica. 

5.  En el caso de que no sea preciso dictar nueva resolución, al considerase que las alteraciones no son sustanciales,  las nuevas condiciones de la autorización se harán constar en el libro diario de la intervención y exigirán la conformidad o, en su caso, la adecuación de las medidas de seguridad y salud, así como, de la autorización concedida por el propietario de los terrenos.  

6.  En el plazo de veinticuatro horas el inspector pondrá en conocimiento, de forma fehaciente, del órgano autorizante, las modificaciones no sustanciales llevadas a cabo. Entendiéndose otorgada la autorización de este último si en el plazo de setenta y dos horas no se reciben instrucciones en sentido contrario que obliguen a producir una nueva resolución conforme a lo establecido en los puntos 2, 3 y 4 del presente artículo.   

Artículo 141. Renuncia a la dirección de la actividad arqueológica. 
1. Para efectuar la renuncia a la dirección de una actividad arqueológica, antes de iniciarse la actividad,  bastará  con que el interesado presente ante la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico correspondiente una comunicación previa y motivada por escrito en un plazo no inferior a quince días previos a la fecha en que se pretenda hacer efectiva. 

2. En el caso de actividades arqueológicas que cuenten con promotor de obra, el mismo propondrá una nueva dirección que habrá de obtener nueva resolución de autorización. 

3. Cuando se trate de actividades arqueológicas de emergencia, corresponderá a la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico el nombramiento de la nueva dirección. 

4. Cuando se trate de actividades ya iniciadas, la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, en el plazo de diez días, resolverá sobre la solicitud de renuncia; no obstante, en el caso de actividades encuadradas dentro de un Proyecto General de Investigación o que afecten a más de una provincia, se presentará preferentemente en la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico, que resolverá en el plazo de diez días. En cuanto a los efectos de la renuncia se estará a lo dispuesto en los apartados 2 y 3 del artículo 143 de esta norma, respecto a la revocación de la autorización arqueológica. 

5. En cualquiera de los supuestos anteriores el órgano autorizante deberá notificar al promotor de la actividad la solicitud o, en su caso, la comunicación previa de renuncia en el plazo de 10 días. 

Artículo 142. Suspensión temporal de actividades arqueológicas autorizadas. 
1. A instancia de parte interesada y por causas que deberán motivarse en cada caso, podrá solicitarse la suspensión temporal por un plazo máximo de seis meses, de una actividad arqueológica que haya sido autorizada. Dicha solicitud deberá ser resuelta por la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico correspondiente en un plazo de quince días.  

2.  Transcurrido el plazo de suspensión fijado deberá reanudarse la actividad correspondiente, lo que deberá ser puesto en conocimiento de la respectiva Delegación Provincial. Una vez transcurrido el plazo fijado en la autorización, a lo que se añadirá el de suspensión temporal que, con arreglo a lo establecido en este artículo se haya otorgado, se producirá la extinción de la correspondiente autorización, lo que deberá notificarse a los  interesados. 

3.  Regirán para la suspensión temporal las obligaciones que en el artículo anterior se establecen para la renuncia a la dirección de una actividad arqueológica. 

Artículo 143. Revocación de la autorización por incumplimiento de las condiciones impuestas. 
1. La autorización concedida podrá ser revocada, previo trámite de audiencia a los interesados por plazo de diez días, mediante resolución del órgano autorizante motivada por alguno de los siguientes incumplimientos: 

a) Disconformidad de los trabajos con el proyecto o actividad autorizada. 

b) Inobservancia de las condiciones establecidas en la resolución de autorización, en el presente reglamento o la Ley de Patrimonio Histórico de Andalucía. 

2. La revocación de una autorización para la realización de actividades arqueológicas obliga al autorizado o, en su caso, al promotor de la obra a efectuar los trabajos necesarios para la conservación del yacimiento o de los vestigios que pudieran haber aparecido, según establezca el órgano autorizante. Igualmente, la revocación no exime a la dirección de la actividad arqueológica de las demás obligaciones establecidas en el presente Reglamento. 

3. La dirección de la actividad arqueológica a la que se le revocó la autorización deberá entregar toda la documentación, tanto  escrita como gráfica realizada hasta ese momento, así como el libro diario y los materiales recuperados hasta ese momento, a la Delegación Provincial correspondiente. 

4. En caso de revocación de una autorización para una actividad arqueológica asociada a un proyecto de obra, el promotor de la obra que genere la actividad propondrá una nueva dirección que habrá de tener la conformidad del órgano autorizante. 

Sección 4ª. 
Documentación sobre los resultados de los Proyectos Generales de Investigación y de las actividades arqueológicas. 
Artículo 144. Documentación resultante de las actividades arqueológica. 
Finalizada la actividad arqueológica, la dirección deberá entregar a la Administración  competente en materia de patrimonio histórico todos aquellos documentos que se consideren necesarios, incluyendo en todo caso el informe preliminar y la memoria científica de las distintas actividades arqueológicas, el Inventario detallado de materiales recuperados durante la actividad y el acta de entrega y depósito. Los contenidos de estos documentos se determinarán mediante Orden de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. En los Proyectos Generales de Investigación Arqueológica se deberán entregar las memorias científicas anuales y la memoria científica final además del inventario detallado de materiales recuperados durante la actividad y el acta de entrega y depósito de los mismos. 

Artículo 145. Informe preliminar. 
1.  Terminada la actividad arqueológica, exceptuando las actividades arqueológicas encuadradas en un Proyecto General de Investigación Arqueológica, la dirección en el plazo de treinta días a contar desde la fecha de la diligencia de finalización, deberá entregar dos ejemplares del informe preliminar en la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico correspondiente, o si se tratase de una intervención interprovincial en la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico. 

2. Recibida la documentación completa y evaluado el informe preliminar por los servicios técnicos correspondientes, el órgano autorizante emitirá resolución en la que se especifiquen las previsiones referentes a la conservación o remoción de los bienes inmuebles hallados y el grado en que resultarían afectados por al proyecto de obras que generó la actividad arqueológica y sobre la procedencia del informe preliminar y de las modificaciones no sustanciales que se hubieran llevado a cabo durante la ejecución de la actividad respecto al proyecto originalmente aprobado, conforme a lo estipulado en los puntos 5 y 6 del artículo 140. Dicha resolución habrá de ser comunicada a las partes interesadas y al Ayuntamiento afectado. 

Artículo 146. Memorias científicas de actividades arqueológicas. 
1.  La dirección de toda clase de actividad arqueológica deberá presentar, por triplicado ejemplar, una memoria científica en el plazo de un año, contado desde la fecha de la diligencia de finalización de la actividad, en el órgano autorizante. Uno de los ejemplares se enviará a la institución donde estén o vayan a depositarse los materiales. 

2. Estas memorias contendrán todos los datos referentes a la metodología empleada, la recuperación del registro en su integridad y los tratamientos posteriores a que éste ha sido sometido, analíticas y sus resultados, otros estudios complementarios, toda la documentación gráfica elaborada y las conclusiones de toda índole a que han llegado los redactores. 

3.  Al mismo tiempo se deberá depositar en el órgano autorizante correspondiente toda la documentación original, o copia de la misma, resultante de la actividad arqueológica. Cuando la Consejería competente en materia de patrimonio histórico haya adoptado algún sistema homologado o adaptado de registro, ya sea para excavaciones arqueológicas, ya para fichas de inventario de yacimientos, la documentación se entregará en ese formato. 

4.  En el plazo de seis meses desde la presentación de estas memorias se dictará resolución sobre su aceptación, previo informe de los servicios técnicos tanto de la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico que corresponda, en el plazo de un mes, como de la Dirección  General competente en materia de patrimonio histórico, en la que se valorará la idoneidad de la misma. La referida Delegación Provincial informará sobre la adecuación de la memoria científica al proyecto presentado y las posibles modificaciones que se hayan producido en su desarrollo. En caso de que se aprecien deficiencias o se considere inadecuada, se requerirá, con carácter previo a la resolución, que se complete con la documentación que se estime oportuno, con interrupción del plazo para dictar resolución. El órgano competente para la resolución sobre su procedencia será la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico. En el caso de no dictarse resolución en el plazo previsto, la memoria se entenderá rechazada. 

5.  Respecto a la procedencia de considerar el informe preliminar como memoria científica, solamente podrá admitirse en aquellos supuestos en los que, previo informe favorable de la Delegación Provincial competente en materia de patrimonio histórico correspondiente, se entienda que el informe preliminar cumple con todos los requisitos de contenido establecidos para la memoria científica  y se presente al mismo tiempo que el resumen para su publicación por parte de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, identificándola como tal. 

6.  La dirección de toda clase de actividad arqueológica deberá presentar, en el plazo de un año, un resumen de la memoria científica de la actividad arqueológica en la forma y contenido que se determine por Orden de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico.  

Artículo 147. Memoria científica final del Proyecto General de Investigación Arqueológica. 
1. La dirección de todo Proyecto General de Investigación Arqueológica deberá presentar por triplicado una memoria científica final sobre el conjunto del mismo, una vez concluido y en el plazo máximo de un año desde la presentación de la memoria científica de la última actividad. 

2. La memoria científica final será informada por los servicios técnicos de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico. 

3. La Dirección General de competente en materia de patrimonio histórico podrá requerir, en su caso, la subsanación de deficiencias o la presentación de documentación complementaria. 

4. En el plazo de seis meses desde la presentación de la memoria se dictará resolución sobre su aceptación por la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico,  caso de que no se dicte resolución en el plazo previsto, se considerará rechazada. 

Artículo 148. Inventario detallado de los materiales  recuperados. 

1.  La dirección de toda actividad arqueológica, en el plazo de tres meses a contar desde la fecha de la diligencia de su finalización, deberá entregar en la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico correspondiente tres ejemplares del inventario detallado de los materiales arqueológicos recuperados durante la actividad arqueológica. El inventario se realizará en modelo oficial facilitado por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico y será firmado en todas sus páginas por un miembro de la dirección de la actividad arqueológica y por el inspector designado en la resolución de autorización. 

2.  Los inventarios deberán, al menos, especificar la composición por materias primas de los bienes recuperados en la actividad, e identificarlos por unidades de estratificación o contextos. Igualmente deben figurar los números de registro así como las referencias a la signatura de los embalajes en que se han guardado. 

3. A pie de inventario, y en el momento de formalizar el acta de entrega, la dirección de la actividad arqueológica podrá solicitar que todos o parte de los materiales recuperados, hasta el cumplimiento del plazo para la entrega de la memoria científica, permanezcan en su poder en el lugar que designe a efecto de su estudio. El director de la institución, en el plazo de un mes, y previa la instrucción que estime necesaria, podrá acceder a lo solicitado. Durante el periodo de depósito el inspector será el mismo de la intervención arqueológica autorizada. Los resultados de estos estudios deberán incluirse en la memoria científica de la actividad arqueológica. 

4.  De accederse a lo solicitado por la dirección de la actividad arqueológica, los bienes en estudio no podrán abandonar el territorio andaluz, salvo autorización expresa. Durante el período que los bienes permanezcan para su estudio bajo la custodia de la dirección arqueológica, el inspector de la actividad arqueológica, o en su defecto los empleados públicos designados por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, podrán inspeccionar los bienes y el lugar en que se encuentren cuantas veces se considere necesario. Hasta que los bienes no sean entregados en la institución correspondiente, a la dirección de la actividad arqueológica le serán de aplicación las normas relativas al depósito civil. El depositario estará obligado a suscribir una póliza por el importe indicado en cada caso por la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico correspondiente, para responder por la pérdida, robo, destrucción o deterioro de los elementos  muebles depositados. 

5.  Cuando a juicio de la dirección de la actividad arqueológica se estime conveniente la realización de un expurgo de los materiales recuperados en la misma, presentará informe escrito ante el inspector, el cual dará su conformidad si procede, en el libro diario, con los criterios de descarte, el protocolo para realizarlo y tratamiento final de los bienes descartados. Se podrá requerir un informe complementario suscrito por técnico especialista cuando el expurgo afecte a bienes de carácter específico.

 Artículo 149. Entrega y acta de entrega de bienes muebles. 
1.  Al tiempo que se entrega el inventario referido en el artículo anterior, se pondrán a disposición los materiales recuperados en la actividad arqueológica en la institución especificada en la resolución de autorización, formalizándose mediante acta de depósito. El acta estará suscrita por la dirección de la actividad, el inspector de la misma y el director de la institución donde se realice el depósito. 

2.  Desde la recuperación de los materiales en la actividad arqueológica hasta su entrega definitiva en la institución correspondiente, la dirección de la actividad será responsable del estado de conservación de los mismos, debiendo adoptar las medidas de conservación preventiva previstas en el proyecto autorizado. Las condiciones en que deberán entregarse los bienes muebles en la institución donde se realice el depósito definitivo serán detalladas por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico mediante  resolución. 

3. A la entrega de los materiales recuperados en la actividad arqueológica en la institución especificada en la resolución  de autorización, se hará entrega 

de un informe de las medidas de conservación que les han sido aplicadas encaminadas a garantizar su estabilización. Dicho informe deberá estar firmado por técnico competente en dicha materia. 

Artículo 150. Derechos de publicación y difusión. 
1.  Será necesaria la autorización de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico para la publicación total o parcial, así como para la difusión por cualquier medio, de los datos contenidos en las fichas del Catálogo de los yacimientos en el caso de las prospecciones arqueológicas. 

2. Será obligatoria la cesión a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico a título gratuito y en exclusiva de los derechos de publicación en cualquier forma y soporte de las memorias científicas con carácter universal de cualquier actividad arqueológica autorizada por la citada Consejería. 

3. Lo establecido en el apartado anterior deberá constar como obligación del beneficiario en las bases reguladoras de la concesión de subvenciones para la realización de un Proyecto General de Investigación Arqueológica o de actividades arqueológicas. El incumplimiento de la citada obligación será causa de reintegro de la subvención concedida. 

Así mismo, lo establecido en el apartado anterior se hará constar como obligación del adjudicatario en los pliegos aprobados para la contratación de un Proyecto General de Investigación Arqueológico o para la realización de una actividad arqueológica. 

La convocatoria de subvenciones y las de los procedimientos de adjudicación de contratos expresarán la citada obligación así como las modalidades de explotación. 

4. La Consejería competente en materia de patrimonio histórico, en su calidad de cesionaria del derecho de publicación, podrá ejercer cuantos derechos se establezcan en la legislación de propiedad intelectual. No obstante, los autores de las memorias e informes preliminares podrán solicitar el permiso de la Consejería para difundirlos en otros medios de comunicación científicos. 

Artículo 151. Documentación gráfica de patrimonio arqueológico 
1. La autorización para llevar a cabo la documentación gráfica de un yacimiento arqueológico se solicitará al  responsable institucional del mismo, si lo hubiera, siempre que sea un organismo dependiente de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, o en su defecto, se solicitará en la Delegación Provincial respectiva. La solicitud deberá contener los datos identificativos de la persona solicitante y  una breve memoria explicativa de la actuación. La autorización se concederá sin perjuicio de la obtención de cualquier otra autorización de carácter preceptivo exigida por la legislación. 

2. Una vez realizada la actividad de documentación, se elaborará una memoria sobre los resultados, de la que se deberán entregar dos ejemplares al órgano autorizante en el plazo de seis meses desde la finalización de la actividad de documentación. Cuando la actividad genere una publicación, podrá sustituirse la memoria de resultados por la entrega de la publicación. 

3. Se entenderán los casos excepcionales establecidos en el artículo 52.2.c) de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía aquellas acciones encaminadas a los estrictos trabajos de conservación y restauración de las manifestaciones de arte rupestre y sus soportes. En ningún caso se podrán autorizar manipulaciones para la reproducción y estudio directo no vinculadas a dichos trabajos de conservación. 

Artículo 152. Estudio con metodología arqueológica de los materiales arqueológicos depositados en las instituciones museísticas de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
La concesión de autorizaciones para el estudio y, en su caso, documentación gráfica de los materiales arqueológicos depositados en los museos inscritos en el Registro de Museos y Colecciones Museográficas de Andalucía se ajustará a lo dispuesto por la legislación museística, excepto a lo que concierne a los Proyectos Generales de Investigación Arqueológica y los estudios de materiales depositados en museos que no sean de titularidad o gestión de la Junta de Andalucía. 

La solicitud para estudiar materiales arqueológicos, además de incorporar lo establecido en el artículo 129.1, 2 y 3 de este Reglamento, deberá contener, como mínimo, la memoria explicativa de los objetivos, el desarrollo metodológico, las fases y el presupuesto detallado. Mediante Orden se determinarán los requisitos exigidos. 

El plazo de vigencia de la autorización será de un año prorrogable por el mismo periodo. Al finalizar se entregará una memoria científica de los resultados según lo dispuesto en el artículo 146.1, 4 y 6.   

CAPÍTULO IV Uso de detectores de metales y otros instrumentos 
Artículo 153. Necesidad de autorización. Excepciones. 
1. El uso de detectores de metales u otras herramientas o técnicas que permitan localizar restos arqueológicos, aun sin ser ésta su finalidad principal 

o exclusiva, deberá contar con la autorización previa de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico y haber abonado la tasa pública correspondiente a su tramitación.  

2. Se exceptúa de la regla establecida en el apartado anterior el uso de detectores de metales u otras herramientas o técnicas que permitan localizar restos arqueológicos realizado por: 

a) La Administración General del Estado en el ejercicio de sus competencias en materia de defensa. 

b) Las que lleven a cabo las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

c) El personal autorizado, en el ejercicio de sus funciones, de las empresas suministradoras de energía eléctrica, agua, gas y servicios de telecomunicaciones, siempre bajo la supervisión y responsabilidad de las referidas empresas. 

d) Las empresas que cuenten con la autorización del órgano competente en materia de actividades mineras.  

e) Los equipos arqueológicos en la realización de actividades en el ámbito de un Proyecto General de Investigación o sean consecuencia de un proyecto de actividad arqueológica aprobado conforme a la normativa vigente. 

Artículo 154. Solicitud de autorización. 
1. La persona interesada en el uso de detectores de metales u otras herramientas o técnicas que permitan localizar restos arqueológicos en los supuestos no exceptuados en el apartado segundo del artículo anterior deberá presentar una solicitud en la que se hará constar, además de los requeridos por las normas reguladoras del procedimiento administrativo, los siguientes extremos: 

a) Actividad que requiere de la utilización del dispositivo, en la que deberá expresarse de forma detallada la finalidad para la cual se solicita la autorización. 

b) Descripción completa del dispositivo para el que se solicita la autorización, en la que se deberá especificar marca, modelo, número de referencia, así como cuantas características técnicas se consideren necesarias para su identificación. 

c) Ámbito territorial en el que se pretende utilizar el dispositivo, que en ningún caso podrá exceder de dos hectáreas en superficie terrestre, ni más de trescientos metros lineales en zonas de playas. 

d) Fecha, hora de comienzo y duración máxima del uso del dispositivo que, en ningún caso, podrán exceder de una semana, cuando se trate de periodos continuados, ni de un mes, cuando tengan carácter discontinuo. 

2. La solicitud deberá ir acompañada de los siguientes documentos: 

a) Título de propiedad del dispositivo, o en su defecto declaración responsable del solicitante en la que se manifiesta tal extremo. 

b) Plano con la zona acotada donde se va a llevar a cabo la actividad, que deberá ser rubricado por el solicitante. 

c) Autorización del propietario o Autoridad administrativa de los terrenos donde se va a desarrollar la actividad en la que se autorice expresamente ésta. 

d) Informe de técnico competente en el que se exponga que el aparato o dispositivo no ha sido alterado en sus prestaciones técnicas. 

e) Compromiso fehaciente suscrito por la persona solicitante que vaya a llevar a cabo la actividad en el que se manifieste que durante su desarrollo se van a seguir todas y cada una de las obligaciones enumeradas en la Ley de Patrimonio Histórico de Andalucía y en este Reglamento relativas al uso de detectores u otras herramientas o técnicas que permitan localizar restos arqueológicos, donde deberá constar, expresamente y antes de que la actividad se inicie, la obligación de comunicar personalmente a los agentes de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado más cercanos al lugar donde dicha actividad vaya a desarrollarse. 

f) copia del documento administrativo en el que se acredite el ingreso de la tasa pública correspondiente a los derechos de tramitación de la solicitud. 

1.  En todo caso, la solicitud habrá de ir suscrita, además, por un arqueólogo titulado que deberá encargarse personalmente de la supervisión del uso del dispositivo, debiendo permanecer en todo momento en el lugar mientras se utilice éste. 

2.  El arqueólogo que supervise la utilización del dispositivo asumirá conjuntamente con el solicitante de la autorización la responsabilidad de comunicar los hallazgos a la autoridad competente y la custodia de los restos arqueológicos que se encuentren conforme a lo dispuesto en el siguiente artículo. 

Artículo 155. Resolución. 
1.  La solicitud de autorización para el uso de detectores de metales u otras herramientas o técnicas que permitan localizar restos arqueológicos deberá ser resuelta y notificada en el plazo de tres meses; transcurrido dicho plazo, sin que haya recaído resolución expresa, la persona interesada podrá entender desestimada su solicitud. 

2.  La autorización se otorgará con carácter personal e intransferible, debiendo indicar expresamente las circunstancias enumeradas en el artículo anterior, con especial indicación de la fecha y horario concreto en las que se autoriza la actividad. No podrá concederse autorización para más de tres horas de actividad en un mismo día, que deberán desarrollarse de forma continuada. El horario general para el que se podrá autorizar la actividad será, con carácter general desde las 9,00 horas hasta las 17,00 horas, en el período de noviembre a marzo y hasta las 19,00 horas en el periodo de abril a octubre. 

3.  Hasta la resolución de la solicitud prevista en el presente artículo no se admitirá a trámite ninguna otra formulada por el mismo interesado. 

La Administración comunicará esta autorización a los agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad para su control e inspección. 

Artículo 156. Hallazgos realizados mediante el empleo de detectores de metales u otras herramientas o técnicas que permitan localizar restos arqueológicos. 
1.  Cuando con ocasión de la ejecución del uso o actividad autorizados conforme a lo dispuesto en el artículo anterior se detectara la presencia de restos arqueológicos de cualquier índole, la persona autorizada suspenderá de inmediato el uso o actividad autorizados, se abstendrá de realizar remoción del terreno o cualquier otra intervención y quedará obligada a dar conocimiento, antes del término de veinticuatro horas, a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, o al Ayuntamiento del término en el que se haya detectado el resto arqueológico, o, en su defecto, a la dependencia más próxima de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

2.  Si la persona autorizada incumpliese las obligaciones establecidas en el apartado anterior corresponderá al arqueólogo que suscribió la autorización el cumplimiento subsidiario de las mismas. 

3.  En los hallazgos a que se refiere el presente artículo, no habrá derecho a indemnización ni a premio alguno. 

Artículo 157. Asociaciones. 
1.  Los Estatutos de las asociaciones y demás entidades con personalidad jurídica propia entre cuyos fines se encuentre la detección de objetos, metálicos o de cualquier otra naturaleza, que se encuentren en el subsuelo o en superficie deberán recoger, de forma expresa, la obligatoriedad de obtener la autorización de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico para la localización de restos arqueológicos, conforme a lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

2.  Las entidades señaladas en el primer apartado deberán adaptar sus Estatutos cuando sea necesario para dar cumplimiento a la obligación establecida en el artículo 60 de la Ley, haciendo constar en los mismos, de forma expresa, la obligatoriedad de obtener la autorización de la Consejería 

competente en materia de patrimonio histórico para el uso de detectores de metales u otras herramientas o técnicas que permitan localizar restos arqueológicos.  

Artículo 158. Empresas distribuidoras o comercializadoras de aparatos y dispositivos. 
1. Las empresas distribuidoras o comercializadoras de aparatos, dispositivos o herramientas a que se refiere el presente capítulo, sean personas físicas o jurídicas, quedan obligadas a advertir a los compradores de aquéllos de las obligaciones inherentes al uso de los mismos. 

2.  Dicha obligación queda sustanciada en la advertencia de forma clara y visible en el embalaje exterior de dichos aparatos, dispositivos o herramientas del régimen de autorización al que está sujeto su uso, mediante la transcripción en etiqueta adhesiva adherida del artículo 60 de la Ley 14/2007 de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

TÍTULO VI PATRIMONIO ETNOLÓGICO 
CAPÍTULO I. CONCEPTO Y CLASIFICACIÓN 
Artículo 159.  Concepto y contenidos  
1.  El Patrimonio Etnológico de Andalucía está integrado por los espacios, parajes, construcciones e instalaciones, objetos y documentos de toda índole, actividades y manifestaciones inmateriales que alberguen o constituyan formas relevantes de expresión de la cultura y modos de vida del pueblo andaluz o de los colectivos que lo integran. 

2.  Se incluyen dentro del Patrimonio Etnológico los bienes inmuebles, los bienes muebles y las actividades de interés etnológico de Andalucía. 

3.  Los bienes de interés etnológico, según sus características y necesidades de protección específicas, se pueden adscribir a alguna de las categorías de protección establecidas en la legislación vigente. El empleo de cada una de las categorías de protección del Patrimonio Etnológico se realizará atendiendo, en su caso, a la imbricación de los diferentes tipos de patrimonio mueble, inmueble y actividades, constituyendo la integración de los mismos un valor añadido que les confiere especificidad y sentido. 

Artículo 160. Definición de bienes inmuebles de interés etnológico 
1. Son bienes inmuebles de interés etnológico los parajes, conjuntos arquitectónicos, construcciones o instalaciones, y espacios que alberguen o constituyan, hayan albergado o constituido, exponentes de formas de vida, actividades, modos de producción, vivienda, sociabilidad y otras manifestaciones de la cultura del pueblo andaluz o de los colectivos que lo integran. 

2. Se consideran bienes integrados dentro de los bienes inmuebles las actividades, así como aquellos otros bienes de carácter mueble y documental que, por su interés etnológico, estén vinculados y sean parte sustancial para su comprensión. 

3. Los paisajes y espacios asociados a actividades de interés etnológico y el ámbito territorial vinculado a su desarrollo, así como las áreas donde se ubican los bienes inmuebles de interés etnológico, formarán también parte del Patrimonio Etnológico. 

Artículo 161. Clasificación de los bienes inmuebles de interés etnológico 
Se considerarán dentro del patrimonio inmueble de interés etnológico, los bienes que sean expresiones vernáculas o construcciones colectivamente significativas englobadas dentro de  las siguientes tipologías: 

-Arquitectura habitacional  

�. Arquitectura, espacios y contextos vinculados a formas de sociabilidad colectiva. 

�. Arquitectura, construcciones e instalaciones relacionadas con actividades productivas, de transformación e intercambio. 

-Paisajes relacionados con actividades de interés etnológico, entendiendo por tales los espacios que han sido creados, formados y preservados por los vínculos y las interacciones entre los grupos humanos y su entorno medioambiental. 

-Cualquier otra construcción o espacio de especial significación y valor simbólico de interés etnológico. 

Artículo 162. Definición de los bienes muebles de interés etnológico. 
Son bienes muebles de interés etnológico los bienes materiales, incluyendo documentos en cualquier soporte material, que sean en sí mismos 

o por su relación con los inmuebles y actividades, exponentes significativos de prácticas, producciones, creaciones, formas de acción y de pensamiento de la cultura del pueblo andaluz o los colectivos que lo integran. 

Artículo 163. Definición de las actividades de interés etnológico 
Son actividades de interés etnológico los procesos, usos, expresiones, prácticas, técnicas, saberes, conocimientos, valores y representaciones inmateriales, junto con los instrumentos, objetos, espacios y paisajes que les son inherentes, significativos de la cultura del pueblo andaluz o de los colectivos que lo integran. Las actividades de interés etnológico poseen valores de referencia identitaria, definiéndose por su transmisión intergeneracional y su continuidad cultural, teniendo carácter vivo o formando parte de la memoria colectiva de grupos para los que tienen significación, que las recrean 

o reproducen. 

Artículo 164. Clasificación de las actividades de interés etnológico 
Las actividades de interés etnológico incluyen todas aquellas acciones y modos de expresión cuyas significaciones culturales sean colectivamente relevantes, pudiendo haber generado expresiones singulares que resaltan dentro de un contexto genérico más amplio. 

A efectos de su tutela, conocimiento y difusión, las actividades de interés etnológico se podrán clasificar en ámbitos temáticos que deben considerarse, en todo caso, permeables entre sí: 

-Oficios artesanos, procesos técnicos, actividades productivas y de intercambio. 

-Rituales, prácticas festivas y ceremoniales. 

-Expresiones orales, particularidades lingüísticas, memoria e historia oral, representaciones y escenificaciones, manifestaciones musicales, bailes y dancísticas, especialmente el flamenco. 

-Alimentación y sistemas culinarios. 

-Modos de agrupamiento y formas de sociabilidad colectiva 

-Cualquier otro que posea interés etnológico. 

CAPÍTULO II. DE LA PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO ETNOLÓGICO 
Artículo 165. Instrumentos específicos de documentación y difusión del Patrimonio Etnológico 
1.  Se considera la elaboración de inventarios como el instrumento sistemático esencial para el conocimiento del Patrimonio Etnológico y el establecimiento de propuestas de protección y difusión de los bienes que lo integran a nivel temático y territorial. 

2. Las cartas patrimoniales reguladas en este Reglamento son instrumentos básicos para el mejor conocimiento y tutela del Patrimonio Etnológico.  

3.  Todas las actividades de documentación de patrimonio etnológico subvencionadas por la Consejería competente en materia de Patrimonio Histórico deberán ser difundidas mediante publicaciones e instrumentos de difusión acordes con las necesidades de conocimiento y sensibilización social. 

4.  De acuerdo con los criterios de la Convención de 2003 del Patrimonio Cultural Inmaterial, se garantizará la participación social en el proceso de redacción de los instrumentos específicos de documentación y difusión del Patrimonio Etnológico. 

Artículo 166. Régimen de protección del Patrimonio Etnológico 
1. Los bienes del Patrimonio Etnológico se podrán inscribir en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, de manera individual o colectiva, como bienes de catalogación general, bienes incluidos en el Inventario General de Bienes Muebles del Patrimonio Histórico Español o como Bienes de Interés Cultural. Igualmente podrán formar parte del Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico Andaluz. 

2. Los bienes de carácter etnológico quedan sometidos al régimen de protección que les corresponda conforme a la Ley del Patrimonio Histórico de Andalucía y al presente Reglamento, en función de la naturaleza jurídica del bien y el tipo de inscripción, con las especificidades previstas. En este sentido, las actividades e inmuebles de interés etnológico quedan sometidos al régimen de adecuación al planeamiento urbanístico y territorial que les afecte, según lo previsto en este Reglamento. 

3. Las resoluciones de inscripción de bienes del Patrimonio Etnológico como Bienes de Interés Cultural incluirán, en su caso, la relación de documentos, objetos, inmuebles o actividades que se consideren vinculados a los mismos por coadyuvar a su conservación, conocimiento y valoración, y que gozarán de la misma protección que los bienes a los que se  vinculen. 

Artículo 167. Inscripción y régimen de protección del patrimonio inmueble de interés etnológico  
1. Los bienes inmuebles del Patrimonio Etnológico se podrán inscribir en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, de manera individual 

o colectiva, como bienes de catalogación general, o como Bienes de Interés Cultural, en la tipología de Lugar de Interés Etnológico así como en las de Monumento, Conjunto Histórico, Jardín Histórico, Sitio Histórico, Lugar de Interés Industrial  o Zona Patrimonial, atendiendo a sus valores etnológicos. 

1.  Asimismo, los bienes inmuebles del Patrimonio Etnológico y espacios vinculados a actividades de interés etnológico, podrán formar parte del Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico Andaluz, conforme a lo dispuesto en este Reglamento. 

2.  El régimen de protección específico de los bienes inmuebles de interés etnológico atenderá a la afectación que cualquier actuación pública o 

privada pueda tener en la continuidad o el disfrute de aquellas actividades y bienes que formen parte del Patrimonio Etnológico de Andalucía, estableciendo una regulación compatible con la protección de sus valores, significaciones, formas de expresión y modos de vida. 

A estos efectos, se aplicarán los criterios de valoración que definen el Patrimonio Etnológico y se documentarán e identificarán debidamente por profesionales especializados en el campo de la Etnología. 

4. La realización de cualquier intervención sobre bienes inmuebles de carácter etnológico o espacios vinculados a actividades de interés etnológico inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico de Andalucía exigirá la elaboración de un Proyecto de Conservación atendiendo a lo desarrollado en el Capítulo II del Título II de este Reglamento teniendo en cuenta los valores etnológicos y las actividades que éstos albergan. 

Artículo 168. Inscripción y régimen de protección del patrimonio mueble de interés etnológico  
1.  Los bienes muebles del Patrimonio Etnológico se podrán inscribir en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, de manera individual o colectiva, como bienes de catalogación general, bienes incluidos en el Inventario General de Bienes Muebles del Patrimonio Histórico Español o como Bienes de Interés Cultural. 

2.  Los bienes muebles de interés etnológico se someten al régimen general de protección establecido en la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, para los bienes de esta naturaleza y en el presente Reglamento. 

3.  El patrimonio documental de interés etnológico se regirá por la legislación específica en materia de patrimonio documental y bibliográfico y en lo no previsto en ella se aplicarán las normas relativas a bienes muebles establecidas en este Reglamento. 

4.  La realización de cualquier intervención sobre bienes muebles de carácter etnológico inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico de Andalucía exigirá la elaboración de un Proyecto de Conservación atendiendo a lo desarrollado en el Capítulo II del Título II de este Reglamento teniendo en cuenta los valores etnológicos y, en su caso, a la actividad a la que estén asociados. 

Artículo 169. Inscripción y régimen de especial protección de las actividades de interés etnológico. 
1. Las actividades de interés etnológico se podrán inscribir en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, de manera individual o colectiva, como bienes de catalogación general, o como Bienes de Interés Cultural. Se tendrá en cuenta para el establecimiento del régimen de protección de actividades de interés etnológico la vinculación específica de éstas con los bienes muebles e inmuebles con los que estén íntimamente relacionadas, por ser esenciales o exponentes de las mismas o contribuir a la conservación y percepción integra de los valores a proteger. Los espacios vinculados a actividades de interés etnológico, podrán formar parte del Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico Andaluz, conforme a lo dispuesto en este Reglamento. 

2. Se entiende por régimen específico de protección de las actividades de interés etnológico aquél que, por la especial naturaleza de dichos bienes, garantiza su salvaguarda, viabilidad y continuidad. 

3. Las medidas de protección de las actividades de interés etnológico se desarrollarán a través de su estudio, fomento, difusión y valorización, en los términos previstos en la Convención del Patrimonio Cultural Inmaterial de 2003. A tales efectos, se promoverá la transmisión de conocimientos y memoria colectiva mediante la enseñanza y el registro en soportes materiales adecuados, así como cualquier otro mecanismo que garantice su continuidad en futuras generaciones. 

4. Las medidas encaminadas a fortalecer la transmisión y recuperación de actividades de interés etnológico, se llevarán a cabo a través del fomento de: 

a) Programas de formación específicos entre los grupos y colectivos interesados que hagan posible la continuidad de las actividades, fortaleciendo los medios tanto formales como no formales de transmisión del saber. 

b) Actividades de fortalecimiento de capacidades en materia de salvaguarda y protección de las actividades de interés etnológico y, especialmente, de investigación científica y de gestión. 

c) Programas educativos, de sensibilización y de difusión de información, en particular sobre protección de objetos muebles, espacios, lugares y ámbitos territoriales importantes para la memoria colectiva, cuya existencia es indispensable para que las actividades de interés etnológico puedan expresarse. 

1.  Será prioritaria la protección de aquellas actividades que estén en peligro de desaparición y que destaquen por su relevancia para la identidad de Andalucía o los colectivos que la integran. Igualmente, serán objeto de fomento específico las actividades de interés etnológico susceptibles de contribuir a la dinamización de las comunidades y grupos sociales afectados, teniendo en cuenta su rentabilidad no sólo económica, sino fundamentalmente social y cultural. 

2.  La inscripción en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz de prácticas, saberes y otras expresiones culturales como actividades de interés etnológico, les conferirá preferencia entre las de su misma naturaleza a efectos de su conocimiento, protección, recuperación y difusión, así como para la concesión de subvenciones y ayudas públicas que se establezcan. 

3.  La inscripción de una actividad de interés etnológico podrá incluir la protección de un ámbito territorial vinculado a su desarrollo, en cuyo caso las intervenciones que se realicen en ese ámbito quedarán sometidas al régimen de autorizaciones que les corresponda, conforme a la clase de inscripción que se realice. 

4.  Las actividades de interés etnológico, como conocimientos, saberes, prácticas, rituales y cualquier otro contenido relacionado con aquéllas, así como las denominaciones y léxicos asociados a las mismas, no podrán ser objeto de enajenación, inscripción, apropiación o patente a título privativo por parte de personas físicas o jurídicas, estableciéndose a estos efectos el régimen de defensa jurídica y suspensión de actuaciones que corresponda a las Administraciones Públicas. 

5.  Para una adecuada protección de las actividades de interés etnológico se deberá fomentar la colaboración y coordinación interadministrativa, teniendo en cuenta a los colectivos sociales implicados. Será función de la Consejería competente en materia de Patrimonio Histórico velar por la preservación de los valores patrimoniales de estas actividades frente a los efectos de prácticas nocivas de cualquier índole. 

Artículo 170. Documentación y protección de las actividades de interés etnológico por ámbitos temáticos 
1. Para la documentación y protección de las actividades de interés etnológico encuadradas en el apartado de oficios artesanos, procesos técnicos, actividades productivas y de intercambio se deberán tener en cuenta los siguientes aspectos: 

a) La realización de un análisis y diagnóstico de las condiciones sociales de producción y viabilidad de la actividad que tenga en cuenta, al menos, acceso y preservación de las fuentes y materias primas; infraestructura, instalaciones e instrumental; organización de la producción y comercialización;  fórmulas de transmisión del saber. 

b) El fortalecimiento de las medidas de transmisión de técnicas, conocimientos y saberes entre sus detentadores y protagonistas, a través de la transmisión intergeneracional y la enseñanza formal y no formal. 

c) La creación de líneas de fomento y difusión de acuerdo con las Administraciones competentes en cada caso, apoyando el desarrollo de actividades especialmente significativas o en peligro de desaparición, así como la formación a través de maestros y maestras artesanas, escuelas taller, y desarrollo de denominaciones de origen, certificaciones de calidad y otras. 

1.  Para la salvaguarda de rituales, prácticas festivas y ceremoniales, se respetará su propia dinámica cultural y se velará por la preservación de los espacios culturales y ámbitos territoriales necesarios para su desarrollo, impidiendo la contaminación visual y perceptiva y la alteración u obstrucción derivada de prácticas y actuaciones urbanísticas o de cualquier otra índole. 

2. Las actividades de interés etnológico encuadradas en expresiones orales, particularidades lingüísticas, memoria e historia oral, representaciones y escenificaciones, manifestaciones musicales, bailes y dancísticas, serán objeto de medidas de conocimiento y fomento en materia de investigación, formación, promoción y difusión. 

3. Las actividades relacionadas con la alimentación y sistemas culinarios serán objeto de registro con la metodología científica adecuada que ponga en valor su conocimiento y asegure su transmisión. 

4.  Los modos de agrupamiento y formas de sociabilidad colectiva serán objeto de investigación y documentación antropológicas, respetando su dinámica cultural y reconociendo sus aportaciones a los modelos de interacción social andaluces. 

5.  La Consejería competente en materia de patrimonio histórico determinará mediante orden los objetivos, medidas, requisitos y condiciones en que deberán acometerse las líneas de preservación, fomento y transmisión de las actividades de interés etnológico contenidas en este capítulo. El estudio de valoración patrimonial que se realice a efectos de determinar la protección incluirán las medidas cautelares de conservación y difusión concretas que se consideren oportunas. 

Artículo 171. Documentación y  protección del flamenco 
Para la investigación, formación, promoción y difusión del flamenco como elemento singular del patrimonio cultural andaluz, se establecerán las siguientes medidas específicas: 

a) Inscripciones en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, como actividades de interés etnológico, de las expresiones musicales, orales y plásticas del flamenco que incluyan cantes, bailes, toques, lírica, instrumentación, estilos, coreografías y modos interpretativos, diferenciando técnicas de ejecución, unidades expresivas y piezas singulares, conforme al procedimiento establecido en la Ley 14/2007 del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

b) Elaboración de inventarios sobre bienes vinculados a la ejecución, registros sonoros y audiovisuales y documentación gráfica, localizados en colecciones o de carácter disperso, así como de  prácticas, rituales y espacios de sociabilidad colectiva, representación, saberes, símbolos y significaciones culturales del flamenco. 

c) Estrategias y líneas de salvaguarda tendentes a preservar los patrimonios músico-orales codificados, así como el fomento y difusión de las creaciones, tanto clásicas y tradicionales como nuevas, y  de protección para la transmisión intergeneracional de conocimientos y saberes mediante procedimientos reglados y extra-curriculares. 

TÍTULO VII PATRIMONIO INDUSTRIAL 
Artículo 172.  Definiciones. 
1. El Patrimonio Industrial está integrado por el conjunto de bienes vinculados a la actividad productiva, tecnológica, fabril y de la ingeniería de la Comunidad Autónoma de Andalucía en cuanto son exponentes de la historia social, técnica y económica de esta comunidad. 

2. El paisaje asociado a las actividades productivas, tecnológicas, fabriles 

o de la ingeniería es parte integrante del patrimonio industrial, incluyéndose su protección en el Lugar de Interés Industrial. 

3. A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, se entiende por paisaje cualquier parte del territorio, tal y como la colectividad la percibe, cuyo carácter resulta de la acción de factores naturales o humanos y de sus interrelaciones. 

Artículo 173. Clasificación. 
1.  Son bienes inmuebles de carácter industrial las instalaciones, fábricas y obras de ingeniería que constituyen expresión y testimonio de sistemas vinculados a la producción técnica e industrial. 

2.  Son bienes muebles de carácter industrial los instrumentos, la maquinaria y cualesquiera otras piezas vinculadas a actividades tecnológicas, fabriles y de ingeniería. 

3.  Su inscripción en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz se efectuará, cuando sus valores así lo justifiquen, en alguna de las categorías que, a tal efecto, se establecen en el artículo 7 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

Artículo 174. Bienes industriales especialmente protegidos. 
Serán especialmente protegidos aquellos bienes de carácter técnico, fabril 

o de ingeniería que estén en peligro de desaparición, auspiciando su estudio y difusión, como parte integrante de la cultura tecnológica andaluza. A tal fin se promoverá su investigación y la recogida de los mismos en soportes materiales que garanticen su transmisión a las futuras generaciones. 

TÍTULO VIII PATRIMONIO DOCUMENTAL Y BIBLIOGRAFICO 
CAPÍTULO I Del patrimonio documental 
Artículo 175. Concepto y régimen jurídico. 
1.  El patrimonio documental andaluz está constituido por todos los documentos de cualquier época, conservados, producidos o recibidos por las personas o instituciones de carácter público y privado, estén reunidos o no en los archivos de Andalucía, en los términos regulados en la legislación de archivos. 

2.  El Patrimonio Documental Andaluz se regirá por su normativa específica y, en lo no previsto en ella, se aplicará lo dispuesto en la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía y en el presente Reglamento, y, en especial, las normas relativas a los bienes muebles. 

Artículo 176. Inspección de documentos. 
1.  Las personas titulares o poseedoras de bienes integrantes del Patrimonio Documental Andaluz facilitarán la inspección de los mismos por parte de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

2.  La potestad de inspección de los documentos integrantes del Patrimonio Documental Andaluz vendrá únicamente limitada por las normas que rijan el derecho a la intimidad y a la propia imagen, siendo de aplicación a estos efectos las previsiones contenidas en el Título XII del presente Reglamento. 

Artículo 177. Derecho de acceso. 
1.  Todas las personas tienen derecho a la consulta de los documentos constitutivos del Patrimonio Documental Andaluz, de acuerdo con la legislación en materia de archivos de la Comunidad Autónoma de Andalucía. Los órganos competentes garantizarán dicho derecho. 

2.  El acceso y consulta de los documentos integrantes del Patrimonio Documental Andaluz podrá realizarse en un archivo público cuando lo solicite la persona propietaria o poseedora, autorizando este depósito temporal la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

CAPÍTULO II Del patrimonio bibliográfico 
Artículo 178. Concepto y régimen jurídico. 
1.  El Patrimonio Bibliográfico Andaluz está constituido por las obras y colecciones bibliográficas y hemerográficas de carácter literario, histórico, científico o artístico, independientemente de su soporte, del carácter unitario o seriado, de la presentación impresa, manuscrita, fotográfica, cinematográfica, fonográfica o magnética y de la técnica utilizada para su creación o reproducción, de titularidad pública existentes en Andalucía o que se consideren integrantes del mismo en el presente capítulo. 

2.  El Patrimonio Bibliográfico Andaluz se regirá por su normativa específica y, en lo no previsto en ella, será de aplicación cuanto se dispone con carácter general en la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía  y en el presente Reglamento, y, en especial, el régimen de los bienes muebles. 

Artículo 179. Bienes integrantes del Patrimonio Bibliográfico Andaluz. 
1. Forman parte del Patrimonio Bibliográfico Andaluz: 

a) Las obras y colecciones con más de cien años de antigüedad, en todos sus ejemplares. 

b) Todas aquellas obras de las que no conste la existencia de al menos tres ejemplares en bibliotecas integradas en el Sistema Andaluz de Bibliotecas y Centros de Documentación. 

c) Los ejemplares entregados en concepto de Depósito Patrimonial Bibliográfico Andaluz, regulado en la legislación bibliotecaria andaluza. 

d) Los ejemplares de las obras no comprendidas en los anteriores subapartados y las colecciones bibliográficas que sean declaradas de interés bibliográfico andaluz. 

1.  La declaración de interés bibliográfico andaluz podrá acordarse de oficio o a solicitud de persona interesada mediante Orden de la Consejería competente en materia de bibliotecas, cuando se aprecie un relevante interés bibliográfico local, provincial o de otro ámbito territorial. En el procedimiento deberá oírse a la provincia y a los municipios afectados, si no fueran solicitantes de la declaración. El plazo para notificar la resolución del procedimiento de declaración de interés bibliográfico andaluz será de seis meses, transcurrido el cual quien lo hubiese solicitado podrá entender desestimada su pretensión. 

2. Cuando la resolución aprecie como valor determinante de la declaración la unidad de la colección bibliográfica, los bienes declarados no podrán ser disgregados por causa alguna. 

3.  A los bienes declarados de interés bibliográfico andaluz les será de aplicación el régimen jurídico establecido para los bienes integrantes del Patrimonio Documental Andaluz en el artículo 36 de la Ley 3/1984, de 9 de enero, de Archivos. 

Artículo 180. Inspección y acceso. 
1.  Las personas titulares o poseedoras de bienes integrados en el Patrimonio Bibliográfico Andaluz facilitarán la inspección de los mismos por parte de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, conforme a lo previsto en el Título XII del presente Reglamento. 

2. Las condiciones en el ejercicio del derecho de acceso a los bienes integrantes del Patrimonio Bibliográfico Andaluz se regirán por el artículo 4 de la Ley 16/2003, de 22 de diciembre, del Sistema Andaluz de Bibliotecas y Centros de Documentación. 

3.  A solicitud de la persona propietaria o poseedora, la obligación de permitir el acceso y consulta de las obras y colecciones integrantes del Patrimonio Bibliográfico Andaluz podrá, en su caso, ser sustituida por la 

Consejería competente en materia de patrimonio bibliográfico por el depósito temporal de estos bienes en una biblioteca o centro de documentación de uso público general. 

TÍTULO IX INSTITUCIONES DEL PATRIMONIO HISTORICO 
CAPÍTULO I Red de Espacios Culturales de Andalucía. 
Artículo 181. Concepto. 
1.  La Red de Espacios Culturales de Andalucía se configura como un sistema integrado y unitario para la gestión de los Espacios Culturales y  otros enclaves abiertos al público ubicados en el territorio de la Comunidad Autónoma que sean incluidos en la misma por la Consejería competente en materia de Cultura. Podrán integrarse en ella, aquellos bienes inmuebles, o agrupaciones de los mismos, de titularidad pública o privada, que, estando inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, presenten valores patrimoniales relevantes y, en particular, dispongan de recursos permanentes, encaminados a sostener el aprovechamiento público de los mismos. 

2.  Los Espacios Culturales y enclaves a que se refiere el apartado anterior, en la medida en que reúnen las características establecidas en el artículo 3 de la Ley 8/2007, de 5 de octubre, de Museos y Colecciones Museográficas de Andalucía, se regirán por las disposiciones de la misma que les sean aplicables, sin perjuicio de las normas contenidas en la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, de Patrimonio Histórico de Andalucía, que le sean aplicables con carácter general. 

Artículo 182. Objetivos. 
1. Son objetivos de la Red de Espacios Culturales: 

a) Formular propuestas en relación con la tutela de los Espacios Culturales y Enclaves incluidos en ella, conforme a la normativa vigente y las directrices y criterios establecidos en los documentos internacionales suscritos sobre estas materias. 

b) Promover el desarrollo sostenible de los Espacios Culturales y Enclaves integrados en la Red, impulsando iniciativas de desarrollo local y territorial basadas en la difusión y preservación de sus valores históricos, culturales y paisajísticos. 

c) Garantizar la apertura pública, favoreciendo la creación de las infraestructuras óptimas para su divulgación y conocimiento. 

d) Programar las actividades de difusión necesarias para favorecer y facilitar el conocimiento histórico de los Espacios Culturales y Enclaves incluidos en ella. 

e) Colaborar en programas nacionales e internacionales de investigación, conservación y difusión con instituciones de similar naturaleza, que posean un valor de uso y disfrute para la colectividad. 

f) Intercambiar información con aquellas organizaciones nacionales o internacionales relacionadas con la tutela de instituciones de similar naturaleza, así como con otras redes o sistemas similares establecidos en el campo del patrimonio histórico, ya sean de ámbito autonómico, nacional o internacional, con las cuales podrá asociarse o integrarse total o parcialmente. 

g) Proyectar públicamente de forma conjunta y coherente los valores patrimoniales de los Espacios Culturales y Enclaves integrados en la Red utilizando para ello los mecanismos de colaboración que se consideren más adecuados. 

h) Compartir recursos y servicios para un mejor cumplimiento de sus funciones de investigación, conservación y difusión.

 Artículo 183. Organización y funcionamiento. 
1. La Red de Espacios Culturales de Andalucía se integra orgánicamente en el centro directivo que ostente la competencia en materia de museos.  

2.  Se constituirá el Consejo de la Red de Espacios Culturales, como un foro de diálogo en el que se analicen los problemas planteados en la gestión de los Espacios Culturales y Enclaves y se formulen iniciativas y propuestas en orden al cumplimiento de los objetivos de la Red, y a la planificación de las actividades y la evaluación de sus resultados. 

El Consejo estará presidido por la persona titular del centro directivo competente en materia de museos, e integrado por quienes ostenten las direcciones de los Espacios Culturales y un representante por provincia de los Enclaves incluidos en la Red y un representante de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico. El Consejo estará asistido por una Secretaría, que será ejercida por la persona titular del Servicio en materia de Espacios Culturales. En su composición se respetará la representación equilibrada entre mujeres y hombres, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre de Administración de la Junta de Andalucía 

El Consejo se reunirá a iniciativa de la Presidencia o de la mayoría de sus Vocales y, en todo caso, dos veces al año. A propuesta de la Presidencia, a sus sesiones podrán asistir, con voz y sin voto, otras personas expertas para asesorar en temas específicos de su competencia. 

El Consejo se regirá, además de lo dispuesto en este Reglamento, por las normas sobre órganos colegiados contenidas en la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de Administración de la Junta de Andalucía, y las normas básicas de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

3. La Comisión Andaluza de Museos es el órgano colegiado de asesoramiento en esta materia, de acuerdo con las funciones que le atribuye el artículo 239 de esta norma. No obstante otras comisiones asesoras deberán atender a los asuntos que afecten a los bienes integrantes en la Red de Espacios Culturales. 

Artículo 184. Instrumentos de Planificación y Gestión. 
1.  Los Espacios Culturales y Enclaves incluidos en la Red de Espacios Culturales deberán redactar un Plan Director, cuyo contenido y estructura se establecerán mediante Orden de la Consejería competente en materia de Cultura. 

2.  En todo caso, los Planes Directores deberán contener al menos los siguientes programas: 

a) Programa de organización y gestión; b) Programa de protección jurídica e incremento de bienes; 

c) Programa de investigación 

d) Programa de conservación y restauración, con expresión de actuaciones 

en materia de conservación preventiva  

e) Programa expositivo 

f) Programa de difusión y comunicación 

g) Programa de usos 

1.  Asimismo, los Espacios Culturales y Enclaves incluidos en la Red de Espacios Culturales deberán elaborar un Plan Anual de Actuaciones, así como una Memoria de Gestión en la que se evalúe la ejecución del mismo. El contenido, estructura y tramitación de estos instrumentos se establecerá mediante Orden de la Consejería competente en materia de cultura. 

2.  Los Planes Directores de los Espacios Culturales deberán ser informados favorablemente por las Comisiones Técnicas, la Comisión Provincial de Patrimonio Histórico y la Comisión Andaluza de Museos; los de los Enclaves deberán serlo por las dos últimas antes citadas. 

3.  Los Planes Directores de los Espacios Culturales serán aprobados por Orden de la persona titular de la Consejería competente en materia de Cultura y los de los Enclaves por resolución de la Dirección General competente en museos. 

CAPÍTULO II Conjuntos culturales 
Artículo 185. Concepto. 
Los Conjuntos Culturales son instituciones del patrimonio histórico de Andalucía que se crean para la investigación, conservación y difusión de determinados bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, que poseen especial significación histórica y relevancia dentro del ámbito del territorio andaluz y requieren para su tutela un órgano de gestión propio. 

Los Conjuntos Culturales, en su constitución y denominación, harán referencia a la tipología patrimonial con la que los bienes que los integran han sido objeto de inscripción en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz. 

Artículo 186. Funciones de los Conjuntos. 
Los Conjuntos asumirán funciones generales de protección, conservación, investigación y musealización, y concretamente las siguientes: 

a) La administración y custodia de los bienes y de las infraestructuras museísticas que, en su caso, se encuentren en el Conjunto Cultural. 

b) El impulso de la investigación, facilitando la transmisión del conocimiento a la sociedad. 

c) La conservación de los bienes culturales que constituyan el Conjunto Cultural. 

d) El incremento de los bienes culturales constitutivos del Conjunto, cuando así lo requiera la consecución de sus objetivos en materia de conservación, investigación o difusión. 

e) La propuesta de adopción de medidas cautelares para la conservación paisajística y ambiental del Conjunto, limitando los usos contrastantes con su carácter histórico. 

f) La puesta en valor y difusión de los bienes culturales que tengan encomendados. 

g) La mejor accesibilidad para las personas que visitan el Conjunto, garantizando el correcto uso de todas sus instalaciones. 

h) El asesoramiento, a requerimiento del órgano competente para la emisión del informe, en aquellos procedimientos de autorizaciones, planeamiento e impacto ambiental, que afecten a los bienes culturales integrantes del Conjunto. 

i) Cuantas tareas les sean atribuidas por la Consejería competente en materia de Cultura. 

Artículo 187. Procedimiento de creación. Iniciación. 
1.  Cuando se trate de inmuebles cuya titularidad o gestión corresponda a la Comunidad Autónoma de Andalucía, el procedimiento para la creación de un Conjunto Cultural se iniciará de oficio, mediante resolución de la Dirección General competente en materia de museos. Esta resolución deberá ir acompañada del Proyecto de Espacio Cultural, que deberá recoger los contenidos expresados en el artículo 207 de esta norma. 

2.  Las personas físicas o jurídicas, de naturaleza pública o privada, que sean titulares o poseedoras de inmuebles inscritos en el Catálogo General de Patrimonio Histórico Andaluz y pretendan la creación de un Conjunto Cultural 

con arreglo a lo establecido en este Reglamento, presentarán la solicitud, acompañada del correspondiente Proyecto de Espacio Cultural de acuerdo a lo establecido en el artículo 207 de esta norma, ante la Delegación o Delegaciones Provinciales de la Consejería competente en materia de cultura donde radique el inmueble o agrupaciones de los mismos.  

Recibida toda la documentación y examinada la solicitud, las Delegaciones Provinciales la remitirán, junto con el Proyecto de Espacio Cultural y su informe, a la Dirección General competente en materia de museos, a efectos de su instrucción. Igualmente deberán ser informados por la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico. 

Artículo 188. Instrucción y resolución. 
1. Una vez recabados los informes que resulten preceptivos, entre los que deberá incluirse en todo caso el de la Comisión Andaluza de Museos, y cuantos otros se considere oportuno solicitar, el expediente se remitirá a la Consejería competente en materia de cultura, que, a la vista de la documentación obrante en el expediente, adoptará resolución en la forma que se indica en los apartados siguientes. 

2. Cuando se trate de inmuebles cuya titularidad o gestión corresponda a la Comunidad Autónoma de Andalucía, la persona titular de la Consejería competente en materia de cultura propondrá al Consejo de Gobierno la creación del Conjunto Cultural correspondiente, mediante Decreto, en el que se dispondrá su inscripción en el Registro andaluz de museos y colecciones museográficas. El Decreto de creación del Conjunto Cultural establecerá la estructura y funcionamiento de su órgano de gestión, de conformidad con el Proyecto de Espacio Cultural y con lo dispuesto en la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía, y determinará, en su caso, el plazo en el que debe procederse a su constitución efectiva, disponiendo a tal efecto las medidas necesarias. 

3. Cuando la titularidad de los inmuebles no corresponda, o no corresponda en su totalidad, a la Comunidad Autónoma de Andalucía, la persona titular de la Consejería competente en materia de museos dictará Orden por la que se acuerde la creación del Conjunto Cultural, y se disponga su inscripción en el Registro andaluz de museos y colecciones museográficas. La Orden de creación del Conjunto Cultural definirá la estructura y funcionamiento de su órgano de gestión, de conformidad con el Proyecto de Espacio Cultural presentado. 

4. El plazo máximo para resolver y notificar este procedimiento será de seis meses. 

5. Los Conjuntos Culturales que se incluyan en la Red de Espacios Culturales se inscribirán en una Sección específica del Registro Andaluz de museos y colecciones museográficas, donde constarán los datos y la documentación relativa a los mismos que se establezca al efecto en la normativa de desarrollo de la Ley 8/2007, de 5 de octubre, de Museos y Colecciones Museográficas de Andalucía. 

Artículo 189. Régimen jurídico y organización. 
1.  La estructura y funcionamiento del órgano de gestión de los Conjuntos Culturales se regirá por la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, por este Reglamento y por lo dispuesto en su norma de creación, pudiendo adoptar cualquiera de las formas, con o sin personalidad jurídica, previstas por el ordenamiento jurídico, en función de las necesidades planteadas por sus características y finalidad. 

2.  En todos los Conjuntos Culturales existirá obligatoriamente una Dirección, de la que dependerán las áreas de administración, de conservación e investigación, y de difusión. Asimismo, contarán con una Comisión Técnica que actuará como órgano colegiado consultivo en los términos que se establecen en los artículos siguientes. 

3.  En el caso de los Conjuntos Culturales de titularidad o gestión autonómica, podrá constituirse una Comisión de coordinación interadministrativa, compuesta por personal de carácter técnico, en la que estarán representadas las entidades locales afectadas y de la que formarán parte representantes de las Consejerías competentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, medio ambiente y turismo y educación. Corresponderá a esta Comisión el estudio y propuesta de las cuestiones del Conjunto Cultural relativas a las disciplinas referidas, así como aquellas en la que se pueda producir concurrencia competencial con otras administraciones. 

Artículo 190. Dirección. 
1.  La Dirección es el órgano ejecutivo y de gestión del Conjunto, cuya organización será determinada por la correspondiente norma de creación en función de las características específicas de cada uno de ellos.  

2.  El nombramiento de la Dirección corresponde a la persona titular de la Consejería competente en materia de cultura entre funcionarios pertenecientes a los Cuerpos Facultativos de Conservadores. En los Conjuntos cuya titularidad o gestión no corresponda a la Junta de Andalucía, dicho nombramiento se realizará a propuesta de la persona física o jurídica promotora del Conjunto entre funcionarios o profesionales de reconocido prestigio en el ámbito del Patrimonio Histórico. 

Art. 191. Funciones de la Dirección: 
Son funciones de la Dirección: 

a) Ostentar la representación ordinaria de la institución, velando por el cumplimiento de sus fines. 

b) Dirigir, coordinar y supervisar el cumplimiento de los fines y tareas que se encomienden al Conjunto, dictando a sus Áreas dependientes las instrucciones precisas para su funcionamiento. 

c) Organizar actividades culturales, educativas y científicas relacionadas con el Conjunto. 

d) Impulsar acuerdos de cooperación con centros de investigación y otras instituciones que compartan los fines y objetivos del Conjunto en los campos de la investigación, conservación y difusión de los bienes integrados en el mismo. 

e) Presentar a la Dirección General competente en materia de museos: 

1º) Los proyectos de planes director, plan anuales de actuaciones y memorias de gestión. 

2º) La propuesta de adopción de las medidas necesarias para garantizar la tutela efectiva del Conjunto Arqueológico, y para la realización de programas de protección, conservación y restauración, investigación y difusión. 

3º) La propuesta, por razones de urgencia o emergencia, de medidas extraordinarias de conservación, así como de cuantas iniciativas vayan encaminadas a un mejor desarrollo de los fines de la institución. 

Art. 192. Funciones de las Áreas. 
La organización del Conjunto vendrá determinada por lo establecido en su norma de creación y se estructurará como mínimo en las siguientes Áreas: 

a) Área de Administración, que desarrollará, de acuerdo con las instrucciones de la Dirección, las funciones relativas a los aspectos administrativos, jurídicos, económicos y patrimoniales de las actividades del Conjunto Cultural. 

b) Área de Conservación e Investigación, que ejercerá las funciones de protección, conservación, restauración e investigación de los bienes del patrimonio histórico integrantes del Conjunto Cultural. 

c) Área de Difusión, que tendrá por finalidad el acercamiento del Conjunto Cultural a la sociedad, mediante la aplicación de métodos didácticos y técnicas de comunicación y la organización de actividades complementarias que faciliten la comprensión y el disfrute de los bienes culturales de la institución. 

Artículo 193. Comisión Técnica 
1. Los Conjuntos Culturales contarán con una Comisión Técnica, como órgano colegiado consultivo de asesoramiento, al que corresponderá, entre otras funciones, informar los documentos de planificación y evaluación, proponer las medidas que estime oportunas para la conservación y mejora del Conjunto Cultural y, en general, dictaminar acerca de cuantas cuestiones y propuestas le sean sometidas. 

2. Las Comisiones Técnicas de los Conjuntos Culturales gestionados por la Junta de Andalucía, sin perjuicio de las determinaciones que se establezcan en su norma de creación, estarán integradas por la persona que ocupe la Dirección del Conjunto, que actuará como Presidente, y entre seis y ocho Vocales designados, por un período de tres años, mediante Orden de la Consejería competente en materia de cultura entre funcionarios de carrera o profesionales de reconocido prestigio en el ámbito del Patrimonio Histórico, pertenecientes a las distintas disciplinas que concurren en su tutela. Actuará como Secretario el responsable del Área de Administración del Conjunto. 

3. La Comisión Técnica se reunirá cuantas veces sea convocada por la presidencia de la misma y, como mínimo, una vez al trimestre. El procedimiento para la convocatoria, constitución y adopción de acuerdos de la Comisión Técnica será el establecido en el Capítulo II del Título IV de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía, y demás normativa básica aplicable. 

4. La designación de miembros de la Comisión tendrá carácter honorífico y no retribuido, pero devengarán las indemnizaciones a que tengan derecho por su participación en órganos colegiados, de acuerdo con la normativa vigente sobre indemnizaciones por razón del servicio en las Administraciones Públicas. 

5. Las Comisiones Técnicas de los Conjuntos Culturales no gestionados por la Junta de Andalucía se ajustarán a lo establecido en el apartado 2 de este artículo y sus componentes serán designados por la institución o entidad de la que dependa el Conjunto Cultural, con comunicación a la Consejería competente en materia de cultura que designará, al menos, un Vocal de dicha Comisión. 

CAPITULO III 
Parques culturales 
Artículo 194. Concepto. 
Los Parques Culturales son aquellos Espacios Culturales que abarcan la totalidad de una o más Zonas Patrimoniales que, por su importancia cultural, requieran la constitución de un órgano de gestión en el que participen las Administraciones y sectores implicados. 

Las Zonas Patrimoniales son, conforme al artículo 26 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, aquellos territorios o espacios que constituyen un conjunto patrimonial, diverso y complementario, integrado por bienes diacrónicos representativos de la evolución humana, que poseen un valor de uso y disfrute para la colectividad y, en su caso, valores paisajísticos y ambientales. 

A los efectos de determinar el alcance y contenido de los valores paisajísticos de los territorios incluidos en las Zonas Patrimoniales se tendrá en cuenta el Convenio Europeo del Paisaje de 20 de octubre de 2000, ratificado por España el 6 de noviembre de 2007, así como la normativa que sobre Paisaje venga a ser de aplicación en la Comunidad Autónoma. 

Artículo 195. Funciones y objetivos.
 Los Parques Culturales asumirán funciones de tutela, administración, custodia, puesta en valor, difusión y enriquecimiento de los bienes culturales de las Zonas Patrimoniales incluidas en su ámbito territorial, con los siguientes objetivos: 

a) Ejercer las funciones enunciadas sobre los bienes culturales, y en su caso, paisajísticos y ambientales de las Zonas Patrimoniales, sin perjuicio de otras normativas y sistemas de gestión que concurran en ese territorio. 

b) Utilizar los recursos culturales del Parque como motor de desarrollo sostenible de su territorio, mejorando el nivel y la calidad de vida de población, con especial atención, en su caso, a los usos y aprovechamientos propios. 

c) Promover y desarrollar la investigación científica y la reversión a la sociedad de sus resultados, así como la conservación de los bienes integrantes. 

d) Estimular el conocimiento del público, promoviendo la información y la difusión cultural y turística de los valores patrimoniales y el máximo desarrollo de actividades culturales y pedagógicas, tanto propias como externas con escolares, asociaciones y público en general. 

e) Contribuir a la ordenación del territorio, aportando criterios que permitan corregir desequilibrios socioeconómicos y una adecuada distribución de los usos del suelo, compatible con la protección y conservación de las Zonas Patrimoniales incluidas en el Parque. 

Artículo 196. Coordinación de actuaciones. 
1. Las actuaciones de las distintas Administraciones y Entidades en el territorio de un Parque Cultural se orientarán coordinadamente hacia el cumplimiento de las funciones enunciadas sobre los bienes culturales de las Zonas Patrimoniales, la acción cultural, el desarrollo sostenible y el equilibrio territorial. 

2. En el Parque Cultural deberán coordinarse las políticas territoriales con las sectoriales, especialmente las de patrimonio histórico y natural, fomento de la actividad económica, turismo, infraestructuras y equipamientos. 

3. Cuando en el mismo territorio coexistan un Parque Cultural y una figura de protección ambiental en los que coincidan objetivos comunes o complementarios, se buscarán formas de colaboración para la integración de los órganos de gestión y consultivos o de participación social de ambos, de acuerdo con el régimen jurídico de protección, ordenación y gestión de cada uno de ellos. 

Artículo 197. Procedimiento de creación. Iniciación. 
1. Las Entidades Locales que, con base en las Zonas Patrimoniales declaradas, pretendan constituir un Parque Cultural del que formen parte sus respectivos territorios, deberán remitir a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico solicitud colegiada, acompañada de los correspondientes acuerdos plenarios, en los que se especifique su voluntad de integrarse en el Parque Cultural que se constituya, participando en su gestión y sostenimiento. A dicha solicitud deberá adjuntarse el correspondiente Proyecto de Espacio Cultural, con el contenido establecido en el artículo 207 de este Reglamento. Sin perjuicio de lo anterior, el procedimiento de creación de los Parques Culturales podrá iniciarse de oficio por la Administración de la Junta de Andalucía, en cuyo caso se estará al procedimiento establecido en la Sección anterior para la creación de los Conjuntos Culturales. 

2. Cuando se prevea la constitución de un órgano interadministrativo de gestión, a tenor de lo previsto en el artículo 95 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, éste deberá adoptar la forma de consorcio, en el que la participación de la Administración de la Junta de Andalucía se ajustará a lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía. En este supuesto, el Proyecto de Espacio Cultural incluirá una propuesta de estatutos, que deberá contener, como mínimo: las finalidades del consorcio, la enumeración de las entidades que lo componen y la fórmula de integración de posibles nuevos entes consorciados, así como las particularidades de su régimen orgánico, funcional y financiero. 

3. Cuando la iniciativa de las Entidades Locales cuente, además, con el apoyo de otras entidades públicas o privadas, deberá unirse a la solicitud el acuerdo de sus órganos rectores, en el que se manifieste el compromiso firme de colaborar en la gestión y sostenimiento del Parque Cultural. 

4. Examinada la solicitud, las Delegaciones Provinciales la remitirán junto con el Proyecto de Espacio Cultural y su informe a la Dirección General competente en materia de museos, que resolverá sobre la conveniencia de iniciar el procedimiento. Igualmente deberá ser informada por la Dirección General competente en patrimonio histórico. 

Cuando, a la vista de las actuaciones anteriores, no se estime conveniente iniciar el procedimiento, dicha resolución, que deberá notificarse a los interesados, pondrá fin a la vía administrativa, y será susceptible de recurso con arreglo a las normas generales de procedimiento. 

Artículo 198. Instrucción y resolución. 
1.  Iniciado el procedimiento y una vez recabados los informes que resulten preceptivos y cuantos otros se considere oportuno solicitar, el expediente se remitirá a la persona titular de la Consejería competente en materia de cultura, quien, en su caso, propondrá al Consejo de Gobierno la creación del Parque Cultural correspondiente, mediante Decreto, en el que se dispondrá su inclusión en la Red de Espacios Culturales de Andalucía. 

2.  El Decreto del Consejo de Gobierno por el que se cree el Parque Cultural deberá contener además la autorización para la creación del consorcio, así como la aprobación inicial de sus estatutos y dispondrá lo que proceda respecto a la efectiva constitución del consorcio. 

3.  El plazo máximo para resolver será de seis meses desde el acuerdo de inicio, transcurridos los cuales sin haberse dictado y notificado resolución expresa se entenderá caducado el expediente. 

Artículo 199. Órgano de gestión del Parque Cultural. 
1. La composición y funcionamiento del órgano de gestión del Parque Cultural vendrá establecida en su norma de creación, pudiendo adoptar cualquiera de las formas, con o sin personalidad jurídica, previstas por el ordenamiento jurídico. 

2. El órgano de gestión de los Parques Culturales tendrá una estructura integrada, como mínimo, por una Junta General y un Consejo Rector u órganos de similar naturaleza, y contará con una Oficina Técnica y una Dirección del Parque.  

Artículo 200. Junta General. 
1.  La Junta General es el órgano superior de dirección. Cuando la gestión esté atribuida a un consorcio interadministrativo, en la Junta General deberán estar representadas todas las entidades integrantes del mismo, en la proporción que se determine en los correspondientes estatutos. La presidencia corresponderá a uno de los representantes de la Administración de la Junta de Andalucía, y será designada a propuesta de la Consejería competente en materia de cultura. 

2.  La Junta General es el órgano de dirección al que corresponderán las atribuciones que se determinen en sus normas de funcionamiento y en todo caso, las siguientes: 

a) Informar preceptivamente el Plan Director del Parque. 

b) Informar el Plan Anual de Actuaciones. 

c) Aprobar la Memoria Anual de gestión. 

d) Aprobar, en su caso, el Reglamento de Régimen Interior. 

e) Velar por el cumplimiento de las normas establecidas y formular 

propuestas para la eficaz defensa de los valores y singularidades del 

Parque. 

Artículo 201. Consejo Rector. 
1. El Consejo Rector es el órgano de gobierno y administración, al que corresponderán las atribuciones que se determinen en sus normas de funcionamiento y, en todo caso, las siguientes: 

a) Formular el Plan Director del Parque Cultural, de acuerdo con las directrices y líneas fijadas por la Junta General. 

b) Aprobar inicialmente el Plan Anual de Actuaciones. 

c) Nombrar el personal del Parque, a excepción de la Dirección. 

d) Redactar el Reglamento de Régimen Interior, en su caso. 

2. Cuando la gestión del Parque Cultural esté atribuida a un consorcio interadministrativo, los miembros del Consejo Rector serán designados por las entidades consorciadas, en la forma y proporción que se establezca en los correspondientes estatutos. 

En este supuesto, el Consejo Rector podrá asumir el ejercicio de funciones de las entidades locales consorciadas, y de aquellas otras relativas a autorizaciones, dictámenes e informes preceptivos previstos en la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, de Patrimonio Histórico de Andalucía, que le sean atribuidas o delegadas por la Consejería competente en materia de cultura. 

Artículo 202. Dirección. 
1.  La persona que ejerza la Dirección del Parque será designada por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, oído el Consejo Rector, entre funcionarios de carrera o profesionales de reconocido prestigio en el ámbito del patrimonio histórico. 

2.  Con independencia de lo que pueda disponerse en su norma de creación, corresponderán a la Dirección las siguientes competencias: 

a) La organización administrativa del Parque y del personal adscrito al mismo, de acuerdo con lo dispuesto en la normativa de creación, en el Plan Director y, en su caso, en el Reglamento de régimen interior. 

b) La ejecución y desarrollo de los programas previstos en el Plan Director del Parque, a través de los correspondientes Planes Anuales de Actuaciones. 

c) La confección del Plan Anual de Actuaciones, con su memoria presupuestaria e indicadores, para su presentación al Consejo Rector. 

d) La redacción de la Memoria Anual de Gestión, para su presentación al Consejo Rector. 

e) La organización y gestión de los servicios del Parque, de acuerdo con lo establecido en el Plan Director. 

f) La gestión económica del Parque. 

g) Proponer al Consejo Rector, previo dictamen de la Oficina Técnica, cuantas acciones estime oportunas para la mejora de los servicios y la tutela de los recursos patrimoniales del Parque Cultural. 

h) Proponer al Consejo Rector la estructura de la Oficina Técnica y los nombramientos correspondientes. 

Artículo 203. Oficina Técnica. 
1. La Oficina Técnica es el órgano a quien corresponde dictaminar con carácter previo sobre cuantos asuntos le sean sometidos por el Consejo Rector 

o la Dirección del Parque. 

1. La Oficina Técnica estará presidida por la persona que ocupe la Dirección del Parque Cultural, e integrada por un mínimo de cuatro miembros con titulación suficiente para lograr un acercamiento interdisciplinar a la particular naturaleza de los bienes patrimoniales incluidos en el Parque, pudiendo, entre otras disciplinas proceder de la Arquitectura, la Arqueología, la Historia del Arte y la Etnología. 

2.  La Oficina Técnica se reunirá cuantas veces sea convocada por la persona que ocupe la Dirección, y como mínimo dos veces al mes. 

CAPITULO IV Enclaves 
Artículo 204. Concepto. 
Son Enclaves aquellos inmuebles de titularidad pública o privada inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, o agrupaciones de los mismos que, por su relevancia o significado en el territorio donde se emplazan, se acuerde su puesta en valor y difusión al público y no cuenten con un órgano de gestión propio. 

Artículo 205. Organización. 
Sin perjuicio de los medios personales y materiales de los que disponga cada Enclave para su gestión, podrá establecerse una coordinación en las correspondientes Delegaciones Provinciales, de la que formará parte al menos un funcionario perteneciente a los Cuerpos Facultativos de Conservadores, que preste asesoramiento y apoyo técnico a los enclaves de la provincia en lo relativo a las funciones de mantenimiento, conservación, investigación y difusión relativa a  los mismos.  

Artículo 206. Procedimiento para la inclusión de los Enclaves en la Red de Espacios Culturales de Andalucía 
1. Cuando se trate de inmuebles cuya titularidad o gestión corresponda a la Comunidad Autónoma de Andalucía, el procedimiento para la inclusión de un Enclave se iniciará de oficio, mediante resolución de la Dirección General competente en materia de museos. Esta resolución deberá ir acompañada del Proyecto de Enclave, que deberá recoger los  contenidos expresados en el artículo 207. 

2. Las personas físicas o jurídicas, de naturaleza pública o privada, que sean titulares o poseedoras de inmuebles inscritos en el Catálogo General de Patrimonio Histórico Andaluz y pretendan su inclusión como Enclave en la Red de Espacios Culturales de Andalucía presentarán la solicitud, acompañada del correspondiente Proyecto de Enclave, de acuerdo a lo establecido en el artículo 207 de esta norma, ante la Delegación o Delegaciones Provinciales de la Consejería competente en materia de cultura donde radique el inmueble o agrupaciones de los mismos. 

Recibida toda la documentación y examinada la solicitud, las Delegaciones Provinciales la remitirán, junto con el Proyecto de Enclave y su informe, a la Dirección General competente en materia de museos, a efectos de su instrucción. 

3. Una vez recabados los informes que resulten preceptivos, entre los que deberá incluirse en todo caso el de la Comisión Andaluza de Museos, y cuantos otros se considere oportuno solicitar, el expediente se remitirá a la Consejería competente en materia de cultura, que, a la vista de la documentación obrante en el expediente, dictará Orden por la que se acuerde la inclusión del Enclave en la Red de Espacios Culturales de Andalucía. 

4. El plazo máximo para resolver y notificar este procedimiento será de seis meses. 

Capítulo V Proyecto de Espacio Cultural y de Enclave 
Artículo 207 Proyecto de Espacio Cultural o Enclave. 
La solicitud o acuerdo de inicio para la creación de un Espacio Cultural 

o declaración de un Enclave deberá ir acompañada de un proyecto, en el que se incluirán como mínimo los siguientes contenidos: 

a) Memoria justificativa del interés en la creación del Espacio Cultural o Enclave, en la que se valorará su importancia como estrategia de desarrollo local sostenible y su carácter de industria cultural básica. 

b) Descripción del inmueble  o agrupaciones de inmuebles, incluidos en el Proyecto, haciendo referencia a su situación, superficie, titularidad y grado de protección, previsiones generales de crecimiento, acompañada de planimetrías, fotografías y ortofotos y de cualquier documentación que se considere relevante, especialmente sus datos catastrales y registrales. 

c) Inventario de bienes muebles o de elementos o fragmentos de bienes inmuebles, en su caso, haciendo constar el origen de los fondos, su propiedad y procedencia, así como las previsiones de crecimiento de la colección. 

d) Identificación de las personas o entidades que apoyen la iniciativa de creación del Espacio Cultural o Enclave, debiendo acompañarse justificación suficiente de la voluntad declarada de las mismas. 

e) Estructura orgánica y personal que atenderá el Espacio Cultural o Enclave; y, en su caso, órganos asesores de carácter colegiado.  

f) Presupuesto anual, con especificación de las fuentes de financiación y partidas presupuestarias destinadas a la creación, mantenimiento y difusión. 

g) Proyecto de Reglamento de Régimen Interior. 

h) Compromiso de redactar un Plan Director en el plazo de dos años desde su inclusión en la Red de Espacios Culturales de Andalucía. 

i) Propuesta, en su caso, de adecuación y actualización de la protección, atendiendo de forma especial a los valores paisajísticos y ambientales. 

j) Propuesta de adquisición, en su caso, de terrenos o inmuebles necesarios para el desarrollo del Proyecto de Espacio Cultural o Enclave. 

k) Estudio sobre el grado de conservación de los recursos patrimoniales incluidos en la propuesta, acompañado de las correspondientes fichas diagnóstico o de un informe valorativo general. 

l) Informe sobre las investigaciones de carácter científico realizadas en el territorio objeto del Espacio Cultural o Enclave. 

m) Previsión de un programa museológico y museográfico en el que se propongan las instalaciones, itinerarios, espacios expositivos y de atención al público que se pondrán a disposición del Espacio Cultural o Enclave, con calendario, fases de ejecución de obras, flujos de visitantes, horarios, plan de seguridad, carta de servicios y actividades. 

n) Redacción de una propuesta de programa de comunicación, en el que se contemplarán las acciones dirigidas al público en general, a la población del territorio de influencia del Espacio Cultural o Enclave, a los investigadores y centros de investigación. 

TÍTULO X MEDIDAS DE FOMENTO 
Artículo 208. Reserva presupuestaria. 
La reserva presupuestaria prevista en el artículo 84 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía será objeto de regulación específica. 

Artículo 209. Excavaciones arqueológicas. 
1.  Los proyectos de excavaciones arqueológicas, cualquiera que sea su cuantía e independientemente de quién deba financiarlos y ejecutarlos, incluirán, en todo caso, un porcentaje de hasta un veinte por ciento del presupuesto total, que se destinará a la conservación, restauración y difusión de los bienes muebles e inmuebles descubiertos en la actuación arqueológica. 

2.  Las personas autorizadas en los Proyectos Generales de Investigación arqueológica, así como, en cualquier actividad arqueológica subvencionada por la Consejería competente en materia de Patrimonio Histórico, deberá colocar un cartel anunciador de la misma según diseño, formato y tipo de soporte que se facilitará previamente, en el que necesariamente deberá figurar el apoyo de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico y el montante económico del mismo, y cuyo coste económico correrá a cargo de los beneficiarios de la subvención. 

3.  Los gastos imputados a dicha partida se librarán por parte del promotor de la excavación contra conformidad del inspector que ha de quedar reflejada en el Libro diario de la excavación con expresión de cantidad y concepto al que se destina. 

Artículo 210. Exposiciones. 
1.  Las exposiciones, tanto públicas como privadas, que contengan bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz incluirán en sus presupuestos una partida destinada a garantizar la conservación o restauración de los materiales expuestos. 

2. La cuantía de la partida destinada a la conservación o restauración será de hasta el veinte por ciento del total del presupuesto de ejecución de la exposición. 

3. Se podrán incluir en este importe los trabajos de restauración y conservación propiamente dichos, pero no así los de catalogación, estudio o preparación de materiales de la exposición. 

4.  Las exposiciones, tanto públicas como privadas, que contengan bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz incluirán en sus presupuestos una partida destinada a la difusión de sus contenidos, con atención preferente hacia el público infantil, las personas mayores, o colectivos que sufran algún tipo de discapacidad o de exclusión social. 

5.  La cuantía de la partida destinada a difusión será de hasta el diez por ciento del total del presupuesto de ejecución de la exposición. 

Artículo 211. Dación en pago de deudas. 
1. El pago de todo tipo de deudas existentes con la Junta de Andalucía podrá realizarse por adjudicación a la Junta de bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz. 

2. La adjudicación se referirá necesariamente a la propiedad de la totalidad del bien de que se trate. 

Artículo 212. Procedimiento para la dación en pago de bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz. 
1. Los bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz podrán aplicarse para el pago de todo tipo de deudas existentes con la Administración de la Junta de Andalucía. 

2. Quienes pretendan cancelar total o parcialmente sus deudas con la Administración de la Junta de Andalucía mediante la dación de bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz lo solicitarán por escrito en el momento en que se produzca la liquidación oportuna. A tal efecto, el organismo liquidador remitirá el expediente a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico para que proceda a la valoración cultural de los bienes. 

3. Recibido el expediente, la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico elaborará en el plazo de quince días informe sobre la valoración cultural de los bienes, y remitirá el expediente a la Comisión Andaluza de Bienes Culturales competente según la materia para que emita el informe previsto en el artículo 86.2 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

4. La Comisión emitirá su informe, con carácter vinculante, en el plazo de un mes. 

Artículo 213. Aceptación de donaciones y legados. 
1. Los obligados a la entrega de legados o los propietarios que pretendan donar bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz a la Administración de la Junta de Andalucía, se dirigirán por escrito a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, describiendo textual y gráficamente los bienes objeto de la donación o legado y aportando cuantos datos y documentos estimen pertinentes, incluyendo su situación jurídica. 

2. La Consejería competente en materia de patrimonio histórico, una vez estimado el valor cultural de los bienes, podrá aceptar la donación o legado siempre que se trate de bienes muebles y se cumpla lo establecido en los párrafos segundo y tercero del artículo 80 de la Ley 4/1986, de 5 de mayo, de Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

3. Cuando se trate de bienes inmuebles la Consejería competente en materia de patrimonio histórico realizará la valoración cultural de los mismos y, caso de pronunciarse a favor de la aceptación, remitirá el expediente a la Consejería competente en materia de hacienda para que proceda a la identificación y tasación de los bienes. 

4. Recibida de la Consejería competente en materia de hacienda la identificación y valoración de los bienes inmuebles, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico elevará al Consejo de Gobierno la propuesta de Decreto de aceptación. 

Artículo 214. Cesión del uso y explotación de inmuebles de titularidad autonómica. 
1. La cesión del uso y explotación de bienes inmuebles pertenecientes al Patrimonio Histórico Andaluz prevista en el artículo 89 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía podrá realizarse mediante concesión, arrendamiento o cesión gratuita. 

2. El procedimiento se iniciará bien de oficio, bien a instancia de las personas o entidades interesadas. 

3. En el procedimiento de cesión deberá aplicarse el principio de concurrencia salvo que concurra alguna causa justificativa para proceder a la adjudicación directa conforme a la legislación de patrimonio de la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía, como la urgencia o secreto del procedimiento, las características específicas del bien, la imposibilidad o grave dificultad de promover la concurrencia de ofertas, la inexistencia de oferentes, la quiebra del procedimiento de adjudicación concurrencial previamente convocado o la no adjudicación del mismo, así como otras circunstancias excepcionales debidamente justificadas. 

4.  En las bases del concurso se establecerán las obligaciones mínimas que deberán asumir los cesionarios en relación con la conservación, mantenimiento y restauración de los bienes. 

5. No será necesaria la concurrencia cuando el procedimiento se inicie a instancia de Corporaciones Locales o Entidades Públicas cuyos fines incluyan la conservación, mejora o difusión del Patrimonio Histórico, especialmente, en el caso de los Parques Culturales, pertenecientes a la Red de Espacios Culturales de Andalucía, que posean un órgano interadministrativo de gestión con la forma de consorcio. No obstante, cuando el procedimiento se inicie a instancia de estas últimas, se notificará a las Corporaciones Locales interesadas a efectos de la prioridad establecida en el artículo 89.1 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

Artículo 215. Procedimiento de cesión. 
1. El procedimiento de cesión se ajustará a lo previsto en la legislación de patrimonio de la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

2. La propuesta de Acuerdo del Consejo de Gobierno por el que se apruebe la cesión, cualquiera que sea la modalidad de la misma, será remitida por la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico a la Comisión Andaluza de Bienes Inmuebles, para que en el plazo de un mes emita informe vinculante sobre la procedencia de la cesión a los efectos de la conservación y mejora del Patrimonio Histórico. 

3. El documento en que se formalice la cesión especificará detalladamente las obligaciones asumidas por el cesionario en cuanto a la conservación, mantenimiento y restauración de los bienes, los condicionantes exigibles para su uso y el programa de seguimiento y control aplicable por parte de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

4.  En el caso de cesión a Parques Culturales, pertenecientes a la Red de Espacios Culturales de Andalucía, las obligaciones de conservación, mantenimiento y restauración de los bienes, deberán ser recogidas además de lo establecido en el apartado anterior, en el Plan Director del Parque Cultural. 

Artículo 216. Depósito voluntario de bienes. 
1. Los propietarios y titulares de bienes muebles integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz podrán dirigirse a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico solicitando el depósito voluntario de bienes muebles. 

2. Las propuestas de depósito incluirán los datos necesarios para la identificación del bien y sus titulares, adjuntándose cuanto material se considere conveniente para la mejor consideración de la propuesta, así como, en su caso, los términos y condiciones en que esta última se formule. 

3. Evaluada la propuesta por los servicios de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico, se solicitará informe de los responsables de las instituciones en las que, en su caso, debieran ser depositados.  

4. El depósito se formalizará, caso de aceptarse, mediante contrato en el que se especificarán la duración y el lugar del depósito, las obligaciones de la entidad depositaria, los derechos que conserve el depositante y cuantas otras cláusulas y condiciones se consideren convenientes. 

Artículo 217. Subvenciones. 
1.  Podrán concederse subvenciones a quienes tengan la propiedad, la posesión o sean titulares de otros derechos sobre los bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz, y especialmente a los titulares o poseedores de bienes inmuebles inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, que pertenezcan a la Red de Espacios Culturales de Andalucía, adecuándose a lo previsto en la legislación general en materia de subvenciones. 

2.  Cuando razones excepcionales lo justifiquen, podrán concederse de forma directa las subvenciones que tengan por objeto la conservación y restauración de bienes individualmente inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz y la redacción de planes urbanísticos a que se refieren los artículos 30 y 31 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

Así mismo, serán objeto de subvención aquellas actividades encaminadas a la investigación y difusión del patrimonio histórico, incluidas la redacción de cartas patrimoniales;  la edición de publicaciones y números de revistas, la realización de congresos, jornadas, simposiums y demás encuentros de tipo científico y divulgativo relacionados con todos los bienes de la cultura enumerados en el artículo 2 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, de Patrimonio Histórico de Andalucía. 

Cuando una actividad arqueológica sobrepase el límite del aprovechamiento urbanístico, al que se refiere el artículo 59 de la Ley 14/2007 de Patrimonio Histórico de Andalucía, el coste añadido que suponga la intervención, será financiado por la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico, bien mediante inversión directa, bien mediante subvención excepcional, motivada por el interés científico o de protección del Patrimonio Arqueológico. 

1.  La concesión de subvenciones se realizará dentro de los límites presupuestarios y con arreglo a los criterios que establezcan las bases reguladoras de la concesión, de acuerdo con lo dispuesto en la normativa reguladora de subvenciones y ayudas públicas, entre los que deberán incluirse la mayor necesidad de protección, la mejor difusión cultural y el mayor aseguramiento de los fondos públicos empleados como criterios preferentes de adjudicación a efectos de su ponderación. 

2.  En el supuesto de que antes de transcurridos veinticinco años desde el otorgamiento de las subvenciones previstas la Administración concedente adquiera por compraventa, tanteo, retracto o expropiación con fines culturales bienes a los cuales se hayan aplicado dichas subvenciones, se detraerá del precio de adquisición, una vez actualizado, una cantidad equivalente a las mismas, considerándose como anticipos a cuenta. 

3.  Por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico se realizarán las actuaciones necesarias para apoyar la actuación de las entidades locales en esta materia. 

TÍTULO XI ÓRGANOS DE LA ADMINISTRACIÓN DEL PATRIMONIO HISTÓRICO 
CAPÍTULO I Órganos ejecutivos 
Sección 1ª Órganos ejecutivos centrales 
Artículo 218. Consejo de Gobierno. 
El Consejo de Gobierno, como órgano superior colegiado que ostenta y ejerce las funciones ejecutivas y administrativas de la Administración de la Comunidad Autónoma, establece las directrices y principios básicos de la política de bienes culturales de la Junta de Andalucía. 

Al Consejo de Gobierno corresponde, además de las competencias  que con carácter general le atribuye su legislación reguladora, las siguientes: 

1. Resolver los procedimientos de inscripción en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz de Bienes de Interés Cultural. 

2. Establecer mediante Decreto el procedimiento único para la obtención de autorizaciones y licencias para realizar obras, cambios de uso o modificaciones de cualquier tipo que afecten a inmuebles inscritos como Bienes de Interés Cultural o su entorno, a que se refiere el artículo 41 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

3. Suscribir convenios con las entidades locales interesadas, para delegarles el ejercicio de competencias en la materia propias de la Administración de la Junta de Andalucía, dentro del marco establecido en el Estatuto de Autonomía para Andalucía, conforme a lo dispuesto en el artículo 

4.3 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

1. Declarar de utilidad pública o interés social, a efectos de expropiación forzosa, la ocupación de bienes y las adquisiciones necesarias para posibilitar la contemplación de bienes catalogados, facilitar la conservación de los mismos o eliminar los usos incompatibles u otras circunstancias que atenten contra los valores o seguridad de dichos bienes, conforme a lo dispuesto en los artículos 18 y 51.3 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

2.  Aceptar mediante Decreto las donaciones y legados de bienes inmuebles integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz según lo dispuesto en el artículo 87.2 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

3.  Constituir en el seno del Consejo Andaluz de Patrimonio Histórico cuantas otras Comisiones se considere necesario establecer con carácter específico, de conformidad con el artículo 98.1.g) de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

4.  Imponer multas de cuantía superior a quinientos mil euros por infracciones muy graves contra el Patrimonio Histórico Andaluz. 

5.  Cualquier otra competencia que le venga atribuida por una norma legal o reglamentaria. 

Artículo 219. Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 
La Consejería competente en materia de patrimonio histórico de la Junta de Andalucía será responsable de la formulación y ejecución de la política dirigida a su tutela, enriquecimiento y difusión. 

Corresponde a la persona titular de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico desarrollar la acción del Gobierno en el ámbito de sus competencias, de conformidad con las directrices de la Presidencia de la Junta de Andalucía o del Consejo de Gobierno, para lo que ejercerá las facultades que se le atribuyen en virtud de su condición de miembro del Consejo de Gobierno, así como las que le corresponden en su condición de órgano superior de la Administración autonómica. En concreto, en materia de patrimonio histórico se le atribuyen las siguientes competencias: 

1. Resolver los procedimientos de inscripción en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz de Bienes de Catalogación General. 

2. Declarar las Zonas de Servidumbre Arqueológica. 

3. Proponer al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía la inscripción de Bienes de Interés Cultural. 

4. Delegar en los municipios la competencia para autorizar directamente las obras y actuaciones que desarrollen o ejecuten el planeamiento urbanístico aprobado en los supuestos previstos en el artículo 40.1 y 2 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

5. Realizar las gestiones oportunas conducentes al retorno a la Comunidad Autónoma de aquellos bienes del Patrimonio Histórico con claro significado andaluz que se encuentren fuera del territorio de Andalucía, perfeccionando los negocios jurídicos necesarios para su adquisición cuando los bienes se encuentren en situación de subasta o venta. 

6. Adoptar los acuerdos de necesidad de ocupación en los expedientes expropiatorios que se tramiten para adquirir bienes del Patrimonio Histórico Andaluz o proceder a su ocupación temporal. 

7. Aceptar donaciones y legados de bienes muebles integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz. 

8. Ejercer los derechos de tanteo y retracto en las transmisiones de titularidad de bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz. 

9. Optar por la adquisición de bienes del Patrimonio Histórico Andaluz que hayan sido ofertados por sus titulares para liberarse de la carga de conservación, mantenimiento o custodia impuesta por la Consejería, siempre que el coste de estas actuaciones exceda del cincuenta por ciento del valor total del bien. 

10. Presidir el Consejo Andaluz de Patrimonio Histórico. 

1.  Establecer directrices para la formación, modificación o revisión de los instrumentos de ordenación y planes con incidencia patrimonial. 

2. Ordenar la ejecución de actuaciones de emergencia para eliminar situaciones de riesgo en el Patrimonio Histórico Andaluz. 

3. Imponer multas desde doscientos cincuenta mil un euros (250.001) hasta quinientos mil euros (500.000) por infracciones muy graves contra el Patrimonio Histórico Andaluz. 

4. Resolver sobre el otorgamiento de premios en metálico por hallazgos arqueológicos. 

5. Autorizar la percepción de tasas o derechos de acceso a los museos que no sean de titularidad autonómica o estatal, así como las tasas relativas a gastos de tramitación de autorizaciones de aparatos detectores de metales y otros instrumentos análogos, regulados en el artículo 60 de la Ley 14/2007 de Patrimonio Histórico de Andalucía. 

16. Cualquier otra competencia que le sea atribuida por una norma legal 

o reglamentaria. 

Artículo 220. Órganos directivos competentes en materia de patrimonio histórico. 
Los órganos directivos con competencia en materia de patrimonio histórico serán los que en cada caso se determinen por el decreto de estructura orgánica de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, que desarrollarán las competencias que por esta norma se les atribuya. Sin perjuicio de ello, corresponde a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico la gestión de las competencias relativas a la protección, conservación, restauración, investigación y difusión de los Bienes Culturales, así como las referidas a las Instituciones del Patrimonio Histórico, las siguientes competencias: 

1. Incoar y tramitar los procedimientos de inscripción en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, así como los procedimientos de cancelación de inscripciones. 

2. Resolver los procedimientos de inscripción en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz de bienes incluidos en el Inventario General de Bienes Muebles del Patrimonio Histórico Español. 

3. Dirigir la formación y conservación del Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, asegurando el cumplimiento de sus funciones de salvaguarda, consulta y divulgación. 

4.  Acordar la inclusión de bienes en el Inventario de Bienes Reconocidos del Patrimonio Histórico Andaluz, de conformidad con lo establecido en el artículo 26.3 de este reglamento. 

5.  Dictar resolución en relación con los planes de descontaminación visual o perceptiva presentados por los municipios que se encuentren en el supuesto previsto en el artículo 19 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

6. Ordenar la realización de inspecciones para la comprobación del cumplimiento de los deberes legales de conservación, mantenimiento y custodia que obligan a los propietarios, titulares de derechos o simples poseedores de bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz. 

7. Recabar de los titulares de derechos sobre bienes muebles inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz el examen de los mismos. 

8.  Ordenar a los propietarios, titulares de derechos o simples poseedores de bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz la ejecución de obras o la adopción de medidas necesarias para su conservación, mantenimiento y custodia. 

9. Imponer multas coercitivas o, en su caso, determinar la ejecución subsidiaria de obras o actuaciones de conservación, mantenimiento o custodia de bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, en caso de incumplimiento por los propietarios de las actuaciones ordenadas por la Consejería. 

10. Proponer al titular de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico la expropiación total o parcial de bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, por causa de interés social 

o por el incumplimiento de las obligaciones establecidas legalmente. 

1.  Dictar las resoluciones oportunas para someter a información pública los expedientes expropiatorios sobre bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz. 

2. Dispensar, total o parcialmente, del cumplimiento de la obligación legal de permitir y facilitar la visita pública a los bienes declarados de interés cultural. 

3. Inspeccionar el desarrollo de las labores de conservación y restauración de los bienes del Patrimonio Histórico Andaluz. 

4.  Requerir a los responsables de actuaciones sobre bienes del Patrimonio Histórico que, con motivo de ser interrumpidas, originen una situación de riesgo grave para las personas o bienes, para que procedan a tomar las medidas necesarias con carácter inmediato, así como ordenar la intervención subsidiaria por el procedimiento de emergencia, en caso de no ser atendido el requerimiento. 

5. Informar a las entidades promotoras de la redacción de los instrumentos de ordenación territorial o urbanística, así como los planes o programas sectoriales que incidan sobre bienes integrantes del Patrimonio Histórico según lo dispuesto en el artículo 29.1 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

6. Emitir informe sobre la incidencia de los instrumentos de ordenación territorial o urbanística, así como los planes o programas sectoriales, sobre los bienes incoados o inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, en el Inventario de Bienes Reconocidos o sobre Zonas de Servidumbre Arqueológica, previsto en el artículo 29.4 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

7. Recabar información de los planes, programas o proyectos, tanto públicos como privados, que por su incidencia directa o indirecta en el Patrimonio Histórico llevan aparejado riesgo de destrucción o deterioro del mismo. 

8. Informar, a iniciativa de personas físicas o jurídicas, aquellos planes, programas o proyectos que, conforme criterio expreso y motivado del solicitante, puedan incidir sobre bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz. 

9. Emitir el informe sobre planeamiento que afecte a las Zonas de Servidumbre Arqueológica en los términos establecidos en este Reglamento, oída previamente la Delegación Provincial correspondiente. 

10. Autorizar la realización de todo tipo de obras, así como de cualquier cambio o modificación que los particulares o la propia Administración deseen llevar a cabo en bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, o en sus respectivos entornos. 

11.  Resolver los procedimientos incoados para el restablecimiento del orden jurídico perturbado. 

12. Autorizar la demolición total o parcial de los inmuebles inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz en los supuestos regulados en el artículo 38 de la Ley 14/2007. 

13.  Autorizar la realización de las actuaciones de emergencia que resulten necesarias en caso de riesgo grave para las personas o bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, eximiendo a los responsables del requisito de presentación, con carácter previo, del proyecto de conservación. 

14. Ordenar la suspensión inmediata de los cambios o modificaciones no autorizados por la Consejería, que se estén realizando en los bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz y en aquellos otros bienes en los que, aunque no se haya producido dicha declaración, se aprecie la concurrencia de alguno de los valores a que hace mención el artículo 1 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, en los términos establecidos en el artículo 35 de la misma. 

15. Ordenar la demolición o reconstrucción de lo construido o destruido sin autorización de la Consejería y ordenar las reposiciones necesarias para recuperar la situación anterior. 

16. Aceptar el depósito voluntario de bienes muebles del Patrimonio Histórico Andaluz, conviniendo con los titulares de los bienes las condiciones del depósito. 

17. Ordenar el depósito forzoso a que se refiere el artículo 46 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

18.  Ordenar la paralización inmediata de cualesquiera obras que se realicen, en cualquier punto de la Comunidad Autónoma, con ocasión de la aparición de hallazgos casuales de restos arqueológicos, así como ordenar la excavación de urgencia de los restos aparecidos durante el plazo de suspensión de las obras. 

19.  Incoar los expedientes para la declaración de Zonas de Servidumbre Arqueológica. 

20.  Ordenar la ejecución de excavaciones o prospecciones arqueológicas en cualquier terreno, público o privado, del territorio de la Comunidad Autónoma Andaluza, en el que se presuma la existencia de yacimientos o restos arqueológicos, paleontológicos o de componentes geológicos, a que se refiere el artículo 29.3 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, de Patrimonio Histórico de Andalucía. 

21. Instruir y autorizar la realización de Proyectos Generales de Investigación, incluidas sus actividades arqueológicas, así como del resto de las actividades arqueológicas.  

22. Informar sobre la idoneidad de la aplicación concreta del uno por ciento cultural a que se refiere el artículo 84 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

23. Resolver los expedientes sancionadores por infracciones graves cuyas propuestas le sean elevadas por los Delegados Provinciales, así como incoar y tramitar los correspondientes a infracciones muy graves, resolviendo hasta el límite atribuido legalmente o, en su caso, elevando la propuesta de sanción al titular de la Consejería o al Consejo de Gobierno. 

24. Exigir la inmediata suspensión de actuaciones que supongan una infracción contra el Patrimonio Histórico Andaluz de carácter grave o muy grave, y ordenar las medidas precautorias que estime necesarias para evitar daños en los bienes afectados. 

25.  Designar al personal encargado de la función inspectora de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

26. Cualquier otra competencia que le venga atribuida por una norma legal o reglamentaria. 

Sección 2ª 
Órganos ejecutivos periféricos 
Artículo 221. Delegaciones Provinciales de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 
Corresponde a las personas titulares de las Delegaciones Provinciales de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, además de las competencias que se le atribuyen con carácter general por su condición de representante ordinario de la Consejería en la provincia, las siguientes competencias:  

1. Elaborar propuestas relativas a inscripciones de bienes en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz y su modificación o cancelación. 

2. Proponer a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico que se dicten órdenes de ejecución de obras o de adopción de previsiones necesarias para la conservación, mantenimiento y custodia de los bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, dirigidas a sus propietarios, titulares de derechos o simples poseedores de los bienes. 

3. Recibir las solicitudes de autorización de actividades sujetas a licencia municipal que afecten a bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, o su entorno, que deben ser remitidas por los Ayuntamientos con carácter previo a la concesión de licencia. 

4. Recibir la documentación necesaria para la autorización cuando se trate de actuaciones no sometidas legalmente al trámite reglado de la licencia municipal que hubieran de realizarse en bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz o su entorno, y que deberán remitir las Administraciones encargadas de su autorización o realización. 

5. Recibir las notificaciones de la apertura y resolución de los expedientes de ruina que afecten a bienes incluidos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, y su entorno. 

6. Recibir las notificaciones de cualquier cambio de titularidad o de ubicación de los bienes muebles inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, y dar traslado de las mismas a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico para su oportuna anotación en el Catálogo. 

7. Recibir las notificaciones de realización de obras en Zonas de Servidumbre Arqueológica. 

8. Inspeccionar el desarrollo de labores de conservación y restauración del Patrimonio Histórico Andaluz. 

9. Inspeccionar las obras y actuaciones de cualquier tipo que se desarrollen en Zonas de Servidumbre Arqueológica. 

10. Autorizar, previa delegación expresa del titular de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico, la realización de cualquier cambio o modificación que los particulares o las Administraciones Públicas deseen llevar a cabo en inmuebles pertenecientes a Conjuntos Históricos que no tengan aprobado el planeamiento de protección a que se refiere el artículo 30 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía y que no hayan sido inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico como Monumentos o Jardines Históricos, ni estén comprendidos en su entorno. 

11. Tramitar las solicitudes de obras y actuaciones en bienes del Patrimonio Histórico, recibiendo las solicitudes de intervención, instruyendo los expedientes correspondientes y remitiendo los mismos, con los informes de la Comisión Provincial del Patrimonio Histórico, a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico, cuando sea ésta el órgano competente para resolver. 

12. Instar la inscripción en los Registros de la Propiedad correspondientes a las inscripciones en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz y de cuantas otras resoluciones sean inscribibles. 

13. Proponer la adquisición de bienes del Patrimonio Histórico mediante el ejercicio de los derechos de adquisición preferente a que hace referencia el artículo 17 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

14. Remitir a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico cuantos documentos relativos a planeamiento urbanístico sobre el Patrimonio Histórico tengan entrada en la Delegación Provincial, adjuntando informe técnico sobre los mismos. 

15. Remitir informe a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico sobre los instrumentos de planeamiento previstos en el artículo 30 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, que afecten a bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz. 

16. Informar cuantos documentos de planeamiento o programas o planes sectoriales que afecten a municipios de la provincia le sean sometidos a consideración por el titular de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico. 

17. Informar, a iniciativa de personas físicas o jurídicas, aquellos Planes, programas o proyectos que, conforme criterio expreso y motivado del solicitante, puedan incidir sobre el Patrimonio Histórico Andaluz. 

18. Realizar las inspecciones necesarias para la comprobación del cumplimiento de los deberes de conservación, mantenimiento y custodia que recaen sobre los propietarios, titulares de derechos reales o poseedores de bienes del Patrimonio Histórico Andaluz, informando a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico sobre el resultado de las mismas. 

19. Constituirse como parte interesada en cualquier expediente de ruina que pueda afectar directa o indirectamente al Patrimonio Histórico Andaluz. 

20. Impugnar las licencias municipales de obras que afecten a bienes inscritos en el Catálogo del Patrimonio Histórico Andaluz o su entorno y que no cuenten con la preceptiva autorización de la Consejería o no le hayan sido comunicadas de conformidad con lo regulado en este reglamento. 

21. Proponer a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico la declaración de zonas de Servidumbre Arqueológica. 

22. Remitir a la Dirección General las notificaciones de cambio de titularidad o traslado de los bienes del Patrimonio Histórico de carácter mueble. 

23. Diligenciar e inspeccionar los Libros de Registro de transacciones de bienes muebles del Patrimonio Histórico Andaluz. 

24. Proponer a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico la realización de catas o prospecciones en Zonas de Servidumbre Arqueológica, cuando se haya notificado la intención de realizar obras de edificación o cualesquiera otras actuaciones que lleven aparejada la remoción de tierras en el ámbito de las mismas. 

25. Instruir las solicitudes de autorización para la realización de actividades arqueológicas que no excedan del ámbito de una provincia. 

26. Aprobar el análisis arqueológico de los planes urbanísticos establecido en el artículo 29.3 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

27. Comprobar, en los Conjuntos Históricos que cuenten con planeamiento urbanístico aprobado conforme al artículo 30 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, la adecuación al mismo de las autorizaciones o licencias concedidas por los Ayuntamientos respectivos. 

28. Incoar, tramitar y resolver los expedientes sancionadores por infracciones leves contra el Patrimonio Histórico Andaluz. 

29. Exigir la inmediata suspensión de actuaciones por las que se incoe expediente sancionador por infracción contra el Patrimonio Histórico Andaluz calificable como leve, y ordenar las medidas precautorias que se estimen necesarias para evitar daños en los bienes afectados. 

30. Informar sobre la conveniencia de incoar el procedimiento para la creación de Parques Culturales. 

31. Informar sobre la conveniencia de incoar el procedimiento para la declaración de un Enclave de la Red de Espacios Culturales de Andalucía. 

32. Designar el personal encargado de la actividad inspectora a nivel provincial.  

33. Efectuar el seguimiento de cuantas actuaciones se realicen sobre el Patrimonio Histórico, velando por el cumplimiento de las resoluciones dictadas por los órganos competentes. 

34. Cualquier otra competencia que le venga atribuida por una norma legal o reglamentaria, así como cualquier otra cuyo ejercicio le sea delegado. 

CAPÍTULO II Órganos consultivos de la Administración del Patrimonio Histórico 
Sección 1ª Órganos consultivos centrales 
Artículo 222. El Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico. 
El Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico, adscrito a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, constituye el órgano superior de carácter consultivo en materia de Patrimonio Histórico en el ámbito territorial de Andalucía, correspondiéndole el análisis y evaluación de las políticas de tutela del patrimonio histórico. 

Artículo 223. Composición del Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico. 
La composición del Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico será la siguiente: 

�.  Presidencia: la persona titular de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

�.  Vicepresidencia: la persona que ocupe la presidencia de la Comisión Permanente del Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico, que actuará como suplente de la presidencia.  

- Vocales: 

a) Las personas titulares de las Direcciones Generales competente en materia de patrimonio histórico, museos y espacios culturales y libro, archivos y bibliotecas. 

b) Una persona representante, que ocupe un puesto con rango, al menos, de Dirección General, por cada una de las Consejerías competentes en materia de administración local, economía y hacienda, ordenación del territorio y urbanismo, medio ambiente, turismo, educación e innovación y ciencia. 

c) Las personas que ostenten las presidencias de las Comisiones Andaluzas de Bienes Culturales. 

d) Las personas que ocupen la alcaldía de las poblaciones con bienes inscritos como Patrimonio de la Humanidad por UNESCO. 

e) Un representante de cada una de las universidades públicas de Andalucía designadas por los correspondientes rectores/as. 

f) Dos representantes de las Fundaciones Culturales Privadas que desarrollen principalmente sus actividades en Andalucía, y que, de conformidad con su Carta Fundacional y sus Estatutos, tengan como uno de sus fines la protección, conservación, difusión e investigación del Patrimonio Histórico Andaluz. 

Estos últimos serán designados por el titular de la Consejería por un período de dos años. 

g) Seis personas designadas por el titular de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico entre profesionales de reconocido prestigio en la materia 

h) La persona que ocupe la dirección del Instituto Andaluz del Patrimonio histórico de Andalucía. 

- Secretaría: desempeñará dicha función, con voz pero sin voto, la persona que ocupe el cargo de coordinación en la Secretaría General de Políticas Culturales. 

2. La designación de los miembros de las Comisiones Provinciales de Patrimonio Histórico se hará teniendo en cuenta, en la medida en que ello sea posible, la composición equilibrada de mujeres y hombres a que alude el artículo 19.2 de la Ley 9/2007, de la Administración de la Junta de Andalucía, así como los criterios establecidos en la sección 1ª del Capítulo II del Título IV de la misma. 

Artículo 224. Informes del Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico. 
1. Los informes del Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico tendrán carácter preceptivo en los siguientes supuestos: 

-Aprobación de la memoria anual de las actuaciones sobre el Patrimonio Histórico. 

-Aprobación de Planes y Programas regionales en materia de Patrimonio Histórico. 

-Proyectos de delegación de competencias propias en materia de Patrimonio Histórico a las Corporaciones Locales. 

-Propuestas de creación de órganos locales de gestión de Patrimonio Histórico en los que participe la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

2. El Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico será oído igualmente siempre que sea expresamente requerido con fines de asesoramiento, informe y coordinación de actuaciones por la persona titular de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

Artículo 225. Convocatorias y sesiones del Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico. 
1.  El Consejo Andaluz del Patrimonio histórico funcionará en Pleno, Permanente y Comisiones Andaluzas de Bienes Culturales, pudiendo además constituir ponencias y grupos de trabajo para la realización de estudios, proyectos y actuaciones de carácter específico o sectorial. 

2.  El Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico se reunirá en sesiones ordinarias con una periodicidad anual. 

3. Podrán convocarse igualmente sesiones extraordinarias motivadas por la importancia o urgencia de los asuntos a tratar, a instancias de su Presidente, o de al menos, la quinta parte de sus miembros. 

La convocatoria se efectuará en todo caso por el Presidente del Consejo. 

Artículo 226. Comisión Permanente del Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico 
1. Se crea La Comisión Permanente del Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico con el fin de 

a) Impulsar la actuación del consejo en aras de la consecución de su objeto.  

b) Coordinar las actuaciones de las Comisiones Andaluzas de Bienes Culturales y de las ponencias y grupos de trabajo. 

c) Elevar con su informe al Pleno la Memoria Anual de Gestión. 

d) Informar de los proyectos normativos que se produzcan en el ámbito del patrimonio histórico. 

2. La Comisión Permanente Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico estará presidida por una persona de reconocido prestigio en el ámbito del patrimonio histórico, nombrada por el Consejo de Gobierno a propuesta de la persona titular de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico y que podrá actuar como suplente en ausencia del consejero en el Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico. 

3. Formarán parte de la Comisión Permanente las personas que ocupen las Presidencias de las Comisiones Andaluzas de Bienes Culturales, las personas titulares de las Direcciones Generales competente en materia de patrimonio histórico, museos y espacios culturales y libro, archivos y bibliotecas.  La vicepresidencia de esta Comisión será ocupada por la persona titular de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico. La Secretaría de esta Comisión será ejercida por la persona que desempeñe la del Consejo. 

4. La persona que ostente la Presidencia de la Comisión Permanente del Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico tendrá sólo voz cuando asista a las respectivas comisiones andaluzas de bienes culturales. 

5. La Comisión permanente se reunirá, con carácter ordinario, dos veces al año, y con carácter extraordinario, a instancias de su presidencia o de dos terceras partes de sus miembros cuantas veces sea necesario. 

Artículo 227. Comisiones del Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico. 
1. En el seno del Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico y con dependencia directa de su Presidente, se constituyen las Comisiones Andaluzas de Bienes Culturales, encuadradas y coordinadas en el seno de la Secretaría General de Políticas Culturales, siendo las siguientes: 

a) Comisión Andaluza de Bienes Inmuebles. 

b) Comisión Andaluza de Bienes Muebles. 

c) Comisión Andaluza de Arqueología. 

d) Comisión Andaluza de Etnología. 

e) Comisión Andaluza de Archivos y Patrimonio Documental y 

Bibliográfico. f) Comisión Andaluza de Museos. g) Comisión Andaluza de Arte Rupestre. h) Comisión Andaluza de Patrimonio Industrial. i) Comisión Andaluza de Paisaje Cultural. j) Comisión Andaluza de Planificación del patrimonio Histórico k) Comisión Andaluza de Régimen Jurídico del Patrimonio Histórico 

2. Por Decreto del Consejo de Gobierno, a propuesta del titular de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, y conforme a lo dispuesto en la legislación reguladora de administración de la Junta de Andalucía, podrán establecerse nuevas Comisiones sobre otros ámbitos de carácter específico en materia de Patrimonio Histórico. 

Artículo 228. Composición de las Comisiones Andaluzas de Bienes Culturales. 
1. Las Comisiones Andaluzas de Bienes Culturales estarán compuestas, cada una de ellas, por nueve vocales, designados por la persona titular de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico de entre especialistas de probada experiencia en los respectivos ámbitos sobre los que dichas Comisiones desarrollan sus competencias. 

2. Los vocales serán designados por un período de dos años, pudiendo volver a ser nombrados por períodos bienales. Transcurrido el periodo para el que fueron nombrados sin que se produzca su renovación, se entenderá prorrogada su función hasta el momento de su modificación. 

3. Para ostentar el cargo de vocal de cualquiera de las Comisiones Andaluzas de Bienes Culturales no será necesario reunir la condición de vocal del Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico. 

Artículo 229. Presidencia de las Comisiones Andaluzas de Bienes Culturales. 
1. La Presidencia de cada una de las Comisiones Andaluzas de Bienes Culturales será designada por el titular de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, de entre los vocales de cada Comisión. 

2. Corresponde al titular de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico la presidencia de las sesiones a las que asista. 

3.  En los casos de vacante, ausencia, enfermedad u otra causa legal, la persona titular de la presidencia será sustituida por la persona que así se haya designado en el nombramiento de la respectiva comisión y, en su defecto, conforme a las normas generales establecidas en la Ley 9/2007 de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía. 

Artículo 230. Secretaría de las Comisiones Andaluzas de Bienes Culturales. 
1. La secretaría de cada una de las Comisiones será ejercida por un funcionario de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico con nivel de Jefe de Servicio. 

La persona que ejerza las funciones de secretaría, asistirá a las sesiones con voz y sin voto, asumirá las funciones de coordinador interno de la Comisión, y será la encargada de levantar las Actas de las sesiones, y de comunicar los acuerdos tomados por la Comisión al titular de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico y en su caso a la Dirección General competente en razón de la materia tratada, además de de la Secretaría General de Políticas Culturales. 

2. El régimen de suplencia será el establecido para los órganos colegiados por la Ley 9/2007 de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía. 

Artículo 231. Convocatorias y sesiones de las Comisiones Andaluzas de Bienes Culturales. 
1. Las Comisiones se reunirán en sesiones ordinarias y extraordinarias. 

1. Se celebrarán, al menos, dos sesiones ordinarias al año, una en el primer semestre y otra a finales del segundo semestre. Las sesiones ordinarias serán convocadas por el Presidente de la Comisión respectiva, a iniciativa propia, a petición de la titular de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico o de la Secretaría General de Políticas Culturales. 

2.  Las sesiones extraordinarias se celebrarán previa convocatoria expresa de sus Presidentes respectivos, del titular de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico, o de la Secretaría General de Políticas Culturales cuando por la trascendencia de los asuntos a tratar o la urgencia de los mismos, se estime pertinente. 

3. En las sesiones en que se aborden la aceptación de donaciones o legados y la cesión de bienes inmuebles pertenecientes al Patrimonio Histórico Andaluz a la Junta de Andalucía será preceptiva la asistencia de un representante de la Consejería competente en materia de economía y hacienda. 

A tal fin, la Dirección General competente en la materia a tratar solicitará de la Dirección General de Patrimonio de la Consejería competente en materia de economía y hacienda la designación de un representante, quien será convocado cuando en el orden del día se incluyan las cuestiones mencionadas en el párrafo anterior. 

Artículo 232. Régimen jurídico del Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico y de las Comisiones Andaluzas de Bienes Culturales. 
1. El régimen de funcionamiento y adopción de acuerdos del Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico y de las Comisiones Andaluzas de Bienes Culturales será el establecido con carácter general para los órganos colegiados por las normas vigentes de procedimiento administrativo y organización. 

2. La designación como miembros del Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico y de las Comisiones Andaluzas de Bienes Culturales tendrá carácter honorífico, sin perjuicio del abono de dietas y desplazamientos que, en su caso, pudieran corresponder. 

No obstante, aquellos miembros que no mantengan una relación de servicio con las Administraciones Públicas podrán ser indemnizados por sus asistencias de conformidad con la legislación vigente. 

Artículo 233. Funciones de las Comisiones Andaluzas de Bienes Culturales. 
1. Las funciones que desarrollen las Comisiones Andaluzas de Bienes Culturales se clasifican en comunes y específicas, siendo las primeras ejercidas por cada Comisión en su respectivo ámbito sectorial y las segundas distintas para cada órgano consultivo. 

2. Son funciones comunes a todas las Comisiones Andaluzas de Bienes Culturales: 

a) Actuar como órganos de información, consulta y asesoramiento técnico, en sus ámbitos respectivos, del Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico, de la Secretaría General de Políticas Culturales y de la Dirección General competente en la materia a tratar. 

b) Proponer a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico cuantas medidas y sugerencias estime oportunas para la conservación y mejora del Patrimonio Histórico de la Comunidad Autónoma Andaluza. 

c) Emitir informe, cuando así lo solicite el titular de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico o de la Secretaría General de Políticas Culturales acerca de proyectos normativos relativos al Patrimonio Histórico Andaluz. 

d) Emitir informes, cuando le sean solicitados por el titular de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico, sobre las inscripciones en Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz. 

e) Emitir informes, cuando les sean solicitados por el titular de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico, relativos a redacción y seguimiento de la ejecución de planes y programas referidos al Patrimonio Histórico Andaluz. 

f) Actuar como Consejo de Redacción de cuantas publicaciones le sean encomendadas por la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico. 

g) Actuar, cuando así se les requiera, como Comité Científico de Congresos, Jornadas y Encuentros de carácter ordinario que se realicen sobre la materia, convocados por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, y proponer, cuando así se le solicite, el nombramiento de los Comités encargados de organizar los de carácter extraordinario. 

h) Dictaminar acerca de cuantas cuestiones y propuestas le sean sometidas por el Presidente del Consejo Andaluz del Patrimonio Histórico o por el titular de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico. 

Artículo 234. Funciones específicas de la Comisión Andaluza de Bienes Inmuebles. 
Son funciones específicas de la Comisión Andaluza de Bienes Inmuebles: 

a) Asesorar a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico sobre la adopción de medidas de protección, conservación y restauración de bienes inmuebles del Patrimonio Histórico Andaluz. 

b) Asesorar a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico sobre adquisiciones de bienes inmuebles, efectuando las valoraciones que se estimen pertinentes. 

Artículo 235. Funciones específicas de la Comisión Andaluza de Bienes Muebles. 
Son funciones específicas de la Comisión Andaluza de Bienes Muebles: 

a) Asesorar a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico sobre la adopción de medidas de protección, conservación y restauración de bienes del Patrimonio Histórico Andaluz de carácter mueble. 

b) Asesorar a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico sobre adquisiciones de bienes del Patrimonio Histórico de carácter mueble. 

c) Valorar, a solicitud de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico, bienes muebles del Patrimonio Histórico a efectos de adquisición. 

d) Informar preceptivamente a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico las solicitudes de exportación de bienes muebles que ostenten los valores propios del Patrimonio Histórico, salvo los de carácter arqueológico y etnológico. 

e) Recomendar la adopción de cuantas medidas estime oportunas para promover, realizar y difundir las Artes Plásticas, y para mejorar la situación profesional y laboral de los artistas. 

Artículo 236. Funciones específicas de la Comisión Andaluza de Arqueología. 
Son funciones específicas de la Comisión Andaluza de Arqueología: 

a) Asesorar, cuando así se les requiera, a la Dirección General competente 

en materia de patrimonio histórico en investigación, protección, 

conservación, difusión y puesta en valor del patrimonio arqueológico. 

b) Informar, a petición de la Dirección General competente en materia de 

Patrimonio Histórico, las solicitudes de exportación de bienes muebles 

de carácter arqueológico. 

Artículo 237. Funciones específicas de la Comisión Andaluza de Etnología. 
Son funciones específicas de la Comisión Andaluza de Etnología: 

a) Asesorar, cuando así se les requiera, a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico en materia de investigación, protección, conservación, difusión y puesta en valor del Patrimonio Etnográfico. 

b) Informar, a petición de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico, las solicitudes de exportación de bienes muebles de carácter etnológico. 

Artículo 238. Funciones específicas de la Comisión Andaluza de Archivos y Patrimonio Documental y Bibliográfico. 
Son funciones específicas de la Comisión Andaluza de Archivos y Patrimonio Documental y Bibliográfico: 

a) Proponer cuantas medidas estime necesarias para la protección, conservación y restauración del Patrimonio Documental y Bibliográfico de la Comunidad Autónoma. 

b) Estudiar, promover y asesorar a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico acerca de cuanto proceda para la protección, mejora, organización y funcionamiento de los Archivos de la Comunidad Autónoma. 

c) Informar, a petición de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico, las solicitudes de exportación de bienes del Patrimonio Documental y Bibliográfico. 

d) Informar los Convenios que las Administraciones Públicas, personas jurídico-privadas o particulares prevean suscribir, cuyo objeto verse sobre reproducción total o parcial de bienes del Patrimonio Documental y Bibliográfico Andaluz. 

Artículo 239. Funciones específicas de la Comisión Andaluza de Museos. 
Son funciones específicas de la Comisión Andaluza de Museos: 

a) Estudiar, promover y asesorar a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico acerca de cuanto proceda para la protección, mejora, organización y funcionamiento de los Museos de la Comunidad Autónoma. 

b) Informar los proyectos museológicos y los programas museográficos que le sean sometidos por la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico. 

Artículo 240. Funciones específicas de la Comisión Andaluza de Arte Rupestre. 
Son funciones específicas de la Comisión Andaluza de Arte Rupestre: 

a) Asesorar, cuando así se le requiera, a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico en materia de investigación, protección, conservación, difusión y puesta en valor del Arte Rupestre. 

b) Recomendar la adopción de cuantas medidas estime oportunas para promover la difusión y puesta en valor del Arte Rupestre. 

Artículo 241. Funciones específicas de la Comisión Andaluza de Patrimonio Industrial. 
Son funciones específicas de la Comisión Andaluza de Patrimonio Industrial: 

a) Asesorar, cuando así se le requiera, a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico en materia de investigación, protección, conservación, difusión y puesta en valor del Patrimonio Industrial. 

b) Informar, a petición de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico, las solicitudes de exportación de bienes muebles de carácter industrial. 

Artículo 242. Funciones específicas de la Comisión Andaluza de Paisaje Cultural. 
Son funciones específicas de la Comisión Andaluza de Paisaje Cultural: 

a) Asesorar, cuando así se le requiera, a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico en materia de investigación, protección, conservación, difusión y puesta en valor del Paisaje Cultural. 

b) Informar, a petición de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico, los planes y proyectos de carácter territorial, así como los acuerdos con otras Consejerías competentes en la materia, y los convenios con otras administraciones públicas sobre competencias territoriales. 

Artículo 243. Funciones específicas de la Comisión Andaluza de Planificación del Patrimonio Histórico. 
Son funciones específicas de la Comisión Andaluza de Planificación del Patrimonio Histórico: 

a) (a completar por el Serv. de planificación). 

b)  (a completar por el Serv. de planificación). 

Artículo 244. Funciones específicas de la Comisión Andaluza de Régimen Jurídico del Patrimonio Histórico. 
Son funciones específicas de la Comisión Andaluza de Régimen Jurídico del Patrimonio Histórico: 

a) Asesorar, cuando así se le requiera, a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico en materia de régimen jurídico del Patrimonio Histórico. 

b) Informar, a petición de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico, los proyectos normativos en materia de patrimonio histórico. 

c) Recomendar la adopción de medidas o mejoras normativas en materia de patrimonio histórico. 

Sección 2ª Órganos consultivos periféricos 
Artículo 245. Comisiones Provinciales de Patrimonio Histórico. 
1.  Las Comisiones Provinciales de Patrimonio Histórico son órganos consultivos de apoyo a la actuación de las Delegaciones Provinciales de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

2. En cada Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico habrá una Comisión Provincial de Patrimonio Histórico que ejercerá, en el ámbito territorial de la respectiva provincia, las funciones de asesoramiento e informe, conforme a lo dispuesto en la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

Artículo 246. Composición de las Comisiones Provinciales de Patrimonio Histórico. 
1. La composición de la Comisión Provincial de Patrimonio Histórico será la siguiente: 

a) Presidencia: la persona titular de la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

b) Vocalías: 

1º. La persona titular de la Jefatura de Servicio competente en materia de protección del patrimonio histórico de la correspondiente Delegación Provincial. 

2º. La persona titular de la Jefatura de Servicio competente en materia de instituciones del patrimonio histórico de la correspondiente Delegación Provincial. 

3º. La persona titular de la Jefatura del Departamento competente en materia de protección del patrimonio histórico de la correspondiente Delegación Provincial. 

4º. La persona titular de la Jefatura del Departamento competente en materia de conservación y restauración del patrimonio histórico de la correspondiente Delegación Provincial. 

5º. La persona titular de la Jefatura del Departamento competente en materia de museos de la correspondiente Delegación Provincial. 

6º. La persona titular de la Jefatura del Departamento competente en materia de archivos y bibliotecas de la correspondiente Delegación Provincial. 

7º. Una persona designada por quien ostente la titularidad de la Delegación Provincial competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo, entre el personal técnico superior de dicho órgano. 

8º. Una persona designada  por la Federación Andaluza de Municipios y Provincias como su representante. 

9º. Una persona de reconocido prestigio en materia de patrimonio histórico, designada por quien ostente la titularidad de la Dirección General competente en materia de protección del patrimonio histórico, a propuesta de la persona titular de la Delegación Provincial competente en materia de patrimonio histórico. 

10º. Una persona representante de organismos o entidades que tengan entre sus fines o funciones la defensa del patrimonio histórico, designada por la persona titular de la Dirección General competente en materia de protección del patrimonio histórico, a propuesta de la persona titular de la Delegación Provincial competente en materia de patrimonio histórico. 

c) Secretaría: el secretario general de la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. En caso de ausencia o enfermedad, la persona titular de la Delegación Provincial citada designará a una persona suplente. 

d) Podrá asistir con voz, pero sin voto, la persona titular de la dirección de la institución del patrimonio histórico que se vea afectada por cuestiones que se debatan en el seno de la comisión referida a asuntos de su competencia. 

2. La designación de los miembros de las Comisiones Provinciales de Patrimonio Histórico se hará teniendo en cuenta, en la medida de lo posible, la composición equilibrada de mujeres y hombres a que alude el artículo 19.2 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía. 

3. Todas las vocalías se desempeñarán por tiempo indefinido. Las personas que sean vocales por razón del cargo que desempeñan perderán su condición de vocal cuando cesen en dicho cargo, y serán suplidas por quien designe su superior jerárquico. Las personas que sean vocales por designación podrán ser cesadas y suplidas libremente por quien las hubiera designado. 

4. El régimen de funcionamiento y de celebración de sesiones de las Comisiones Provinciales de Patrimonio Histórico se regirá, en lo no previsto en este Decreto, por lo dispuesto en el capítulo II del título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en los artículos 88 a 96 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía. 

Artículo 247. Funciones de las Comisiones Provinciales de Patrimonio Histórico. 
Las Comisiones Provinciales de Patrimonio Histórico emitirán informe en los siguientes supuestos: 

a) Autorizaciones en relación a procedimientos de obras y otras intervenciones en bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz como Bienes de Interés Cultural con la tipología de Monumentos y Jardines Históricos así como en sus entornos, siempre que no se haya producido la delegación de competencias prevista en el artículo 40 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

b) Propuestas de inscripción en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz. 

c) Propuestas de declaración de Zonas de Servidumbre Arqueológica. 

d) Planes de ordenación urbanística o territorial de ámbito provincial a que se refiere el artículo 29.4 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre. 

e) Planes de descontaminación visual o perceptiva que deban aprobarse por los municipios. 

f) Cualquier otro supuesto en el que les sea solicitado informe por la persona titular de la Delegación Provincial competente en materia de patrimonio histórico. 

Artículo 248.Convocatorias y sesiones de las Comisiones Provinciales de Patrimonio Histórico. 
1.  Las comisiones funcionarán en régimen de sesiones ordinarias y extraordinarias. Las sesiones ordinarias tendrán una periodicidad mínima quincenal, pudiendo convocarse semanalmente por el Presidente. 

2. Las sesiones extraordinarias serán convocadas expresamente con tal carácter por el Presidente, cuando lo estime conveniente por razones de urgencia o por la trascendencia de los asuntos a tratar. 

Artículo 249. Régimen jurídico de las Comisiones Provinciales de Patrimonio Histórico. 
1. El régimen de funcionamiento y adopción de acuerdos será el previsto con carácter general para los órganos colegiados en las normas vigentes de procedimiento administrativo y organización, con las especialidades previstas en este Reglamento. 

2. De cada sesión se levantará Acta por el Secretario de la Comisión, en la que se relacionarán los asuntos tratados según Orden del día y, de modo sucinto, el carácter favorable o desfavorable del pronunciamiento recaído sobre cada asunto. El Acta recogerá igualmente de modo expreso el cumplimiento de los requisitos de procedimiento exigibles legalmente para la válida constitución y adopción de acuerdos. 

3. Acompañarán al Acta, como Anexo, los informes de la Comisión sobre cada uno de los asuntos tratados en el orden del día, en los que se motivarán razonadamente el sentido de cada propuesta. 

4. Tanto el Acta como los informes deberán ser firmados por el Presidente y el Secretario de la Comisión, en la misma fecha de celebración de la sesión, siendo preceptiva su remisión a la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico. 

5. Los informes de la Comisión Provincial de Patrimonio Histórico se elevarán al Delegado Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

6. En los supuestos en que sea el titular de la Dirección competente en materia de patrimonio histórico el órgano competente para resolver, la 

Delegación Provincial remitirá el expediente, junto con el informe de la Comisión Provincial de Patrimonio Histórico, a la Dirección General, en un plazo máximo de cinco días desde la fecha de la sesión en que se informó el expediente según el Orden del día. 

Artículo 250. Ponencias Técnicas de Patrimonio Histórico. 
1.  De cada Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico dependerá una Ponencia Técnica de Patrimonio Histórico para el ejercicio de las funciones que se establecen en el artículo 33 de la Ley 14/2007 de Patrimonio Histórico de Andalucía. Tendrá carácter permanente, por lo que su funcionamiento no estará sujeto a ningún requisito de convocatoria previa. 

2.  Las Ponencias Técnicas de Patrimonio Histórico estarán constituidas por quien ostente la Jefatura del Servicio competente en materia de patrimonio histórico de la respectiva Delegación Provincial, así como por otra persona designada por la persona titular de la Delegación Provincial en función de la naturaleza de los asuntos a tratar de entre el personal técnico superior que preste servicio en la referida Delegación Provincial. 

3.  Excepcionalmente, cuando la complejidad de la materia así lo aconseje, quien ostente la titularidad de la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico podrá designar además otra persona que reúna los mismos requisitos que la persona prevista en el apartado anterior. 

4. Asimismo con carácter excepcional, cuando se afecte a competencias de otra Consejería, se le comunicará el asunto a la Delegación Provincial correspondiente que podrá, en el plazo de tres días hábiles, emitir informe o, en su caso, designar a una persona de entre el personal técnico que preste servicios en esa Delegación Provincial que se incorporará a la Ponencia Técnica de Patrimonio Histórico para tratar el correspondiente asunto. 

Artículo 251. Funciones de las Ponencias Técnicas de Patrimonio Histórico. 
Corresponderán a las Ponencias Técnicas de Patrimonio Histórico las siguientes funciones: 

a) La emisión de informes en relación a procedimientos de obras y otras intervenciones en bienes inmuebles afectados por inscripciones en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz como Bienes de Interés Cultural y en sus entornos, excepto para las tipologías de Monumentos y Jardines Históricos, siempre que no se haya producido la delegación de competencias prevista en el artículo 40 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

b) El estudio e informe previo de los asuntos que vayan a tratarse en las Comisiones Provinciales de Patrimonio Histórico. 

c) La emisión de cuantos informes pueda requerir la persona titular de la Delegación Provincial competente en materia de patrimonio histórico en el ámbito de sus competencias. 

TÍTULO XII INSPECCIÓN DEL PATRIMONIO HISTÓRICO 
Artículo 252. Competencia. 
La función inspectora a que se refiere el artículo 103 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, está atribuida a la Consejería competente en materia de Patrimonio Histórico y de las Delegaciones Provinciales de la Consejería, en función del respectivo ámbito de actuación, correspondiéndoles las tareas de inspección de los bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz y de las actividades que puedan afectarles. 

Artículo 253. Objeto. 
Son objeto de la actividad inspectora: 

a) Los bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz, cualquiera que sea su régimen jurídico y su titularidad, conforme a la definición que expresa el artículo 2 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

b) Las actividades que puedan afectar a tales bienes y, en especial, el desarrollo de las labores de conservación, restauración y rehabilitación de los mismos. En cuanto a la inspección de actividades arqueológicas, se estará además a lo dispuesto en el artículo 56 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía y en el Capítulo III del Título V de este reglamento. 

c) Las instituciones del Patrimonio Histórico, Documental y Bibliográfico. 

d) Las obras y actuaciones que se realicen en Zonas de Servidumbre Arqueológica conforme al artículo 49.2 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía. 

Artículo 254. Finalidad. 
La actividad de inspección en materia de Patrimonio Histórico tendrá por finalidad velar por el cumplimiento de la tutela de los bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz, así como comprobar, vigilar, controlar, investigar y verificar que se cumplen las exigencias previstas en la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía y en sus normas de desarrollo. 

Especialmente, la actividad de inspección se dirigirá a prevenir y a perseguir las actividades o actuaciones ilegales que afecten a bienes o actividades integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz. 

Artículo 255. Personal encargado de la actividad inspectora. 
1. La actividad inspectora será ejercida por empleados públicos conforme a sus respectivas disciplinas que presten sus servicios en la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, o en la Delegación Provincial de la Consejería en cada provincia. Asimismo, si las circunstancias lo requieren, podrán ser nombrados inspectores los empleados públicos que presten sus servicios en otros órganos de la administración de la Junta de Andalucía. 

2. El titular de la Dirección General competente en materia de Patrimonio Histórico o, en su caso, los titulares de las Delegaciones Provinciales, habilitarán al personal que deba ejercer la actividad inspectora, acreditándole mediante la credencial de identificación cuyo modelo oficial será desarrollado por orden de la persona titular de la Consejería competente en materia de Patrimonio Histórico . 

Artículo 256. Facultades del personal que desarrolle la actividad inspectora. 
El personal que desarrolle la actividad inspectora en materia de Patrimonio Histórico gozará, en el ejercicio de sus funciones, de la consideración de agente de la autoridad y, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 104 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, tendrá las facultades de: 

a) Acceder y permanecer a fin de realizar su labor inspectora, a cualquier momento y sin previo aviso, en los bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz y en los lugares donde se desarrollen actividades o actuaciones que pudieran afectarles. Si el bien o lugar indicado coincidiera con el domicilio de su titular será necesario el consentimiento expreso de éste y, a falta del mismo, la preceptiva autorización judicial. 

b) Acceder a la documentación e información relacionada con el bien, lugar o actividad que se inspecciona, siempre que sea necesaria para el adecuado cumplimiento de sus funciones. 

c) Requerir, previa citación razonada, la comparecencia de responsables e interesados en las sedes de la Consejería competente en materia de Patrimonio Histórico. 

d) Requerir la subsanación de las deficiencias apreciadas a resultas de la actividad inspectora, proponer las medidas cautelares oportunas conforme a la normativa aplicable y, en su caso, el inicio de los procedimientos sancionadores que procedan. 

e) Realizar cualquier otra actuación de investigación o examen necesaria para constatar que se cumple la normativa de protección del Patrimonio Histórico Andaluz. 

f) Recabar, cuando sea necesario para el desarrollo de sus funciones, el auxilio de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de la Policía Local de conformidad con la legislación vigente. 

Artículo 257. Deberes del personal que desarrolle la actividad inspectora. 
1. En el ejercicio de sus funciones, el personal que desarrolle la actividad inspectora en materia de Patrimonio Histórico tendrá los deberes de: 

a) Observar el debido respeto y consideración, sin menoscabo de su autoridad y facultades, hacia las personas interesadas, procurando perturbar en la menor medida posible el desarrollo de la actividad del inspeccionado y el ejercicio de sus derechos. 

b) Informar a las personas afectadas por una actuación inspectora de sus derechos y deberes, a fin de facilitar su adecuado cumplimiento, así como de las responsabilidades en que, en su caso, pudieran incurrir. 

c) Identificarse y exhibir su credencial cuando se halle en el ejercicio de sus funciones, le sea o no requerida, no estando obligado a comunicar su presencia si dicha comunicación pudiera perjudicar el éxito de su actuación inspectora. 

d) Cumplir el deber de secreto y sigilo profesional, con respecto a los hechos y circunstancias de que tenga conocimiento por razón de su actividad inspectora. 

e) Levantar acta del resultado de la actividad inspectora. 

f) Emitir informes técnicos, por orden superior o de oficio, sobre la adecuación a la normativa de aplicación de las circunstancias de cualquier supuesto de hecho en materia de protección del Patrimonio Histórico Andaluz. 

g) Poner en conocimiento del órgano competente la adopción de las medidas cautelares de suspensión y precinto de actividades y establecimientos, y de incautación de los bienes culturales o instrumentos utilizados en las actividades que se estimen constitutivas de infracción. 

2. Tanto las Administraciones Públicas como las entidades públicas y privadas, y cualquier persona física o jurídica obligada al cumplimiento de la normativa vigente en materia de Patrimonio Histórico, deberán prestar toda la colaboración que les sea requerida por el personal inspector, a fin de permitirle realizar las correspondientes inspecciones y comprobaciones, facilitándoles la información, antecedentes, documentos y datos relevantes necesarios para un adecuado cumplimiento de sus funciones, con las limitaciones legalmente establecidas en materia de protección de datos de carácter personal. 

Artículo 258. Funciones del personal que desarrolle la actividad inspectora. 
Sin perjuicio de lo establecido en los artículos precedentes, el personal habilitado para el ejercicio de la actividad inspectora ejercerá, en concreto, las siguientes funciones de: 

a) Vigilancia e inspección sobre el cumplimiento de la normativa en materia de Patrimonio Histórico. 

b) Asesoramiento e información a los titulares de bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz sobre el cumplimiento de las normas de protección y de las obligaciones derivadas de ellas.  

c) Desarrollo de las actividades de investigación necesarias dirigidas a obtener la información que se precise. 

d) Descubrimiento, persecución y denuncia de infracciones. 

e) Obtención de cuantas pruebas resulten necesarias para el mejor ejercicio de la actividad de inspección. 

f) Levantamiento de las pertinentes actas cuando se aprecie la existencia de hechos constitutivos de infracciones administrativas. 

g) Proceder cautelarmente a la suspensión y precinto de actividades y establecimientos, y a la incautación de los bienes culturales o instrumentos utilizados en las actividades que se estimen constitutivas de infracción, en los supuestos de peligro, pérdida, deterioro o destrucción del bien. 

h) Emitir informes sobre el estado de los bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz y sobre las intervenciones que en los mismos se realicen. 

i) Proponer a los órganos competentes la adopción de medidas cautelares 

o cualquier otra actuación que se estime necesaria para el mejor cumplimiento de los fines encomendados a las Administraciones Públicas, cuando no tenga competencia para imponerlas de conformidad con la normativa vigente. 

Artículo 259. Inicio de las actuaciones inspectoras. 
Las actuaciones inspectoras a que se refiere este Título se podrán iniciar por propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, a petición razonada de otros órganos o por denuncia. 

Artículo 260. Denuncias. 
En los supuestos en que se presente denuncia, a los efectos de comprobar si concurren indicios suficientes de veracidad o exactitud en los hechos denunciados, la persona inspectora podrá requerir del denunciante que ratifique, amplíe o concrete su contenido. 

Artículo 261. Modalidades de actuación. 
1. Para el ejercicio de sus funciones, el personal inspector y el personal de apoyo a su servicio podrá valerse de cualesquiera medios que consideren convenientes y en Derecho procedan, y en particular de: 

a) Visita a los lugares objeto de inspección. 

b) Comprobación de datos, informes o antecedentes obtenidos de otros órganos, personas físicas y jurídicas, públicas o privadas, por los procedimientos legalmente establecidos. 

c) Declaraciones de las personas o entidades inspeccionadas o de cualquier titular de un derecho o interés legítimo en el resultado de la actuación inspectora. 

2. El personal inspector podrá utilizar cualesquiera medios técnicos de que disponga para dejar constancia del desarrollo y resultado de la actividad inspectora, de acuerdo con la normativa que en cada caso resulte de aplicación. Igualmente podrá recabar cuantos informes considere necesarios del personal de los servicios técnicos de la administración competente en materia de Patrimonio Histórico. En el caso del patrimonio arqueológico, y en función de su singularidad, podrá igualmente requerir cuantos informes considere necesarios a personas ajenas a la Administración conocedoras y especialistas del bien patrimonial sujeto a inspección. 

3. Las actuaciones de inspección, cualquiera que sea la forma en que se inicien, podrán proseguirse o completarse con otra u otras de las modalidades de actuación definidas en el apartado primero, si se estima necesario para la adecuada conclusión de la actuación inspectora. 

4. Cuando de las actuaciones inspectoras resulte la existencia de elementos de convicción suficientes para la exigencia de responsabilidades sancionadoras, del restablecimiento del orden jurídico perturbado o de la reposición de la realidad física alterada, ello dará lugar a la iniciación del correspondiente procedimiento administrativo, que se regirá por la normativa general y por la sectorial en materia de protección del patrimonio histórico. 

Artículo 262. Actas de inspección. 
1.  Las actas de inspección tienen la consideración de documento público y recogen el resultado de la actuación inspectora. 

2.  Las actas se formalizarán, por duplicado, ante el titular o responsable de los bienes o actividades, su representante legal o en su defecto cualquier otra persona que en el momento de la actuación tuviera conferida la responsabilidad o posesión sobre un bien integrante del Patrimonio Histórico o estuvieren al frente de cualquier actividad o actuación que pudiera afectar al mismo. 

3.  El acta será firmada por el personal encargado de la inspección y por el compareciente, pudiendo ser entregada copia del mismo en la sede administrativa. Si este último se negara a firmar o recibir copia del acta se hará constar en la misma, notificándose al interesado posteriormente. 

4. El acta tendrá el siguiente contenido: 

a) Lugar, fecha y hora de su formalización. 

b) Denominación y localización del bien o actividad objeto de inspección. 

c) Identificación de la persona encargada de la inspección. 

d) Nombres, apellidos y DNI o NIF del titular. 

e) Especificación de los hechos objeto de la actuación de inspección o de aquellos que pudieran ser constitutivos de infracción administrativa en materia de Patrimonio histórico. 

f) Relación de documentación o información solicitada. 

g) Manifestaciones del inspeccionado en relación con los hechos recogidos en el acta. 

h) cualquier otro dato o documentación que se estime oportuno por la persona inspectora. 

5. Los hechos registrados en las actas de inspección, debidamente formalizadas, se presumirán ciertos y tendrán valor probatorio, siempre que hayan sido constatados personalmente por los agentes habilitados por la Administración, sin perjuicio de otros medios de prueba que puedan proponerse o aportarse por los interesados. 

Artículo 263. Deberes de los interesados ante la actividad inspectora. 
1. El titular o responsable de los bienes o actividades, su representante legal o en su defecto cualquier otra persona que en el momento de la actuación tuviere conferida la responsabilidad o posesión sobre un bien integrante del Patrimonio Histórico Andaluz o estuvieren al frente de cualquier actividad o actuación que pudiere afectar al mismo, tendrán en general, la obligación de prestar toda la colaboración necesaria para favorecer el desempeño de las funciones inspectoras y, en particular: 

a) La entrada y permanencia en los edificios, establecimientos y locales, tanto si están abiertos al público como si son de acceso restringido, sin perjuicio del respeto al derecho a la inviolabilidad domiciliaria. 

b) El control del desarrollo de la actividad mediante el examen de instalaciones, documentos, libros, registros y demás instrumentos o soportes que permitan vigilar y comprobar el cumplimiento de la normativa aplicable. 

c) La realización de copias de la documentación a que se refiere el apartado anterior, a expensas de la Administración Pública responsable de la inspección. 

d) Suministrar los datos e información que le sean solicitados sobre la identidad del compareciente, la titularidad del bien o actividad y otros relacionados con la actuación inspectora. 

e) Firmar el acta formulada por el personal encargado de la actividad inspectora para dejar constancia de la visita que se efectúe, no presuponiendo dicha firma la aceptación de su contenido salvo que así se reconozca expresamente por el interesado. 

f) Comparecer en las oficinas públicas a requerimiento del personal encargado de la actividad inspectora. 

2. Cuando, para un mejor desarrollo y efectividad de la actuación inspectora, se requiera la previa comunicación a la persona propietaria, titular de derechos o simple poseedora del bien, o al responsable de la actividad o actuación objeto de inspección, se le enviará notificación requiriéndole el señalamiento de día y hora para la realización de la actuación inspectora de que se trate. Recibida esta notificación, el interesado dispondrá de diez días hábiles para responder señalando una fecha que, salvo causa justificada, no deberá ser posterior a quince días contados desde la recepción de la notificación. 

3. En el caso de que no se atienda dicho requerimiento, o se exprese la negativa a permitir el acceso a los bienes o a los lugares donde se desarrolle la actividad o actuación, la Consejería competente en materia de patrimonio histórico fijará el día y la hora para la inspección, que se comunicará a los interesados bajo apercibimiento de que, si no la permiten o la obstaculizan de algún modo, se acudirá a la ejecución forzosa, respetando en todo caso las garantías inherentes a la protección del derecho a la inviolabilidad del domicilio. 

Artículo 264. Inspección de las actividades arqueológicas. 
1. Sin perjuicio de las competencias que correspondan a otras Administraciones Públicas en materia de obras, licencias o autorizaciones, la inspección de todas las actividades arqueológicas que se desarrollen en el territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, se ejercerá conforme a lo previsto en el presente Título. 

2.  Los propietarios de los terrenos, los promotores de las obras y los arqueólogos responsables de la actividad arqueológica están obligados a facilitar la inspección de las actividades que se estén llevando a cabo. 

3.  Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 254 de este Reglamento, la finalidad de esta inspección será, en particular, constatar el cumplimiento de los objetivos científicos y de la metodología establecidos en el proyecto de la actividad arqueológica correspondiente y en la Resolución autorizatoria, su correcta ejecución, desarrollo y finalización, así como la adecuación y adopción de medidas correctoras al proyecto autorizado, cuando necesidades objetivas lo justifiquen. 

4.  Todas las visitas y consideraciones que se deriven de las inspecciones deberán anotarse en el correspondiente Libro Diario. 

Artículo 265. Funciones específicas de la inspección en el caso de actividades arqueológicas. 
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, serán funciones específicas del personal inspector, en relación con cada actividad arqueológica, las siguientes: 

a) Inspeccionar y dar las órdenes para constatar el adecuado desarrollo de los trabajos según el proyecto autorizado, así como el cumplimiento de las condiciones de la autorización y de la legislación aplicable, girando las visitas que estime oportunas y permaneciendo en el yacimiento todo el tiempo que sea necesario para cumplir su función. 

b) Controlar los descubrimientos de materiales arqueológicos y paleontológicos, pudiendo comprobar en cualquier momento las tareas de realización del inventario correspondiente, y la utilización del Libro Diario, así como el modo científico de practicar los trabajos. 

c) Proponer cuantas medidas considere convenientes para la conservación preventiva del yacimiento o de los bienes muebles objeto de la actividad arqueológica por circunstancias sobrevenidas no previstas en el proyecto de actividad arqueológica. 

d) Servir de órgano de comunicación con la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico y con la Delegación Provincial. 

e) Proponer al órgano autorizante la revocación de la autorización de la actividad arqueológica, cuando considere que los trabajos no se desarrollan conforme al proyecto autorizado, o se han incumplido las condiciones de la autorización o la legislación aplicable. 

Artículo 266. Situaciones en las que deberá solicitarse la inspección de la actividad arqueológica. 
Además de cumplir los deberes que le correspondan por aplicación de lo establecido en el presente Reglamento, la dirección de la actividad arqueológica estará obligada a solicitar la inspección previa cuando: 

a) Concurran circunstancias que obliguen a modificar, en cualquier aspecto, las condiciones de desarrollo del proyecto autorizado. 

b) Finalice la actividad, con objeto de que se firme la diligencia de finalización. 

TÍTULO XIII REGIMEN SANCIONADOR 
CAPÍTULO I Responsabilidad 
Artículo 267. Responsables. 
Se consideran responsables de las infracciones: 

1.  Quienes sean autores materiales y, en su caso, las entidades o empresas de quienes dependan. 

2.  Las personas que promuevan, las personas técnicas o profesionales autoras de proyectos, que ejerzan la dirección de obras o de intervenciones sobre el patrimonio histórico, o sean responsables de actuaciones que contribuyan dolosa o culposamente a la comisión de la infracción. 

Artículo 268. Agravantes y atenuantes. 
1.  Son circunstancias agravantes y atenuantes las enumeradas en el artículo 112 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, de Patrimonio Histórico de Andalucía. 

2.  A efectos de lo previsto en el mencionado artículo, se entiende que hay reincidencia cuando, al cometer alguna de las infracciones tipificadas en la Ley, la persona responsable ya haya sido previamente sancionada por una infracción de la misma naturaleza, siempre que dicha sanción sea firme en vía administrativa. 

Artículo 269. Obligación de reparación. 
1.  Las infracciones de las que se deriven daños en el Patrimonio Histórico Andaluz llevarán aparejada, cuando sea posible, la obligación de reparación y restitución de las cosas a su estado original, y, en todo caso, la indemnización de los daños y perjuicios causados. 

2.  En todo caso, las infracciones por demoliciones no autorizadas en inmuebles afectados por la inscripción en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, acarrearán el deber de reconstrucción en los términos que se determine en la resolución del expediente sancionador, sin que en ningún caso pueda obtenerse mayor edificabilidad que la del inmueble demolido. 

3.  Las infracciones por construcciones no autorizadas en inmuebles afectados por la inscripción en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz acarrearán el deber de demolición de lo indebidamente construido, de acuerdo al criterio que establezca el órgano competente para su autorización. 

4. El incumplimiento de la obligación de reparar facultará a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico para actuar de forma subsidiaria realizando las actuaciones reparadoras necesarias a cargo del infractor. 

CAPÍTULO II Sanciones 
Artículo 270. Multas y sanciones accesorias. 
1. Las infracciones en materia de Patrimonio Histórico Andaluz se sancionarán con las multas y las sanciones de carácter accesorio establecidas en el artículo 114 de la Ley de Patrimonio Histórico de Andalucía. 

2. La inhabilitación regulada en los apartados a) y b) del artículo 114.2 de la Ley de Patrimonio Histórico de Andalucía, conllevará, en todo caso, la imposibilidad para los profesionales afectados de dirigir, redactar, supervisar o participar de algún modo en proyectos, actuaciones e intervenciones sobre bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz que deban contar con la autorización o comunicación previa a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, durante el período en que sea efectiva la sanción. Asimismo, la inhabilitación impedirá a los profesionales afectados participar en procedimientos para la adjudicación de contratos convocados por la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, durante el período en que sea efectiva la sanción. 

3. Se dará traslado de las inhabilitaciones a que se refiere el apartado anterior a las entidades y colegios profesionales correspondientes. A estos efectos, en el caso de que la infracción cometida lleve aparejada la 

inhabilitación del personal técnico o profesional que ejerza la dirección o sea responsable de las acciones tipificadas, el órgano competente para imponer la sanción, una vez que ésta sea ejecutiva, cursará la correspondiente notificación en el plazo de diez días al Colegio Profesional correspondiente, o a las entidades representativas que en su caso procedan, para su conocimiento y constancia en orden a la plena efectividad de la inhabilitación impuesta. 

Artículo 271. Gradación de las multas y criterios para su imposición. 
1.  La graduación de las multas se realizará en función de las circunstancias atenuantes o agravantes que concurran, la importancia de los bienes afectados, la magnitud del daño causado y el grado de malicia interviniente. En todo caso, se tendrá en cuenta el principio de proporcionalidad. 

2.  Para valorar la importancia de los bienes afectados por las conductas infractoras, se atenderá a su relevancia dentro del Patrimonio Histórico Andaluz, según la definición expresada en el artículo 2 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, de Patrimonio Histórico de Andalucía. 

3.  También se tomará en consideración para graduar las sanciones la repercusión o trascendencia pública de la infracción cometida, así como su posible afección a otros bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz. 

4. Cuando las circunstancias expresadas en los dos párrafos anteriores revistiesen, a juicio del órgano sancionador, escasa entidad, y así quede justificado en el expediente, la sanción podrá imponerse dentro de la escala inmediatamente anterior, siempre que no concurra en su comisión la reiteración de la persona infractora. 

5.  La cuantía de la multa no podrá ser en ningún caso inferior al doble del beneficio obtenido por la persona que cometió la infracción. 

6.  En la notificación de la resolución sancionadora se dará al sujeto responsable un plazo de treinta días para que pueda proceder al pago de la multa pecuniaria con una reducción del cuarenta por ciento de su cuantía. Transcurrido dicho plazo, se perderá el derecho a la bonificación, debiendo efectuarse el pago por el importe íntegro de la multa. 

7.  Las multas que se impongan a distintos sujetos como consecuencia de una misma infracción tendrán carácter independiente entre sí. 

Artículo 272. Destino de las multas. 
1. Los importes de las multas impuestas en concepto de sanciones se destinarán a la conservación y restauración de los bienes integrantes del Patrimonio Histórico de los que sea titular la Comunidad Autónoma de Andalucía o que la misma gestione. 

2.  Al final de cada ejercicio económico se cuantificará el importe total ingresado por tal concepto y se traspasará en el primer trimestre del siguiente ejercicio económico al presupuesto de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico, en la partida correspondiente a conservación y restauración, así como a otras acciones de tutela ligadas a dichas actuaciones. 

CAPÍTULO III Procedimiento 
 Artículo 273. Principios generales. 
El procedimiento sancionador en materia de patrimonio histórico será el establecido en el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del Procedimiento para el ejercicio de la Potestad Sancionadora, sin perjuicio de las especialidades que se establece en los artículos siguientes. 

Artículo 274. Competencia. 
1. Corresponderá a las personas titulares de las Delegaciones Provinciales de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico la iniciación de los procedimientos sancionadores por infracciones leves, resolviendo hasta el límite legalmente atribuido (100.000 euros) o, en su caso, elevando la propuesta de sanción a la persona titular de la Dirección General competente en materia de patrimonio histórico. 

2. Corresponderá a la persona titular de dicha Dirección General la iniciación de los procedimientos sancionadores correspondientes a infracciones graves y muy graves, resolviendo hasta el límite atribuido legalmente (250.000 euros) o, en su caso, elevando la propuesta de sanción a la persona titular de la Consejería competente en materia de patrimonio histórico. 

3. Corresponderá a la persona titular de dicha Consejería emitir la propuesta de resolución cuando la competencia para la imposición de la sanción corresponda al Consejo de Gobierno. 

Artículo 275. Medidas cautelares. 
1.  Tan pronto como tenga conocimiento de la realización de actuaciones que puedan ser constitutivas de infracción con arreglo a lo previsto en la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, de Patrimonio Histórico de Andalucía, la Administración competente estará facultada para exigir la inmediata y efectiva suspensión de la actividad y ordenar cualesquiera otras medidas cautelares que sean necesarias para evitar daños en los bienes constitutivos del Patrimonio Histórico Andaluz, así como para incoar el oportuno expediente sancionador. 

2.  En el acuerdo de incoación del procedimiento sancionador se establecerá la exigencia de suspensión de las actividades que hayan dado origen al expediente y, en su caso, la adopción de otras medidas cautelares necesarias y proporcionadas. Todo ello, sin perjuicio de que pueda ordenarse esta suspensión de actividades o adopción de medidas durante la tramitación del procedimiento. 

3.  También podrán acordarse las medidas cautelares antes de la iniciación del procedimiento, si existieran razones fundadas de urgencia inaplazable, peligro o riesgo grave para los bienes del Patrimonio Histórico Andaluz, que deberán ser debidamente justificadas. En estos casos, el órgano competente ordenará el levantamiento de las medidas si no se produjera la incoación del procedimiento en el plazo de un mes, a contar desde la fecha en que aquéllas se acordaran. 

4.  Se podrá establecer como medida cautelar, por el órgano competente para incoar el procedimiento sancionador, el decomiso o precintado de los instrumentos, tanto aparatos detectores como maquinaria intervenidos, hasta la conclusión del expediente y la firmeza de su resolución, en la que se acordará su destino conforme a lo previsto en la Ley 14/2007 de 26 de noviembre. 

Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad podrán, en el ejercicio de sus funciones, realizar el decomiso o precintado. En este caso, el órgano competente para incoar el procedimiento sancionador resolverá sobre la procedencia del decomiso o precintado practicados, en el plazo máximo de quince días desde la recepción de la correspondiente denuncia. 

Artículo 276. Destino de los elementos requisados. 
1.  En el caso de que se decomisaran o precintaran aparatos, maquinaria o elementos análogos, éstos permanecerán bajo custodia y responsabilidad del órgano competente para la incoación del procedimiento, hasta la conclusión del expediente y la firmeza de la resolución, pudiendo quedar en depósito legal en las dependencias de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de otras Administraciones actuantes. 

2.  En la resolución sancionadora se establecerá el destino de los elementos requisados, que no podrá ser contradictorio con las exigencias de protección de los bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz. En particular, si se trata de los aparatos o herramientas a que se refieren los artículos 109 q) y 110 j) de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, de Patrimonio Histórico de Andalucía, se acordará su destino, que puede incluir la destrucción. 

3.  Si tras cumplimentar los trámites oportunos, se concluyera la inexistencia de infracción alguna, el órgano competente acordará la devolución de los elementos requisados a sus poseedores, sin perjuicio de establecer, en su caso, las medidas necesarias para garantizar que el uso de los mismos no perturba la adecuada protección y tutela de los bienes integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz. 
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